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Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

DISTRITO JUDICIAL DE ylLLAVICENCIO
i

J~ZGADO TERCERO CIVIL
DEL CIRCUITO

Expediente NO 500013103003 2011 00195 00

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

,

En atención a la solicitud de aplazamiento de la audiencia con ocasión de las

dificultades de movilidad que se presentan a la fecha en la vía Bogotá D.e. - Villavicencio,

este Estrado t=s= a ella, y, en consecuencia fija el día

30 6lR. ,Oe'\ll.&.lt~20tS , a las 2: put para llevar a cabo la

audiencia de instrucción y juzgamiento.

Se insta al apoderado del extremo actor para que adopte las medidas del caso con

el fin de poder llevar a cabo la diligencia mencionada.

Notifíquese y cúmptase,

La anterior providencia se notifica por anotación en '\n1tf
el Estado de • 2 Ó S LU \0

~~)¡
~, .•__..._- ,¡

JUZáMJo TIRCIRÓ CM. Da. CIRCUTO DE
W1AVICENCIO

I.mail: ccto03vcio'Ú'ccndQj. ramaiudicial JillYSQ
Carrera 29 N" 33 B - 79 Palacio de Justicia. Centro de Servicios. Torre B.
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.•.~. •• Rama Judicial .
. '. Consejo Superior de la Judicatur:\!..) República de Colombia ' .

DISTRIT JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
J ZGADO TERCERO CIVIL

DELCIRCUITO

Expediente NO 500013153003 2018 00275 00

Villavicencio, veinticinco (25) de' septiembre de 2018.

Comoquiera que tratándose de procesos de pertenencia, la competencia se

determina por el monto del avalúo catastral del inmueble; y dado que en el asunto de la

referencia fue allegado documento donde se acredita tal aspecto respecto del bien

pretendido, al cual le .fue señalado un avalúo catastral correspondiente a

COP$24.324.000, mientras que la cuantía de losasuntos sometidos a la competencia

de los juzgados civiles del circuito asciende a COP$117.186.300, se estima que el valor

del bien no supera el monto señalado por el Estatuto Procesal General para los asuntos

de mayor cuantía', de los cuales conoce este Despacho, sino que la cuantía corresponde

a la señalada como' de menor, por lo que sedispone:

1.- RECHAZAR la anterior demanda por falta de competencia, 'por el factor

cuantía.

2.- DISPONER el envío de la misma junto con sus anexos al Juez Civil Municipal

-Reparto- de Villavicencio, de conformidad con lo señalado en el inciso 2° del artículo 90

del Código General del Proceso.

Diligénciese el formato respectivo para compensación en el reparto.
I

Notifíquese

YENN

La anterior providencia se n01iJ1if ~ an~rt'1n .
el Estado de /. U ~ [.r

I Código General del Proceso, artículo 20, numeral 1.

Email: ccto03vcio@cendoj.ramajudiciaLgov.co
Carrera 29 N° 33 B - 79 Palacio de Justicia. Centro de Servicios. Torre B.
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Rama judicial
Consejo Superior de la Judicatura

Repúbliéa de Colombia

DISTRqO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
!

JIUZGADOTERCERO CIVIL
I

DEL CIRCUITO

Expediente NO500013153003 20180026900

J
Villavicen_cio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

En atención al impedimento formulado por el Juez Segundo Civil del Circuito de esta

ciudad, y vistos los motivos sobre los cuales se haya sustentado, este Estrado acepta el mismo,

y en consecuencia, asume el conocimiento del mismo.

En ese sentido, y dado que se reúnen los presupuestos exigidos por artículo 82 y siguientes

del Código General del Proceso, .el juzgado ADMITE la presente demanda dentro del proceso

verbal promovido por Edwin Gonzalo Umaña en.contra de Consuelo Sanabria Correa, Sara Armira

Niño Reyes, María Isabel Conde Charry, y Margarita Correa Barrera.

De ella y sus anexos córrase traslado al extremo pasivo por el término de veinte (20) días,

según lo señalado en el artículo 369 del Código General del Proceso.

Notifíquese esta decisión de manera personal a la parte demandada.

Se reconoce a Jorge Pérez Ríos como apoderado de la parte demandante, en los términos

y para los fines del poder conferido.

En'atención a la solicitud de medida cautelar formulada por la parte demandante, que ésta

aporte caución por la suma de COP$134.779.197,6.

Notifíquese y cúmplase

La antenor provioeocia se nonñca por,~t~ón EfJ
el Estado de L U ..) 2018'

.' ro) I
- - I

_:___:-:::__:_J
.ILIZIIMDO 1'ERCERO aw. Da. CIRCUlO DE

VlLLAVICINlIO

Email: cL"t(l03vcio@ccndoj.ramajudiciaLgov.co
Carrera 29 N°:n B - 79 Palacio de Justicia. Centro de Servicios. Torre B.
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-tli" Rama Judicial. . Consejo Superior de la Judicatura\!.) República de Colombia

DISTRIT1 JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

Expediente NO500013153003 20180027900

Villavicencio, veinticinco (iS) de septiembre del 2018.

Reunidos los requisitos formales de ley y satisfechas las exigencias señaladas en los

artículos 422, 430 Y 468 del Código General del Proceso, el Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: Librar orden de pago por la vía ejecutiva de mayor cuantía a favor de

Carlos Julio León Osorio contra Stella Galeano Sánchez, para que dentro de los cinco

(5) días siguientes a la fecha en que se les notifique este proveído, pague las siguientes

sumas de dinero:

1.1. Por la suma de COP$SO.OOO.OOO,por concepto de capital contenido en el

pagaré No. CA-19846894.

Por los intereses corrientes sobre la suma señalada en el presente numeral,

liquidados a la tasa convencional, siempre y cuando no supere la tasa máxima legal vigente,

desde el 02 de julio del 2016 hasta el 01 de julio del 2017.

Por los intereses moratorios sobre la suma indicada en este numeral, liquidados a lá

tasa máxima legal vigente fijada por la Superintendencia Financiera, desde el 02 de julio del

2017 hasta que se efectúe el pago de la misma.

1.2. Por la suma de COP$20.000.000, por concepto de capital contenido en el

pagaré No. CA-19846893.

Por los intereses corrientes sobre la suma señalada en el presente numeral,

liquidados a la tasa convencional, siempre y cuando no supere la tasa máxima legal vigente,

desde el 02 de julio del 2016 hasta el 01 de julio del 2017. ,

Por los intereses moratorios sobre la suma indicada en este numeral, liquidados a la

tasa máxima legal vigente fijada por la Superintendencia Financiera, desde el 02 de julio del

2017 hasta que se efectúe el pago de la misma.

1.3. Por la suma de COP$20.000.000, por concepto de capital contenido en el

pagaré No. CA-19376538.
I Email: ccto03vcio@cendoj.mmajudicial.gov.co
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Por los intereses corrientes sobre la suma señalada en el presente numeral,

liquidados a la tasa convencional, siempre y cuando no supere la tasa máxima legal vigente,

desde el 15 de agosto del 2017 hasta el 15 de agosto del 2018.

Por los intereses moratorias sobre la suma indicada en este numeral, liquidados a la

tasa máxima legal vigente fijada por la Superintendencia Financiera, desde el 16 de agosto

del 2018 hasta que se efectúe el pago de la misma.

SEGUNDO: Se decreta el embargo del inmueble identificado con matrícula

inmobiliaria NO 230 - 115308 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de

Villavicencio (Meta), denunciada como de propiedad de Stella Galeano Sánchez,

identificada con e.c. N° 52.371.193. En consecuencia, líbrense las comunicaciones

correspondientes. Hecho lo anterior se resolverá sobre el secuestro.

Por otro lado, súrtase la notificación de esta decisión de forma personal, bajo los

parámetros indicados en el Código General del Proceso. Adviértasele a la parte demandada

que cuenta con un término de diez (10) días para proponer excepciones de mérito de

conformidad con lo dispuesto por el artículo 442 del Código General del Proceso.

Sobre las costas y agencias en derecho, se resolverá oportunamente.

Por la Secretaría, remítase a la DIAN la comunicación ªe que trata el artículo 630 del

Estatuto Tributario.

Se reconoce a Hernán David Cardoso Palacios como apoderado del extremo

demandante, en los términos y para los fines del poder conferido.

Notifiquese y cúmplase,

YENNI

I

La ant~rior provi .a se notifi~ por
anotación en el Estado de 2 U S P 2010""

Email: ccto03vciorm.cendoj.ramajudicial.gov.co
Carrera 19 W 33 B - 79 Palacio de Justicia. Centro de Servicios. Torre B.
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DISTRITJ JUDICIAL DE VILLAVICENCIO,.:Y;: Rama judicial. W Consejo Supcr~or de~~~atura

~ República de Colombia

JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

Expediente N0 500013153003 2017 00383 00

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

En atención a lo expuesto en el expediente en relación con el Despacho Comisorio. .

ordenado dentro del mismo, se procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del

Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a los alcaldes·y demás

funcionarios de policía, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de

recepción o práctica de pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las

autoridades judiciales para la debida prestación del servicio dejusticia, tal y como lo consagra el

artículo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto las sentencias. C-733 de 2000. M.P.

Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con claridad meridiana lo

siguiente:

• ''ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás autoridades
judiciales. Los tribuna~s superiores y los jueces podrán comisionar a las autoridades
judiciales de igualo de inferior categoría.

• Podrá comisionarse a las autoridades· administrativas que ejerzan funciones
jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa especialidad.

• .Cuandono se trate de recePCiÓno práctica de pruebas podrá comisionarse a los
alcaldes y demás funcionarios de oolicía, sin perjuicio del auxilio que deban
prestar, en la forma señalada en elattículo anterior.(.';'(Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este evento, la ley 1564 de 2012, le otorgo

a los ALCALDES, INSPECTORES e incluso CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en

aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de

entrega y practica de medidas cautelares.

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia (-733 del 21 de

junio del 2000, señaló:

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás funcionarios de polida,
como órganos aptos legalmente para obrar como comisionados de los jueces,
delimitan su función en términos negativos. A estos tunaonerios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro lado, tratándose de la
diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que se concentran los
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cargos de inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos servidores
públicos, se contrae a ejecutar la decisiÓn judicial previamente adQJJtada.
Por este aspecto, la Corte observa que el legislador no ha desvirtuado el principio
de colaboración entre los órganos públicos, pues ha mantenido uns clara distinción
y separación entre las funciones estatales. En modo alguno, prever y regular
legalmente el aPOvo de la admi~istraciÓn , la ejecuciÓn mater,ial de una
decisiÓn judicial significa usurpar las funciones asignadas a los jueces. (. ..)

• (. ..) Lo que se controvierte por el actor es que entre los comisionados eventuales
para practicar secuestros y ejecutar ordenes de entrega de bienes; figuren los
alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o desproporcionadas.
Tomada por el juez la decisiÓn de que un bien sea secuestrado o< .

entregado, su providencia demanda eiecudÓn material: precisamente, los
.alcaldes JI funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y de la
ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a la administración de
justicia, la más eficaz colaboración. (. ..)" (subrayado fuera de texto).

El artículo 13 del Código General del Proceso, señala de manera univoca que las normas

procesales son de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por ello mismo

que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado

precepto legal:

• "ARTÍCULO J3. OBSERVANCIA DE NORMAS ~ROCESALES.Las normas procesales
son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, yen ningún caso
podrán ser derogadas, modificadas o sUstituidas por los funcionarios o
particulares, salvo autorizaciÓn expresa de la ley." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

La ley 1801 de 2016, en su artículo 242 no derogo expresamente el artículo 38 inciso 3°

de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

, _. . . \'

• "ARTICULO JO. DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE POLICIA. Son deberes
generales de las autoridades de Policía:

• Cumplir y hacer cumpíir la Constitución, las leyes, las normas contenidas en el presente
Código, las ordenanzas, los acuerdos, y en otras disposiciones que dicten las autoridades
competentes en materia

• 8. Colaborar con las autoridades judiciillespara la debida prestaciÓn del servicio
de justicia. "Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir las leyes, y dentro

de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y numeral segundo y artículo

309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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Ahora, en- tema de funciones admíntstratívas, que es el que nos ocupa, encontramos el

siguiente articulado del reciente código Nacional de p~licía -Ley 1801 de 2016. -
,

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POUCÍA. Corresponde a las autoridades de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• '1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. Los ¡4lcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5. Las autorida'des especiales de Policía en salud, seguridad, ambiente, minería,

ordenamiento territorial, protección al patrimonio culfural, planeación, vivienda y espacio
público y las demás que determinen la ley, las ordenal}zas y los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía
y demás personal uniformado de la Policía Nacional (. ..)." (Negrillas y subrayas fuera del
texto original).

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELALCALDE. Corresponde al alcalde:
• 1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.
• 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades

públicas, ~sí como el cumplimiento de' los deberes de conformidad. con la
Constitución, la ley y las ordenanzas.· (..)

• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en la ley, las
ord~nanzasy los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto original).

• "ARTÍCULO 206. AfflIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA RURALES,
URBANOS YCORREGIDORES. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás. que le señalen la Constitución, la ley, las ordenanzas y los
acuerdos.( ... )

• PARÁGRAFO 10. Los inspectores de Policía no ejercerán funciones ni realizarán
diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas
especiales sobre la materia. !

• PARÁGRAFO20. 'Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el Alcalde
considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la función de Policía en el
municipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de dirigir y

coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito, cumplir con los deberes de

conformidad con la Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos a él

atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos .

..•._



• j

4

Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 íncíso tercero, 309 numeral
, \

7°, en concordancia con el artículo 596 numera(2° ibídem, le otorgan/al ALCALDE unas funciones

que no puede repudiar ni desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo

205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de conocer los asuntos

atribuidos en la ley, resulta indiscutible 'que el ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones

delegadas por los jueces de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de

práctica de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.

Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del artículo 206 de la ley -1801 de

2016, no incluya a los alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por manera que

si tiene el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la

ley 1564 de 2012.

Ahora, en criterio, de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, los
inspectores de policía también tienen competencia para realizar directamente las
diligenciasdecomisión, pues el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia

de tutela del 19 de diciembre dé 2017, estableció lo siguiente:

':4sí, verbi gratia, cumple señalar que 'los inspectores de policía, en tra_tándose de lo
concerniente con el «secuestro» y «entreae» de bienes, si' bien no pueden dispensar justicia
habida cuenta que carecen de jurisdicción para manifestarse en torno a la definición. de tales
tópicos, la que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden concurrir con su
gestión a dar efectividad a las órdenes judiciales que relativamente a aquellas ya hsn sido
adoptadas; dicho de otro modo, ellos én manera alguna pueden disponer que un bien deba
ser secuestrado o entregado, en tentoque tal atribución no está dentro de la específica órbita
de su gestión pública, más en cambio son aptos para hacer cumplir aquellas. De suyo, mal
puede confundirse que la realización material de las diligencias de entrega y/o
secuestro por cuenta de los inspectores de policía sea,propiame"te hablando desde
el punto de vista legal" el arrogamiento o la traslación de la facultad de,administrar
justicia, cuando las mismas les son comisionadas por los operadores judiciales. No,
_en modo alguno; ello meramente es el ejercitamiento t!e una función de carácter
administrativo, que propende a realizar 'lo que 'un juez de la RepúbliCfl al efecto
dispuso mediante providencia ejecutOriada, pues su gestión se halla desprovista de
cualesquiera injerencia reSolutoria desde el punto de vista judicial
()
Ergo, entendido que los finspectores de policía» cuando son «comisionados» para la
práctica de un «secuestro» o una «diligencia de entrega» no emprenden un laborío
distinto al de sencillamente servir-de instrumentos de la justicia Daramaterializar
las órdenes previamente i,,-,partidas por los funcionarios judiciales que así
disponen, por /o' propio deviene' que bajo ninguna óPtica puede' predicaTSe que
están desarroll,ndo función 9 diligenci,miento de tenor iudiciaL sino que
simplemgnte, itér,se, lo que állí cumplimentan "es el tdercicio de una eminente
«función administrativa», por lo que no es plaufÍble 'oret/igr que a la luz del canon
206 de lª, Ley J80J de 20J6 o Código Nacional de Poliáa y Convivencia se hallen

! •



·.•.

5

ue en ese sentí se

En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801

del 2016, lo que prohíbe realmente es que al' Inspector de Policía se le deleguen funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligencias de la misma índole. \ En cuanto a lo primero, en el.

presente caso, este despacho no está deleqando funciones jurísdlcdonales, pues por mandato

constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los previsto en el artículo ,309 numeral 70, en concordancia con el artículo 596 numeral
,

20 del Código General del Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para

resolver recursos, ni oposícíones: por lo que la diligencia comisionada es netamente de carácter

administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del .guardián constitucional" el concurso que se

solicita a los mismos' servidores públicos, se contrae a ejecutar la decisiÓn judiCial
previamente adootada."(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 previamente citada), la cual, )

debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente que tales normas son de
, .

orden público y de obligatorio cumplimiento, tal, y como lo consagra el artículo 13 ib/clem.

Llegados a este punto se puede concluir:

1) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden corníslonar para la

realización de diligencias de entrega o práctica de medidas cautelares, los Alcaldes

Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de Policía y Convivencia no

prohíbe comisionar, por parte de los jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los INSpEcTORES DE POLICIA, en las

diligencias de entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen

funciones jurisdiccionales sino admlnlstratívas, de conformidad con la ley y la

jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro el' alcalde o el

inspector de policía pierde competencia y deberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto Ios 'alcaldes como los inspectores también tienen esa misma

competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte suprema de Justicia, '

quien mediante sentencia de tutela del de diciembre de 2017, Radicación No.

76111-22-13-000-2017-00310-,01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció que

los INSPECTORESDE POLICIA, en las diligencias de entrega de bienes y práctica

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111-22-13-000-2017-00310-01,
MP Margarita Cabello Blanco,
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de medidas cautelares no cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas '

y que tiene el deber de practicar las comisiones, al igual que los alcaldes.

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto No. 1000-21/237 del

18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

,

• "Por medio del cual el Alcalde de Vi//avicencio, encarga el conocimiento y practica de los
, despachos comisorios en los cuales sea comisionado por los diferentes juzgados, a los
Inspectores de Policía y Corregidores del Municipio de Vi//avicencio'~

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo dos situaciones consolidadas, a saber: (i)
\

asumió la competencia de las comisiones tal y como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de

2012, y (ii) Delego esa función a los inspectores de policía: \,'

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte de la

Administración Municipal a través de Decreto No. 1000-21 248 de 2018, (que derogo el

anteriormente señalado) ha realizado una hermenéutica jurídica restrictíva, bajo el argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801 de 2Q16 derogo tácitamente el artículo 38 de

I~ ley '1564 de 2012, según concepto No. 2332 del 06 de septiembre de 2017 y el concepto

No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero de 2018 emanado de la sala de

consulta del Consejo de Estado, argumentos que no resisten el análisis bajo los supuestos que se

pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del consejo de estado no son vinculantes seqún lo establece el inciso

segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE ESTADO ha señalado que estos conceptos no son

vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

-. \\Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son 'dictados en ejercicio de
la función judicial y tampoco contienen la voluntad de ~aadministración o la manifestación
de alguna función administrativa; en otras palabra$, debido a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos' propiamente dichos: son la manifestación de las
opiniones técnico-jurídicas de una autoridad investida de funciones asesoras o consultivas
JI, como tal no tienen la entidad suficiente para definir o modificar una situación jurídica
concreta, as! almo tampoco la tiene para definir algún derecho subjetivo particular
(individual o colectivo)".

2 Consejo de Estado, Sala 'de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02268.
OO(AC), Sentencia deiS de febrero de 2015, C,P, JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ.
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(¡¡¡)Porque sin desconocer que la sala de consulta del consejo de estado si señalo que el
artículo 206 de la ley 1801 derogaba tádtarnente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal

i .
apreciación o hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible jurídico.
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(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto 2332 del 06 de

septiembre de 2017 precisó:

• \\Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafq 10 del artículo 206 del Código Nacional de
Policía y Convivencia derogÓ·tácita Y parci;tlmente18 el artículo 38 de la Ley 1564
de 2012, en el entendido de que eliminó la competencia de los inspectores de policía para
ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces.

y más adelante en su parte conclusiva indicó:

• "¿Con la entrada en vigencia de la Ley 1801 de 2016 y en consideración a lo establecido
en e/parágrafo primero del artículo 206 de dicha norma, se suprimió la competencia de
los inspectores (fe policía para adelantar diligencias jurisdiccionales por comisión de los
jueces?

• Sí. El parágrafo 1odel artículo 206 del cddigo Nacional de Policía y ConvivBl7cia,
al derogar tácita y parcialmente el artícqlo 38 de la Ley 1564 de 2012, eliminó la
'competencia de' los inspectores de policía para realizar diligencias jurisdiccionales por.
comisión de los jueces."

A su turno, en el .concepto No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero

de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, derogo pardal y tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de

los inspectores en las diligenci¡:¡s de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado que el

Alcalde delegue una función que es indelegable y(d) que por ende el acalde no puede delegar ni

a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función.

Veamós entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisiona el juez' sobre los
funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones que comisiona el juez a los funcionarios de policía
son de carácter jurisdiccional.

• ''2. Si son de carácter jurisdiccional, ese debe entender derogado tácitamente el inciso 30

del artículo 38 del Código General del Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 1o del
artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, en lo relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del artículo 38 del Código General del Proceso fue derogado
tácitamente por eloarágrafo JO del artí,ulo 206 del Código ~acional de Policía
y Convivencia, en lo relativo a los insoe¡:tores de policía como funcionarios de
policía.
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• . ''3. En caso de no entenderse derogado el inciso JO del artículo J8 del Código General del
Proceso, conforme lo visto en la pregunta anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan
comisionando 'a inspectores de policía para efectuar diligencias "jurisdiccionales'?"

• No se presenta el supuesto de esta pregunta.
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso JOdel artículo J8 del Código

General del Proceso" ces posible que los alcaldes puedan delegar administrativ~mente en
los inspectores de policía, las funciones' o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?" '

• ''5. ¿Pueden delegarse las diligencias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los }J1eces, a otros funcionarios? y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del
nivel directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, o, en
caso contrario, ,qué características deben tener estos?"

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los jueces a los alcaldes, no
pueden ser delegadas por estos entos inspectores de policía o én otros funcionarios.

..

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por decir lo menos, de una

hermenéutica jurídica. que con todo respeto, .no es;compartida por este operador jurídico, por to

menos por los siguientes raciocinios:

. (1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo la

entrega o secuestro en el cual no haya oposición), está realizando realmente es un acto de

ejecución de una decisión judidal y no puede por manera alguna asumir atribuciones que no les

ha dado el ordenami~nto jurídico; en otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el '

deber legal acorde a lo reglado por el numeral 10 del artículo 201 de la Carta fundamental de

prestar la colaboración para la efectividad de las providencias judiciales ( simples ejecutores),

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita precedentes jurisprudenciales de la

Corte Suprema de Justicia del año 1995 expediente 2153,e incluso de¡ sentencia de
. , '.

constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991) podría ser que la función de los
¡ " /Ó,

inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del otrora

Códíqo de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para resolver oposiciones, desatar

recursos, horizontales, y concesión de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en donde el

Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, 309 numeral 7 y 596 numeral 2 ,) .
expresam,ente prohíben cualquier tipo de actuación de orden judicial e incluso la de practica de

I ,

pruebas, que si estaba permitido en el 338 del c.P.C, luego entonces, siguiendo las voces del

guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por consiguiente no realizan funciones

jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las leyes 1801 y 1564, sino que

las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es

acompasarse.

,. r_- .\
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(2.) Porque realmente no es cierto que el peráqrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801 de

2016 hubiese derogado tácitamente el inciso tercero ~el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues

se olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del artículo 13 de la ley 1564 la

9

,
única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante derogatoria e~presa

de la ley

• "ARTÍCULO 13. OBSE~VANCIA DE NORMAS PROCESALES.Las normas
procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento,
y en ningúncasoPOdránser derogadas,modificadaso sustituidaspor los
funcionarios o oarticulares, $jIlvo· autorizaciÓn exoresa de la
ley/.(Negrillas y subrayas fuera del texto original). '

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la ley
I -

1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE,el

tantas veces memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en

concordancia con el artíCulo'S96 numeral 2° ibídem.

(2.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria

tacita, por la potísima razón de que la misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE
por el precepto del inciso primero del artículo 13 del c.G.P.

(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil Patrio, en tanto

determina que no puede desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido sea

claro.

(4.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la hipótesis. de que no

hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había que pronunciarse; en efecto, la sala de

consulta le dio prelación al mandato del parágrafo 10 de la ley 1801 de 2016 bajo el

supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de especialidad,

siendo estos dos últimos los que primaron, para arribar a la conclusión de la

derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad

del precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(5.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el artículo 201 de la

carta fundamental en la sentencia C 733 de 2000, señaló: -

"De otro lado, el artículo 201 de la CP., aunque referido al Gobierno, incorpora otro
principio que se extiende a toda la administración pública: "Prestar.a los funcionarios
judiciales, con arreglo a las leyes, los auxilios neceserios para hacer efectivas sus
providencias'.
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Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el cual prevalece sobre

normas de, menor jerarquía "(ley 1801), por expreso mandato del artículo 40 de la carta

constitucional.

r

,
De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso 30 de la ley 1564, tendríamos entonces que,

concluir que el parágrafo 1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstituCional a la
, ,

luz de los artículos 201 numeral primero, 1:13 inciso 30, y 13 Y 40 de la carta fundamental, en

consonancia con el artículo 38 inciso 30 de la lev 1564 de 2012, y por consiguiente habría que, I

inaplicarlo.

,

(6.) En consecuencia, aun en gracia 'de discusión admitiendo que la función de los

inspectores en los despachos comisorios, si es jurisdiccional, se debería inaplicar por

inconstitucional, el precepto del parágrafo 1°. del artículo 206 de la ley 1801, y con

ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar y/o delegar la

dHigencia a una autoridad de pollea, bien por vía del artículo 40 del c.G.P (por tener

las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo al parágrafo del artículo 9 de la

Ley 489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del c.G.P.

(7.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan á pensar que' si el alcalde y el inspector son

autoridades de policía ( art 198 numerales 30 y 40 de la ley 1801 de 2016), no existe

motivo medianamente valido para sostener que ,el alcalde e incluso el corregidor si

pueden ser comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la primera

autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por razones espacio- tiempo, no

podrán atener con la diligencia debida las comisiones, lo que redundará en el

desquiciamiento de la pronta y cumplida adrnínlstradón de justicia y todo ello con el

prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el conocimiento de eso

despachos, y todo a partir de una concepción equivoca y restrictiva,

(v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido desconoció estos mandatos

, legales y constitucionales y ello no le permitía a la primera autoridad municipal para despojarse o

repudiar la competencia para adelantar los despachos'comtsoríos.

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios en el momento en que realizo la delegación,

al derogar ese acto "de delegación, reasumió su competencia, y por ello n.o es de recibo que los

inspectores devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer no es otra

cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su competencia.
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(vii)EI alcalde municipal si está facultado para r1alizar las comisiones y no le es dable aducir

que existe la derogatoria del índso 30 del artículo 38, y en caso de desacatar la orden judicial, le

puede hacer incurrir en conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal(

prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de tutela, también abordo

este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya citada del 19 de diciembre de 2017, y aclaró

la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega

y secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.

(x)EI parágrafo 10 del. artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún punto de vista
I

a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones, por manera que independientemente de la

hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal V

constitucional de realizar esta clase.de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3

del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de obligatorio

cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los artículos 113 inciso 30 V 201

numeral 10 de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal, para la práctica

de la de la diligencia de SECUESTRO vIo ENTREGA quien está obligado legalmente, sin

excepción alguna, a cumplir la comisión; pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de

policía en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta providencia, 0,

en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y. con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan en

caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en caso de rehusar

o desacatar la competencia para cumplir la presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio:

+
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RESUELVE: -.

/ .
PRIMERO: DEVOLVER el Despacho comisario No. 077 de 12 de julio del 2018 allegado,

junto a sus anexos, al Alcalde Municipal de la ciudad, para la práctica la diligencia de secuestro

en los términos que fue ordenada inicialmente. Líbrese despacho comisorio con los insertos .

del caso.

SEGUNDO: ACLARAR que la diligencia no tiene carácter jurisdiccional, y que en caso de

presentarse oposición deberá darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General

del Proceso, bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la oposición

total, 'O Continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y remitiéndolas a este estrado

judicial con el fin de dar trámite a las oposiciones.

El comisionado queda facultado expresamente para sUbcomisionar y/o delegar para

el cumplimiento de la presente comisiÓn.

TERCERO. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos correspondientes dirigidos al

ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público y para lo de su cargo.

Notifíquese y cúmpla~,

._ 00 3. CMl. DELCIRCUrrO DEV1l.LAV1CENC10
J\.!ZG~

-_ .. ANOTAC't~·1
OR AUTO S¡; NOTitlCA POR .

ELANTERl ~2 D SE.P 2mS- -
EN ESTACO, HOY
\
El. SECRETARIO

.,.7,
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JX" Rama judicialW' Consejo Superior de la Ju~icatura

~ República de Colombia

DISTRIT~ JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

Expediente NO500013103003 1998 00375 00

\ Villavicencio, veíntídnco (25) de septiembre del 2018.

En atención a lo expuesto en el expediente en relación con el Despacho Comisario

órdenado dentro del mismo, se procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del

Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a los alcaldes y demás

funcionarios de policía, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de .

recepción o práctica de pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las

autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y como lo consagra el

artículo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto las sentencias C-733 de 2000. M.P.

Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con claridad meridiana lo

siguiente:

• "ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás autoridades
judiciales. Los tribunales superiores y los jueces podrán comisionar a las autoridades
judiciales de igualo de inferior categoría.

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan funciones
jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa especialidad. -

• i Cuando no se trate de recePCiÓno práctica de pruebas podrá comisionarse a los _
alcaldes. y demás funcionarios de policía, sin perjuicio del auxilio que deban
prestar, en la forma señalada en el artículo anterior.( ..J'(Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este evento, la ley 1564 de 2012, le otorgo

.a los ALCALDES, INSPECTORESe incluso CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en

aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de

entrega y practica de medidas cautelares.

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-733 del 21 de
I

junio del 2000, señaló:

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás funcionarios de policía,
como órganos aptos legalmente para obrar como comisionados de los jueces,
delimitan su función en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro lado, tratándose de la
diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que se concentran los
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cargos de inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos servidores
públicos, se contrae a ejecutar la deCisiÓnjÚdidal Previamente adoPtada.
Por este aspecto, la Corte observa que el legislador no ha desvirtuedoet principio
de colaboración entre los órganos públicos, pues ha mantenido una clara distinción
y separación entre las funciones estatales. En modo alguno, Prever y regular
legalmente el iPOyo de la administradÓn a la mecuciÓn material de una
decisiÓn judicial, significa usurpar las funciones asignadas a los jueces. (..)
/

• (..) Lo que se controvierte por el actor es que. entre los comisionados eventuales
para practicar secuestros y ejecutar órdenes de entrega de bienes, figuren los
alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto seen irrazonables o desproporcionadas.
Tomada por el juez la decisiÓn de' que un bien sea HCpestrado o
entregado, su providenda demanda ejecudÓn material,' precisamente, los
alcaldes y funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y de la
ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a la administración de
justicia, la más eficaz colaboración. (..)" (subrayado fuera de texto).

El artículo.13 del Código General del Proceso, señala de manera univoca que las normas

procesales son de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por ello mismo

que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado

precepto legal:

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.Las normas procesales
son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, yen ningún caso
podrán ser derogadas, modificadas o Su.stituidas por los funcionarios o
particulares, salvo autorizadÓn expresa de la ley." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

La ley 1801 de 2016, en su artículo 242 no derogo expresamente el artículo 38 inciso 3°

de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTÍCULO 10. DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE roucu. Son deberes
generales de las autoridades de Policía:

• Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, la5 normas contemdes en el presente,
Código, las ordenanzas, los acuerdos, _y en otras disposiciones que dicten las autoridades
competentes en materia

• 8. Colaborar con./asautoridades judiciales para la debida prestaciÓn del servicio .
de justicia. "Negrilla y subrayas fuera del texto original).

, .
Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir las leyes, y dentro

. de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y . numeral segundo y artículo

309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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,_ Ahora, en tema de funciones administratlvasi que es el que nos ocupa, encontramos el .

siguiente articulado del reciente códigó Nacional de P~licía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POUCÍA. Corresponde a las autoridades de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

I

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. LosAlcaldes Distritales o Municipales. ¡

• 4. Los inspectores dé Policía y los corregidotes.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad, ambiente, minería,

ordenamiento territorial, protección al patrimonio cultural, planear;ión, vivienda y espacio
público y las demás que determinen la ler, ías ordenanzas y los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía
y demás personal unifórmado de la Policía Nacional{ ..)." (Negrillas y subrayas fuera del
texto original).

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELALCALDE. Corresponde al alcalde:
'. 1. Dirigir Y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.

I '

• 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades
públicas, así como el cumplimiento de los' debSres de conformidad con la
Constitución, la ley y las ordena),zas. I· ( ..)

• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en la ley, las
ordenanzas y/os acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto original).

• "ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA RURALES,
URBANOS YCORREGIDORES. Les cotresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. ~s demás que le señalen la Constitución, la !ey, las ordenanzas y los
acuerdos.( ...)

• PARÁGRAFO 10. Los inspectores de Policía no ejercerán funciones ni realizarán
diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas
especiales sobre la materia.

• PARÁGRAFO20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el Alcalde
considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de 'la función de Policía en el
municipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

'a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de diriqlrv
,

coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito, cumplir con 'los deberes de

conformidad con la Constitución, la ley y las.ordenanzes, y conocer de los asuntos a él.
atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.
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Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso tercero, 309 numeral

7°, en concordancia con el artículo 596 numerar 2° ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones

que no puede repudiar ni desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo
- ,

205 le impone' unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de conocer los asuntos
I

atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones

. delegadas por los jueces de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de

práctica de pruebas, como lo es en el caso que nos' ocupa.

, , .

Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del 1rtícu lo 206 de la ley 1801 de

2016, no incluyo a-los alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por manera que

si tiene el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la

ley 1564 de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, los
inspectores de policía también tienen competencia para realizar directamente las
diligenciasdecomisión,pues el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia

de tutela del 19 de diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

'~s~ verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía, en tratándose de lo
concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes, si bien no pueden dispensar justicia
habida cuenta que carecen de jurisdicción para manifestarsé en 'tor'10 a la definición de tales
tópicos, la que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden, concurrir con su
gestión a dar efectividad a las órdenes judiciales que relativamente a aquel/as ya han sido
adoptadas; dicho de otro modo, el/os en manera alguna pueden disponer que un bien deba
ser secuestrado o entregado, en tanto que tal atribución no está dentro de la específica órbita
de su gestión pública, más en cambio son aptos para hacer cumplir aquel/as. De suyo, mal
puede confundirse que la realización material de las diligencias de entrega y/o
secuestro·porcuenta de los inspectores depolicía.sea, propiamente habiando desde
.el punto de vista legal, el arrogamiento o la trasladó" de la facultad de administrar
justicia, cuando las mismas les son comisionadas por los,operadores judiciales. No,
en modo ifjguno; ello meramente es el ejercitamiento de una función de carácter
administrativo, que propende a realizar lo que un juez de la República ¡jI efecto
dispuso mediante providencia ej~utoriada, pues su gestión se halla desproviSta de
cualesquiera injerencia resolutoria 'desde el punto de vista judicial.
(..)
I;rgo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son «comisionados» para la
prác;tica de un «secuestro~ o una «diligencia de entrega» no emprenden un laborío
distinto al de sencillamente servir de instrumentos de la ju_ci"para materializar
las Órr/enes' previamente impartidas por los fuOdonarioS ludidales Que afÍ
disponen, por lo propio deviene que Nio' ninguna ÓPtica mÍ.e prédiáuse que
están desarIPllando función o diligenciamiento de tenor judiciaL sino Que
simplemente, itérase, lo que ,llí cumpUmentan es el ejercicio de un, eminenÍ§
«función ,dministratiya», por lo que no es plausible predicar que a la luz del CjlnOn_
206 de 1, Lev J80J de,20J6 o Código Nacion,1 de Poliáa y Convivencia se h,llen
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ue en esesentí, se

En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la Ley 1801

del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de Policía se le deleguen funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligencias de la misma índole. ~n, cuanto a lo primero, en el

presente caso, este despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato

constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los previsto en el artículo 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral

20 del Código General del Proceso, la- presente comisión no está, otorgando facultades para

resolver recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada es netamente de carácter
\,

administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del guardián constitucional" el concurso que se

solicita a 105 mismos servidores públicos, se cOlJtraea ejecutar la decisión iudicial
previamenteadootada."(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 previamente citada), la cual

, -

debe cumplirse en cabal acatamiento a la ~ey, teniendo de presente que tales normas son de

orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y como lo consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden comisionar para la

realización de diligencias de entrega o práctica de medidas cautelares, los Alcaldes

Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de Policía y Convivencia no

prohíbe comisionar, por parte de los jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los INSPECTORES DE POLICIA, en las

diligencias de entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen

funciones jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley y la

jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entreqa o secuestro el alcalde o el

inspector de policía pierde competencia y deberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcaldes como los tnsoectores también tienen esa misma

competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia,
, "

quien mediante sentencia de tutela del de diciembre de 2017, Radicación No.

76111-22-13-000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció que

los INSPECTORES DE POLICIA, en las diligencias de entrega de bienes y práctica

1 Cbrte Suprema de Justicia, Sala de Casación Cívil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111~22-13-000-2017-00310-O1,
M.P, Margarita Cabello Blanco,
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de ·medidas cautelares no cumplen funciones jUrisdiccionales Sino administrativas

y que tiene el deber de practicar las comisiones, al igual que los alcaldes.

•

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto No. 1000-21/237 del

18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• "Por medio del cual el Alcalde de Vi//avicencio, encarga el conocimiento y practica de los
despachos comisorios en los cuales sea comlsionedo por los diferentes juzgados, a, los
Inspectores de,Policía y Corregidores del Municipio de Vi//avicencio'-;

Luego entonces, partir de tal calenda,. produjo dos situaciones consolídadas, a saber: (i)

asumió la competencia' de las comisiones tal y como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de

2012, y (ii) Delego esa función a los inspectores 'de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte .de la

.Administración Municipal a través de Decreto No.' 1000-21 248 de 2018, (que derogo el

anteriormente señalado) ha realizado una hermenéutica jurídica restrictiva, bajo el argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801 de 2016 derogo tácitamente el artículo 38 de

la ley 1564 de 2012,' según concepto No. 2332 del 06 de septiembre .de 2017 y el concepto
, -

No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero de 2018 emanado de la sala de

consulta del Consejo de Estado, argumentos que no resisten el análisis bajo los supuestos que se

pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del consejo de estado no son vinculantes según lo establece el inciso

segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE ESTADO ha señalado que estos conceptos no son

vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• \\Estos conceptos no son vinculantes, edemss, porque que no son dictados en ejercicio de
la función judicial y tampoco contienen la voluntad de la administración o la manifestación
de alguna tuncion administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos propiamente dichos: son la manifestación de las
opiniones tecrüco-fsndicss de una autoridad investida de funciones asesoras o consultivas
~ como tal, no tienen la entidad suficiente Para definir o_modificar una situación jurídica
concreta, así como tampoco la tiene para definir algún derecho subjetivo párticular
(individual, o colectivo) '~.

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02266-
OO(AC),Sentencia del 5 de febrero de 2015, C.P, JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ,
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(iii)Porque sin desconocer que la sala de, consrlta del consejo de estado si señalo que el

artículo'206 de la ley 1801 derogaba tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal

apreciación o hermenéutica parte de un,equívoco, pues esto es un imposible jurfdíco.

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto 2332 del 06 de

septiembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 10 del artículo 206 del Código Nacional dé!'
Policí(J y Convivencia derogÓ tácita y parci,lmentel8 el artículo 38 de la Ley 1564
de 2012, en el entendido de que elimino la competencia de los inspectores de policía para
ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces.

,

y más adelante en su parte conclusiva indicó:

• "econ la entrada en vigencia de la. Ley 1801 de 2016 y en consideración elo establecido
en el parágrafo primero del artículo 206 de dicha norma, se suprimió la competencia de
los inspectores de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales' por comisión de los
jueces?

• Sí. El parágrafo 10 del artículo 206 del Ctkfigo Nacional de Policía y Convivencia,
al derogar tácita yoarcialmente el artíCUlO38 de la Ley 1564 de 2012, eliminó la
competencia de los inspectores de policía para realizar diligencias jurisdiccionales por
comisión de los jueces."

A su turno, en el concepto No 11000 .•03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero

de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, derogo parcial y tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de

los inspectores en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado que el

Alcalde delegue una función que es tndeleqable'v (d) que por ende el acalde no puede delegar ni

a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión 'de tal' concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisiona el juez sobre los
, funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones que comisiona el juez a los funcionarios de policía
son de carácter jurisdiCcional.

• ''2.' Si son de carácter jurisdiccional, ese debe entender derogado tácitamente el inciso 30

del artículo 38 del Código General del Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 1o del
artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, en lo relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso teréero del artículo 18 del Cótfigo General del Proceso fue derogado
tácitamente Por el parágrafo 10 del artículo 206gel Código Nacional de Policía
y Convivencia, en lo relativo a los insoectQres.de ooIicía como 'funcionarios de
policía.

I

\
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• ''3. En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del artículo 38 del Código General del

Proceso, conforme lo visto en la pregunta anterior, 4sería procedente que los jueces sigan
comisionando a inspectores de policía para efectuar diligencias ''jurisdiccionales'?''

• No se Presenta el supuesto de esta pregUnta.
• "4. De llegarse a entender derogado tácltamente el inciso 3° del artículo 38 d,el Código

General del Proceso, ¿es posible que los alcaldes puedan delegar administrativamente en
los inspectores de policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• ''5. eñseden d~/egarse, las diligencias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los jueces, a otros funcionarios? y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del
nivel directivo o asesor, contorme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, o, en
caso contrario, qué características deben tener estos?"

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los jueces a los alcaldes, no
pueden ser delegadas por estos en los inspectóres de policía o en otros funcionarios.

¡,'

, Tal hermenéuti.ca jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por decir lo menos, de una

hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es compartida por este operador jurídico, por lo '

menos por los siguientes raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo la

entrega o secuestro en el cual no haya oposición), está realizando realmente es un acto de .

ejecución de una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir atribuciones. que no les

ha dado el ordenamiento jurídico; en otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el

deber legal acorde a lo reglado por el numeral 1° del artículo .201 de la Carta fundamental de

/'

. ....
prestar la colaboración para la efectívldad de las providencias judiciales ( simples ejecutores). ,

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita precedentes jurisprudenciales de la

Corte Suprema de Justicia' del año 1995 expediente 2153,e incluso de sentencia de

constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991) podría ser que la función de los
I '

inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del otrora

Código de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para resolver oposiciones, desatar

recursos, horizontales, y concesión de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en donde el

Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, 309 numeral 7 y 596 numeral 2 ,

expresamente prohíben cualquier .tipo de actuación de orden judicial e incluso la de practica de

pruebas, que si estaba permitido en el 338 del c.P.C, luego entonces, siguiendo las voces' del
, ,

guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por consiguiente no realizan funciones

jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las leyes 1801 y 1564, sino que

las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206' lo que hacen es

acompasarse,
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(2.) Porque realmente no es ciertoque el par~grafo 1° del artículo 206 de la ley 1801 de

2016 hubiese derogado tácitamente el inciso tercero ~el 'artículo 38 de la le~ 1564 de 2012, pues'
se olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del artículo 13 de la ley 1564 la

única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante derogatoria expresa

de la ley

• "ARTÍCULO J3. OBSERVANCIA I1,E NORMAS PROCESALES. Las normas
procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumpumtento,
y en'ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas,por los
funcionarios o particulares, _Ivo autorizaciÓn expresa· de', la
lev.".(Negrillas y subrayas fuera del texto original). '

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la lev
1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE,el

tantas veces memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en

concordancia con el artículo 596 numeral 20 ibídem.

(2.)' Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria

tacita, por la potísima razón de que la misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE
por el precepto del inciso primero del artículo 13 del c.G.P.

(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Códiqo Civil Patrio, en tanto

determina que no puede desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido sea

claro.

(4.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la hipótesis de que no

hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había que pronunciarse; en efecto, la sala de

consulta le dio prelación al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801 de 2016 bajo el

supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de especialidad,

siendo estos dos últimos los que primaron, para arribar a la conclusión de la

derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad

del precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(5.) Enefecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el artículo 201 de la
\

carta fundamental en la sentencia e 733 de 2000, señaló:

"De otro lado; el artículo 201 de la CP., aunque referido al Gobierno, incorpora otro
principio que se extiende a toda la administración pública: ''Prestar a los funcionarios
-judidstes, con arreglo a las leyes, los auxilios necesarios para hacer efectivas sus
providencias'.

"

'~."'~-'-
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Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el cual prevalece sobre

normas de menor jerarquía (ley 1801), por expreso mandato del artículo 40 de la carta

constitucional.

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

posible la derogatoriá tacita del artículo 38 inciso 3° de la ley 1'564, tendríamos entonces que

concluir que el paráqrato 1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a la

luz de los artículos 201 numeral' primero, 113 inciso 30, y 13 Y 40 de la carta fundamental, en

consonancia con el artículo 38 inciso 30 de la ley 1564 de 20i2, y por consiguiente habría que

inaplicarlo.

(6.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la función de los

inspectores en los despachos comisorios, si es jurisdiccional, se debería ínapllcar por

inconstitucional, el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801, y con

.ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar y/o delegar la
,

diligencia a una autoridad de polida, 'bien por vía del artículo 40 del C.G.P (por tener
1

las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo al parágrafo del artículo 9 de la, -

Ley 489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del e.G.p.

(7.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde y el inspector son

autoridades de policía ( art 198 numerales 30 y 40 de la ley 1801 de 2016), nó existe

motivo medíanarnente valido para sostener que el alcalde e incluso el corregidor si

pueden ser comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la primera

autoridad municipal tiene múltiples oblíqadones que por razones espacio- tiempo, no
\

podrán atener con la diligencia debida las comisiones, lo que redundará en el

.desquiciamiento de la pronta y cumplida administración de justicia y todo ello con el .,
prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el conocimiento de, eso

_ despachos, y todo a partir de una concepción equivoca y restrictiva,i !

(v)Así las cosas, la S~la de consulta en el concepto ya aludido desconoció estos mandatos

legales y constitucionales Vello no le permitía a la primera autoridad municipal para despojarse o

repudiar la competencia para adelantar los despachos comisorios.

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios en el momento en que realizo la delegación,. , .
alderoqar ese acto de delegación, reasumió su competencia, y pÓr ello no es de recibo que .Ios

inspectores devúelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer no es otra

. cosa que remitir la actuación a I~ autoridad que reasumió su competencia.
, '



..
11

(vii)EI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones y no le es dable aducir

que existe la derogatoria del inciso 30 del artículo 38, y en caso de desacatar la orden judicial, le

puede hacer incurrir en conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal(

prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de tutela, también abordo

este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya citada del 19 de diciembre de 2017, y aclaró

la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega

y secuestro de bienes, a' no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.

(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún punto de vista

a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones, por manera que independientemente de la

hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, 16s ALCALDES tienen el deber legal y
constitucional de realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3

del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de .obligatorio

cumplimiento {canon 13 ibídem}, en consonancia con los artículos 113 inciso 30 y 201

numeral 10 de la constitución políticá.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal, para la práctica

de la de la diligencia de SECUESTRO ylo ENTREGA quien está obligado legalmente, sin

excepción alguna, a cumplir la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de

policía en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta .providencla, o,

en su defecto, asumlendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio púbüco y con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan en

caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en caso de rehusar

o desacatar la competencia para cumplir la presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio:

+
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. RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER el Despacho comisorio No. 012 de 13 de abril del 2016 allegado,

junto a sus anexos, al Alcalde Municipal de la ciudad, para la práctica la diligencia de entrega

en los términos que fue ordenada inicialmente. Líbrese despacho comisorio con los insertos

del caso.

SEGUNDO: ACLARAR que la diligencia'no tiene carácter jurisdiccional, y que en caso de

presentarse oposición deberá darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General

del Proceso; bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la oposición

total, o continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y remitiéndolas a este estrado

judicial con el fin de dar trámite a las oposiciones.

El comisionado' queda facultado expresamente para sUbcomisionar y/o delegar para

el cumplimiento de la presente comisiÓn.

TERCERO. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos correspondientes dirigidos al. ¡ \
ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público y para lo de su cargo.

Notifiquese y cúmplase,

'•.•..... '

Jt"ZGADO 3· CMl OEL CIRCU:TO DE VJLLAVlCENCJO

El SECRE ;•..." ....;

EL ANTER1Cr1 AliT:l "':-=: l'(\ ••••!"._ ~ ""O
"'- ,." 11/ 1 •• ,,\ , .e e :1ANOTACJÓN

EN EST¡~:..\:~"HOY 2 6 SEP 2010" .----.- ..
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Expediente NO500013153003 20000008300

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

I

C En atención a lo expuesto en el expediente en relación con el Despacho Comisorio

ordenado dentro del mismo, se procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del

Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a los alcaldes y demás

funcionarios de policía, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de

recepción o práctica de pruebas, 'por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las

autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y como lo consagra el

artículo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto las sentencias C-733 de 2000. M.P.

Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con claridad meridiana lo

siguiente:

• ''ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás autoridades
judiciale_s. Los tribunales superiores y los jueces podrán comisionar a las autoridades
judiciales de igualo de inferior categoría.

/

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan funciones
jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa especialidad.

• Cuando no se trate de recePCiÓno práctiCa de pruebas podrá comisionarse a los
alcaldes y demás funcionarios de policía, sin perjuicio del auxilio que deban
.prestar, en la forma señalada en 'elartícÚlo anterior.( ..J'(Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este evento, la ley 1564 de 2012, le otorgo

a los ALCALDES, INSPECTORES e incluso CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en

aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de

entrega y practica de medidas cautelares.

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-733 del 21 de

junio del 2000, señaló:

• ''Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás funcionarios de policía,
como órganos aptos legalmente para obrar como comisionados de los jueces,
delimitan su función en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro lado, 'tratándose de la
diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que se concentran los
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cargos de inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos servidores
públicos, se contrae a ejecutar la decisiÓn jUdiaal previamente adoptada.
Por este aspecto, la Corte observa que el legislador no há desvirtuado el principio
de coeboreaon entre los órganos públicos, pues ha mantenido una clara distinción
y separación entre las funciones estatales.' En·modo alguno, prever yregu/ar
legalmente el apoVo de 1, administradÓn a la ejecuciÓn material de una
decisiÓn judicial, significa usurpar las funciones asignadas a los jueces. ( ..)

• ( ..) Lo que se controvierte por el actor es que entre los comisionados eventuales
para practicar secuestros y ejecutar órdenes de entrega de bienes, figuren los
alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto sean imuonetxes o desproporcionadas.
Tomada por el juez la decisiÓn de que un bieh sea secuestrado o
entregado, su providenaa demanda ejecudÓn material: precisamente, los
alcaldes y funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y de la
ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a la administración de
justicia, la más eficaz colaboración. (..)" (subrayado fuera de texto);

El artículo 13'del Código General del Proceso, señala de manera univoca que las normas

procesales son de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por ello mismo

que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado,

precepto legal:

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.Las normas procesales
son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, yen ningÚn caso
POdrán ser derog¡utas, modificadas o sustituidas por los funaonarios o
particulares, salvo autorizaciÓn expresa de la ley." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

La ley 1801 de 2016, en su artículo 242 no derogo expresamente el artículo 38 inciso 3°

de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTÍCULO 10. DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE' roucu. Son deberes
generales de las autoridades de PoliCía:

• Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leves, las normas contenidas en el presente
Código, las ordenanzas, los acuerdos, y en otras disposiciones que dicten las autoridades
competentes en materia

• 8. Colaborar con las autoridades judicialesoara la debida prestaciÓn dtd servicio
de justicia. "Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir las leyes, y dentro

de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y numeral, segundo y artículo

309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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Ahora, en tema de funciones administrativasf que es el que nos ocupa, encontramos el

siguiente articulado del reciente código Nacional de PÓlicía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POLICÍA. Corresponde a las autoridades de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. LosAlcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad, ambiente, miner/a,

ordenamiento territorial, protección al patrimonio cultural, planeación, vivienda y espacio
público y las demás que determinen la le", las ordenanzas y los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía
y demás personal uniformado de_la Policía Nacional (_)." (Negrillas y subrayas fuera del
texto original) ..

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELALCALDE. Corresponde al alcalde:
• 1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.
• 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades

públicas, así como el cumplimiento de los deberes de conformidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas.

• (_J-
• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en la ley, las

ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto original).

• "ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA RURALES,
URBANOS YCORREGIDORES. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las ordenanzas y los
acuerdos.( ...)

• PARÁGRAFO 10. Los inspectores de Policía no ejercerán funciones ni realizarán
diliqencias jurisdiccionales por comisión de los jueces, .de acuerdo con las normas
especiales sobre la materia. .

• PARÁGRAFO20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el Alcalde.
considere neceserto, para una rápida y cumplida prestación de la función de Policía en el
municipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de dirigir y

coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito, cumplir con los deberes de

conformidad con la Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos a él

atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.

l
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Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso tercero, 309 numeral

7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem, le otorgan al 'ALCALDE unas funciones

que no puede repudiar ni desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo

205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de conocer los asuntos

atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el ALCALDE si tiene e,ldeber de practicar comisiones

deleqadas por los jueces de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de

práctica de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.

••

Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del artículo 206 de la ley'1801 de

2016, no incluyo a los alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por manera que

si tiene el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la

ley 1564 de 2012.

~
Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de J~sticia, los

inspectores. de policía también tienen competencia para realizar directamente las

diligencias de comisión, pues el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia

de tutela del 19 de diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

.
':4s/; verbi gratia, cumple señalar. que los inspectores de policía, en tratándose de lo
concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes, si bien no pueden dispensar justicia
habida cuenta que carecen de jurisdicción para manifestarse en torno a la definición de tales
tópicos, la que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden concurrir con su
gestión a dar efectividad a las órdenes judiciales que relativamente a aquel/as ya han sido
adoptadas; dicho de otro modo, el/os en manera alguna pueden disponer que un bien' deba
ser secuestrado ,o entregado, en tanto que tal atribución no está dentro déla espec/fica órbita
de su gestión púbüce, más en cambio son aptos para hacer cumplir aquel/as. De suyo, mal
puede confundirse que la realización material de las diligencias de entrega y/o
secuestro por cuenta de los inspectores de policía sea, propiamente hablando desde
el punto de vista legal, el arrogamiento o la trasladón de la facultad de administrar
justicia, cuando las mismas les son comisionadas por los operadores judiciales. No,
en modo alguno; ello meramente es el ejercitilmiento de una función de carácter
administrativo, que propende a realizar lo que un juez de la República al efecto
dispuso mediante providencia ejecutoriada, pues su gestión se halla desprovista de
cualesquiera injerencia resolutoria desde el punto de vista judicial.
(.)
Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son «comisionados» para la
práctica de un «secuestro» o una «diligencia de entrega» no emprenden un labOrío
.distinto al de sencillamente servir de instrumentos de la justicia para materializar
las Órdenes previamente impartidas por /los funcionarios judidales 'que así
disponen, por lo prqpio deviene que ba,jo ninguna ÓPtica DUe¡le Predicarse aue
están desarrollando fundÓn o diligenciamiento de tenor judidal, sino aue
simplemente, itérase, lo QUeallí cumplimentan es el tdercido de una eminente
«funciÓn administrativa», por lo QUeno es plausible predicar que a la luz del canon
206 de la Ley 1801 de 2016 o Código Nadonal de Poliáa y Convivenda se hallen
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• imoetJidos para asumir el diligenciamiento dq las comisiones que en ese sentido se
les impongan los jueces de la República"l. .

En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la Ley 1801

del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de Policía se le deleguen funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligencias de la misma índole. En cuanto a lo primero, en el

presente caso, este despacho no está deleqando funciones jurisdiccionales, pues' por mandato

constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los previsto en el artículo 309 numeral 7°,en concordancia con el artículo 596 numeral

20 del Código General del Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para
'-

resolver recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada es netamente de carácter

administrativo, o, lo que es lo mismo seg-ún voces del guardián constitucional "el concurso que se

solicita a los mismos servidores públicos, se contrae a ejecutar la decisión judicial

previamente adoptada. "(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 previamente citada), la cual

debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente que tales normas son de

orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y como lo consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a. quienes los jueces pueden comisionar para la

realización de diligencias de entrega o práctica de medidas cautelares, los Alcaldes

Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de Polida y Convivencia no

prohíbe comisionar, por parte de los jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los INSPECTORES DE POLICIA, en las

diligencias de entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen

funciones jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley y la

jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entreqa o secuestro el alcalde o el

inspector de policía pierde competencia y deberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también tienen esa misma

competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia,

quien mediante sentencia de tutela del de diciembre de 2017, Radicación No.

76111-22-13-000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció que

los INSPECTORES DE POLICIA, en las diligencias de entrega de bienes y práctica

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111-22-13-000-2017-00310-01.
MP. Margarita Cabello Blanco. '
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de medidas cautelares no cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas

y que tiene el deber de practicar las comisiones, al igual que los alcaldes.

"

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto No. 1000-21/237 del

18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• ''Por medio del cual el Alcalde de Vi//avicencio, encarga el conocimiento y practica de (os
despachos comisorios en los cuales sea comisionado por los diferentes juzgados, a los
Inspectores de Policía y Corregidores del Municipio de Vi//avicencio'~

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo dos situaciones consolidadas, a saber: (i)

asumió la competencia de las comisiones tal y como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de

2012, y (ii) Delego esa función a los inspectores de policía:

!
No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte de la

Administración Municipal a través de Decreto No. 1000-21 248 de 2018, (que derogo el

anteriormente señalado) ha realizado una hermenéutica jurídica restrictiva, bajo el argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801 de 2016 derogo tácitamente el artículo 38 de

la ley 1564 de 2012, según concepto No. 2332 del 06 de septiembre de 2017 y el concepto

No 11000-03-0.6-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero de 2018 emanado de la sala de

consulta del Consejo de Estado, argumentos que no resisten el análisis bajo los supuestos que se

pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del consejo de estado no son vinculantes según lo establece el inciso

segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE ESTADO ha señalado que estos conceptos no son

vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• \\Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son dictados en ejercicio de
la función judicial y tampoco contienen la voluntad de la edmlrüstredon o la manifestación
de alguna función administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos propiamente dichos: son la manifestación de las
opiniones técnico-jurídicas de una autoridad investida de funciones as.esoras o consultivas
y, como tal, no tienen la entidad suficiente para definir o modificar una situación jurídica
concreta, así como tampoco la tiene para definir algún derecho subjetivo particular
(individual o colectivo)".

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02268-
OO(AC), Sentencia del 5 de febrero de 2015, C.P. JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ.
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(iii)Porque sin desconocer que la sala de consLlta del consejo de estado si señalo que el,

artículo 206 de la ley 1801 derogaba tácitame~te el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal

apreciación o hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible jurídico.

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto 2332 del 06 de

septiembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto/ es dable afirmar que el parágrafo 10 del artículo 206 del Código Nacional de
Policía y Convivencia derogó tácita y parcialmentet8 el artículo 38 de la Ley J564
de 20J2 en el entendido de que eliminó la competencia de los inspectores de policía para
ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces.

y más adelante en su parte conclusiva indicó:

• "¿Con la entrada en vigencia de la Ley 1801 de 2016 y en consideración a lo establecido
en el par~grafo primero del artículo 206 de dicha norma/ se suprimió la competencia de
los inspectores de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales por comisión de los
jueces?

• Sí. El parágrafo Jodel artículo 206 del Código Nacional de Polida yConvivencia,
al derogar tácita y parcialmente el artículo 38 de la Ley J564 de 2012/ eliminó la
competencia de los inspectores de policía para realizar diligencias jurisdiccionales por
comisión de los jueces."

A su turno, en el concepto No 11000-03:·06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero

de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, derogo parcial y tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de

los inspectores en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado que el

Alcalde delegue una función que es indelegable y (d)que por ende el acalde no puede delegar ni

a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisiona el juez sobre los
funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones que comisiona el juez a los funcionarios de policía
son de carácter jurisdiCcional.

• ''2. Si son de carácter jurisdiccional, ese debe entender derogado tácitamente el inciso 30

del artículo 38 del Código General del Proceso/ por lo dispuesto en el parágrafo 10 del
artículo 206 de la Ley 1801 de 2016/ en lo relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del artículo 38 del COOgo General del- Proceso fue derogado
tácitamente por el parágrafo J o del artículo 206 del Código Nacional de Policía
y Convivencia, en lo relativo a los inspectores de policía como funcionarios de
policía.
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• ''3=, En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del artículo 38 del Código General del
Proceso/ conforme lo visto en la pregunta anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan
comisionando a inspectores de policía para efectuar diligencias ''jurisdicciona!es'?''

• No se presenta el supuesto de esta pregunta.
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso 3° del artículo 38 del Código

General del Proceso/ ces posible que los alcaldespuedari delegar administrativamente en
los inspectores de policía/ las funciones o diligencias comisionadas por' los jueces de la
República a los primeros?"

• ''5. cñieden delegarse las diligencias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los jueces/ a otros funcionarios? y, de ser posible/ eoeoen ser funcionarios del
nivel directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489 de 199~ o, en
caso contrario/ qué características deben tener estos?" .

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los jueces a los skskies, no
pueden ser delegadas por estos en los inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por decir lo menos, dé una

hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es compartida por este operador jurídico, por lo

menos por los slquientes raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo la

entrega o secuestro en el cual no haya oposición), está realízanoo realmente es un acto de

ejecución de una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir atribuciones que no les

ha dado el ordenamiento jurídico; en otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el

deber legal acorde a lo reglado por el numeral 10 del artículo 201 de la Carta fundamental de

prestar la colaboración para la efectividad de las providencias judiciales ( simples ejecutores).

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita precedentes jurisprudenciales de la

Corte Suprema de Justicia del año 1995 expediente 2153,e incluso de sentencia de

. constitucionalidad del' 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991) podría ser que la función de los

inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que los artículos 34,338 Y 686 del otrora

Códrqo de Procedimiento CiVil, facultaban al comisionado para resolver oposiciones, desatar
. . \

recursos, horizontales, y concesión de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en .donde el

Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, 309 numeral 7 y 596 numeral 2 ,

expresamente prohíben cualquier tipo de actuación de orden judicial e incluso la de practica de

pruebas, que si estaba permitido en .el 338 del c.P.C, luego entonces, siguiendo las voces del

guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por consiguiente no realizan funciones

jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto apárente de las leyes 180~ y 1564, sino que
,

las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es,
acompasarse.
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(2.) Porque realmente no es cierto que el par~grafO 1° del artículo 206 de la ley 1801 de
I '

2016 hubiese derogado tácitamente el inciso tercero 1el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues
se olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del artículo 13 de la ley 1564 la

única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante derogatoria expresa

de la ley

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.'Las normas
procesales son de orden público y, por consiguiente/ de obligatorio cumplimiento,
y en ningún caSO podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los
funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la
ley.".(Negrillas y subrayas fuera del texto original).

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la ley

1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE,el

tantas veces memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en

concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.

(2.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria

tacita, por la potísima razón de que la misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE
por el precepto del inciso primero del artículo 13 del c.G.P.

(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil Patrio, en tanto

determina que no puedé desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido sea

claro.

(4.) En el concepto se indicó que 'no había lugar a pronunciarse en la hipótesis de que 'no

hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había que pronunciarse; en efecto, la sala de

consulta le dio prelación al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801 de 2016 bajo el

supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de especialidad,

, siendo' estos dos últimos los que primaron, para arribar a la conclusión de la

derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad

del precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(S.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el artículo 201 de la

carta fundamental en la sentencia C 733 de 2000, señaló:

"De otro lado, el artículo 201 de la CP./ aunque referido al Gobierno, incorpora otro
, í

principio que se extiende a toda la administración pública: "Prestar a los funcionarios
judiciales, con, arreglo a las leyes, los auxilios neceserios para hacer efectivas sus
providencias'. ,
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Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el cual prevalece sobre

~ormas de menor jerarquía (ley 1801), por expreso mandato del artículo 40 de la carta

constitucional.

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso 3° de la ley 1564, tendríamos entonces que

concluir que el parágrafo 1° del' articulo 206 de la ley 1801 de 20Ól, resulta inconstitucional a la

luz de los artículos 201 numeral primero, 113 Inciso 3°, y 13 Y 40 de la carta fundamental, en

consonancia con el artículo 38 inciso 3° de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que

inaplicarlo.

(6.) En consecuencia, aun en gracia de .díscuslón admitiendo que la función de los

inspectores en los despachos comisorios, si es jurisdiccional, se debería inaplicar por'

inconstitucional, el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801, y con

ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar y/o delegar la

diligencia a una autoridad de policía, bien por vía del artículo 40 del c.G.P (por tener

las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo al parágrafo del artículo 9 de, la

Ley 489 de 1998 e incluso del incisó 2 del artículo 38 del c.G.P .:

(7.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde y el inspector son

autoridades de policía ( art 198 numerales 30 y 40 de la ley 1801 de 2016), no existe

motivo medianamente valido para sostener que el alcalde e incluso el corregidor si

pueden ser comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la primera

autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por razones espacio- tiempo, no

podrán atener con la diligencia debida las comisiones, lo que redundará en el

'. desquiciamiento de la pronta y cumplida administración de justicia y todo ello con el

prurito de señalar que a los inspectores Ies está' vedado, el conocimiento de eso

despachos, y todo a partir de una concepción equivoca y restrictiva,

,
(v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido desconoció estos mandatos

legales y constitucionales y ello no le permitía a la primera autoridad municipal para despojarse o

repudiar la competencia para adelantar los despachos cornlsorios.

I

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios en el momento en que realizo la delegación,

al derogar ese acto de delegación, reasumió su competencia, y por ello no es de recibo que los

inspectores devuelvan los. mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer no es otra

cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su competencia.
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(vii)EI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones y no le es dable aducir

que existe la derogatoria del inciso 30 del artículo .38, y en caso de desacatar la orden judicial, le

puede hacer incurrir en conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal(

prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de tutela, también abordo

este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya citada del 19 de diciembre de 2017, y aclaró

i la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega

y secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.

I /

(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún punto de vista

a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones, por manera que independientemente de la'

hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y

constitucional de realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3
,

del artículo 38 del C.G.P., norma de .orden público y por consiguiente de obligatorio

cumplimiento (canon 13 ibídem}, en consonancia con los artículos 113 inciso 3° y 201

numeral 1° de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal, para la práctica

de la de la diligencia de SECUESTRO y/o ENTREGA quien está obligado legalmente, sin

excepción alquna, a cumplir la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de

policía en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta providencia, o,

en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

S~ .ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan en

caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en .caso de rehusar

o desacatar la competencia para cumplir la presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio:

+
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RESUELVE:

PRlMERO: DEVOLVER el Despacho comisario No. 094 de 22 de agosto del 2018

allegado, junto a sus anexos, al Alcalde Municipal de la ciudad, para la práct]ca la diligencia de

secuestro en los términos que fue .ordenada inicialmente. Líbrese despacho comisorio con

los insertos del caso,

SEGUNDO: ACLARAR que la diligencia no tiene carácter jurisdiccional, y que, en caso de

presentarse oposición deberá darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General

del Proceso, bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la oposición'

total, o continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y remitiéndolas a este estrado

judicial con el fin de dar trámite a las oposiciones.

El comisionado queda facultado 'expresamente para subcomisionar y/o delegar para

el cumplimiento de la presente comisiÓn.

TERCERO. Por secretaria lfbrese los oficios, con los insertos correspondientes dirigidos al

ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público y para lo de su cargo.

Notifíquese y cúmplase,

J\:ZGAOO 30 CML DEL C:IR

Ju z

2 fi SEr 2018
EL SECR •.... " .. ~. --~ff· ;,.p~=--t---_.,,---- ¡'-JJ ;¡t

..' "'1.il::



<é~" Rama [udidal
.• ' Consejo Superior (!l' la Judicatura,

~ República de Colombia .

- I
DISTRITO ¡JUDICIAL DE VILLAVICENCIO

JU*GADO TERCERO CIVIL
DEL CIRCUllO

Expediente NO500013103003 2016 00383 00

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

No se accede a la solicitud de emplazamiento formulada por la parte

demandante, comoquiera que se obtuvo la confirmación correspondiente de que el,
mensaje de datos fue recibido, de modo que se deberá enviar el aviso a la dirección

electrónica del demandado Lasso Hernández.

Notifíquese V cúmplase,

r

La an~enor providencia se notifica ~
anotación en el Estado de 2 U EP 2018

Email: ccto03vcio@ccndoj.ramajudicial.gov.co
Carrera 29 N" 3_~B - 79 Palacio de Justicia. Centro de Servicios. Torre B.

D

mailto:ccto03vcio@ccndoj.ramajudicial.gov.co
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-'q;" .. Rama JudicialConsejo Superior de la Judicatura\!,) República de Colombia

DISTRITq JUDICIAL DE,VILLAVICENCIO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

, Expediente NO500013103003 20160038300

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

En atención a lo expuesto en el expediente en relación con el Despacho Comisorio

ordenado dentro del mismo, se procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del
I

Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a los alcaldes y demás

funcionarios de policía, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de

recepción o práctica de pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las

autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y como lo consagra el

artículo p3 de la carta fundamental ( ver para el efecto las sentencias C-733 de 2000. M.P.

Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero' señala con cla~idad meridiana lo

siguiente:

• ''ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás autoridades
judiciales. Los tribunales superiores y los jueces podrán comisionar a las autoridades
judiciales de igualo de inferior categoría. '

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan, tunciones
jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa especialidad.

• Cuando no se trate de recePCiÓno práctica de pruebas podrá comisionarse a los
alcaldes y demás funcionarios de policía, sin perjuicio del auxilio que deban

l' '

prestar, en la forma señalada en el artículo anterior.(..J'(Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este evento, la ley 1564 de 2012, le otorgo

a los ALCALDES, INSPECTORES e incluso CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en

aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga 'decir, en diligencias de

entrega y practica de medidas cautelares ..

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-733 del 21 de

junio del 2000, señaló:

\

• ''Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás funcionarios de policía,
como órganos aptos legalmente para obrar como comisionados de los jueces,
delimitan su función en términos negativos. A estos funcidnarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro lado, tratándose de la
diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que se concentran los



cargos de inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos servidores •
públicos, se contrae a ejecutar la decisiÓn ¡udidal Previamente adootada.
Por este aspecto, la Corte observa que e/legislador no ha desvirtuado el principio
de colaboración entre los órganos públicos, pues ha mántenido una clara distinción

. y separación entre las funciones estatales. En modo alguno, prever y regular
legalmente el aPOyo de la adminjstrac;Pn a la fliecudÓn material de una
decisiÓn iudicial, significa usurpar las funciones asignadas a los jueces. ( ..)

• (..) Lo que se controvierte por el actor es que entre los comisionados eventuales
para practicar secuestros y ejecutar órdenes de entrega ae bienes, figuren los
alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este' aspecto sean irrazonables o desproporcionadas.
Tomada por el iuez la decisiÓn de aue un bien sea secuestrado o
entregado, su providenda demanda tdecudÓn material: precisamente, los
alcaldes y funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y de la
ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a la administración de
justicie, la más eficaz colaboración. (..)" (subrayado fuera de texto).

El artículo 13 del Código General del Proceso, señala de manera univoca que las normas

procesales son de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por ello mismo

que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado

precepto legal:

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.Las normas procesales
son de orden público y, por consiguiente, de .obligatorio cumplimiento, y en ningún caso
pOdrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o
particulares, salvo autorizadÓn expresa de. la ler." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

La ley 1801 de 2016; en su artículo 242 no derogo expresamente el artículo 38 inciso 3°

de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTÍCULO 10. DEBERES DE LAS.AUTORIDADES DE POLICÍA. Son deberes
generales de las autoridades de Poliáa:

• Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, las normas contenidas en el presente
Código, las ordenanzas, los acuerdos, y en otras disposiciones que dicten las autoridades
competentes en materia

• 8. Colaborar con las autoridades ¡udidalespara la debida prestadÓn del servicio
de justicia. "Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir las leyes, y dentro

de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y numeral segundo y artículo

309' numeral 70, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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Ahora, en tema de funciones administrativas, que es el que nos ocupa, encontramos el

siguiente articulado del reciente código Nacional de PÓlicía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POLICÍA. Corresponde a' las autoridades de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• '3. LosAlcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad, ambiente, miner/a,

ordenamiento territorial, protección al petrtmanio cultural, planeación, vivienda y espacio
público y las demás que determinen la ley, las ordenanzas v los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía
y demás personal uniformado de la Policía Nacional (..)." (Negrillas 'y subrayas fuera del
texto original).

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELALCALDE. Corresponde. al alcalde:
• 1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía eQ el municipio o distrito ..
• 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades'

públicas, así como el cumplimiento de los déberes de conformidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas.·. (..)

• 15. Conocer de los asuntOs a él atribuidos en este Código y en la ley, las
ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto original) ..

• "ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LO$ INSPECTORES DE POLICÍA RURALES,
URBANOS YCORREGIDORES. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le seña~enla Constitución, la ley, las ordenanzas y los
acuerdos.( ... )

• PARÁGRAFO 10. Los inspectores de Polic~ no ejercerán funcio'nes nI reaiizarán
diligencias iurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas
especiales sobre la materia.

• PARÁGRAFO20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el A/~alde
considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la tuncion de Policía en' el
municipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

b)' Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de dirigir y

coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito, cumplir con los deberes de

conformidad con la Constitución, la ley y las: ordenanzas, y conocer de los asuntos a él

atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.
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Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso tercero, 309 numeral .•••.
,

7°, en concordandacon elartículo 596 numeral 20 ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones

que no puede repudiar ni desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo
..

205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de; conocer los asuntos

atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el ALCALDE si tiene el deber de practicar corntslones

delegadas por los jueces de la república, en aquellos eventos en los cuales ,no se requiera de

práctica de pruebas, como lo es én el caso que nos ocupa.

Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del artículo 206 de la ley 1801 de,

2016, no incluyo a los alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por manera que

. si tieoe el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la

ley 1564 de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, los
inspectores de policía también tienen competenda para realizar directamente las
diligenciasdecomisión,pues el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia

de tutela del 19 de diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

'~sí, verbi grat/a, cumple señalar que los inspectores de policía, en tratándose de lo
concerniente con {!I «secuestro» y «entrega» de bienes, si bien no pueden dispensar justicia
habida cuenta que carecen de jurisdicción para manifestarse en torno a la definición de tales
tópicos, la que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden concurrir con su
gestión a dar efectividad a las órdenes judiciales que relativamente a a.que/las ya' han sido
adoptadas; dicho de otro modo, el/os en mánera alguna pueden disponer que" un bien deba
ser secuestrado o entregado, en tanto que tal atribución no está dentro de la específica órbita
de su gestión pública, más en cambio son aptos para hacer cumplir aquel/as. De suyo, mal
puede confundirse "que la realización material de las diligencias de entrega y/o
secuestro por cuenta de los inspl!Ctores depolicía sea,propiamente hablan,dodesde
el punto de vista legal, el arrogamiento o la trasladón de la facultad de administrar
justicia, cuando'las mismas les son comisionadas por los operadores judiciales. No,
en modo alguno; ello meramente_es el ejercitamiento de una función de carácter
administrativo, que propende a reali~ar lo que un juez de la República al efecto
dispuso mediante providencia ejecutoriada, pues su gestión se halla desprovista de
cualesquiera injerencia re~/utori~ desde el punto de vista judicial.
(..) .

Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son «Comisionat!o~» para la
práctica de un «secuestro» o una «diligencia de entrega» no emPrenden un laborío
distintg al de seocíllamen. servir de instrumentos de la justida INI.,ramaterializar
las órdenes previamente Imoartidas por los" funcionarios judidales que asl
disponen, por lo proPiO deviene que Njo ninguna ÓPtica pu«le Prediglrse que
están desarrollando fundón o diUgenciamiento de tenor judicjal; sino que
simplemente, itérase, lo que allí cumpUmentan es el ejercicio de una eminente
"«fqndón administrativa», por lo Queno es plausible predicar que a la luz del canon
206 de la Ley ~80J de 20J6 o Códigtl Nadonal de PoliÓa y ConvivenCia se hallen
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_" ,

ue en ese senti

i
En ese orden, se tiene que el precepto del pairágrafo 1° del artículo 206 de la Ley 1801

del 2016; lo que prohíbe realmente es que al Inspector de Policía se le deleguen funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligencias de la misma índole. En cuanto a lo primero, en el

presente caso, este despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato

constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los previsto en el artículo 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral, .

20 del Código General del Proceso, la presente -comisión no está otorgando facultades para
, .

resolver recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada es netamente 'de carácter

administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del guardián constitucional "e! concurso que se

solicita a los mismos servidores públicos, se cO(1trae a ejecutar la decisiÓn iudicial

pre'viamenteadootada."(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 previamente citada), la cual

debe cumplirse en cabal acatamiento 'a la LeX, teniendo de presente que tales normas son de

orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y como lo consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden comisionar' para la

realización de diligencias de entrega o práctica de medidas cautelares, los Alcaldes

Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo' del artículo 206 del nuevo Código Nacional de Policía y Convivencia no

prohíbe comisionar, por parte de los jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los INSPECTORESDE POLICIA, en las

diligencias de entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen

funciones jurisdiccionales sino adminIstrativas, de conformidad con la ley y la

jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro el alcalde o e'l

inspector de policía pierde competencia- y deberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también tienen esa misma

competencia: y,
vi) 'Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la.Corte Suprema de Justicia,

quien mediante sentencia de tutela del de diciembre de 2017, Radicación No.

76111-22-13-000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció que

los INSPECTORESDE POLICIA, en las diligencias de entrega de bienes y práctica

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n.o 16111-22-13-000-2017-00310-01,
M.P. Margarita Cabello Blanco.
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de medidas cautelares no cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas •••

y que tiene el deber de practicar las comisiones, al igual que los alcaldes.

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto No. 1000-21/237 del

18 de julio 'de 2017, en los siguientes términos:

• ¡"Pormedio del cual el Alcalde de Vi//avicencio, encarga el conocimiento y practica de los
despachos comisarios en los cuetes sea comisionado por los diferentes juzgados, a los .
Inspectoresde Policía y Corregidores delMunicipio de Vil/avicehcio'~

t.ueqo entonces, partir de tal calenda, produjo dos situaciones consolidadas, a 'saber: ' (i)

asumió la competencia dé las comisiones tal y como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de .

2012, Y (H) Delego esa función a los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte de la

Administración Municipal a través de Decreto No.. 1000-21 248 de 2018, (que derogo el. ,

I

anteriormente señalado) ha realizado una hermenéutíca jurídica restrictiva, bajo el argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801 de 2016 derogo tácitamente el artículo 38 de

la ley 1564 de 2012, según concepto No. 2332 del 06 de septiembre de 2017 y el concepto

No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero de 2018 emanado de la sala de '

consulta del Consejo de Estado, argumentos que no resisten el análiSis bajo los supuestos que se

pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del consejo de estado no son vinculantes según lo establece el inciso

segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO, DE ESTADO ha señalado que estos conceptos no son

vinculantes, veamos una de esas determínacíones:
)

• "Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son dictados en ejercicid de
la función judicial y tampoco contienen la voluntad de la administracióno la manifestación
de alguna función administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciiJles ni actos administrativos propiamente dichos: son la manifestación de las
opiniones técnico-jurídicas de una autoridad investida de funciones asesoras o consultivas
y, como tal, no tienen la entic(ad suficiente para definir o modificar una situación jurídica
concreta, as! como tampoco la tiene para definir algún' derecho subjetivo particular'
(individual o colectivo )'~.

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02268-
OO(AC), Sentencia deiS de febrero de 2015, C.P, JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ.
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(iii)Porque sin desconocer que la sala de consulta del consejo de estado si señalo qué el
artículo 206 de la ley 1801 derogaba tácítamerjte el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal

apreciación o hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible jurídico.

(iv)En efecto, la sala de consulta eh la ratio deciden di, del concepto 2332 del 06 de

septiembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 1o del artículo 206 del Código Nacional de
Policía y Convivencia derogÓ tácita y parcialmentetS el artículo 38 de la Ley 1564
de 2012 en el entendido de que eliminó la competencia de los inspectores de policía para
ejercer funciones o realiza_rdiligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces.

y mas adelante en su parte conclusiva indicó:

• "¿Con la entrada en vigencia de la Ley 1801 de 2016 y en consideraciÓn a lo establecido
en el parágrafo primero del artículo 206 de dicha 'norma, se suprimió la competencia de
los inspectores de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales por comisión de los
jueces?

• Sí. E/parágrafo 1tidel artículo 206 del có¡JigoNacional de Policía y Convivencia,¡

al derogar tácita r parcialmente el artícqlo 38 de la Ley 1564 de 2012, eliminó la
competencia de los inspectores de policía ppra realizar diligencias júrisdiccioneles por
comisión de los jueces."

, '

A su turno, en el .concepto No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero

de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el paráqrato 10 del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, derogo parcial y tacita mente el artículo 38 de I~ ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de

los inspectores en las diligencias de comlslón son jurisdiccionales; (c)que esta vedado que el

Alcalde delegue una función que es indelegable y (d) que por ende el acalde no puede delegar ni

a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o tunciones que comisiona el juez sobre los
funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional o son 'de carácter administrativo?"

• Las diligendas o fundones que' comisiona el iuez a los funcionarios de policía
son 'de carácter jurisdiccional.

• ''2. Si son de carácter jurisdiccional, ese debe entender derogado tácitamente el inciso 30

del artículo 38 del Código General del Proceso, por lo dispuesto en el párágrafo 10 del
artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, en lo relativo a los inspectores de.poücie como
funcionarios de policía?" ,

• El indso tercero del artículo 38 del Cótfigo General del Proceso fue derogado
tácitamente por el parágrafo 10 del artículo 206 del Código Nacional de Policía
y Convivencia, en lo relativo a los inBJ6,CfOresde policía como funcionarios de
'policía.
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• ''3».En caso de no entenderse derpgado el inciso 3° del artículo 38 del Código Genera/del
Proceso, conforme lo visto en la pregunta anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan
comisionando a inspectores de policía para efectuar diligencias "júttsdiaiooeles"?"

• No se presenta e/supuesto de esta pregunfíl.
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso 3° del artículo 38 del Código

General del Proceso, ces posible que los alcaldes puedan delegar administrativamente en
los inspectores de policía, /as funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• ''5. ¿Pueden delegarse las diligencias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los jueces, a otros funcionarios? y, de ser posible, ¿/)ebf!n ser funcionarios del
nivel directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489·de 1998, o, en
caso contrario, qué características deben tener estos?"

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los jueces a los alcaldes, no
pueden ser delegadas por estos en los inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por decir lo menos, de una

hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es compartida por este operador jurídico, por lo

menos por los siguientes radodnios: '

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo la

entrega o secuestro eh el cual no haya oposíctón); está realizando realmente es' un acto de

ejecución de una decisión Judicial y no puede por manera alguna asumir atribuciones que no les

ha dado el ordenamiento juridlco: en 'otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el

deber legal acorde a lo reglado por el numeral lO del artíc;ulo 201 de la Carta fundamental de

prestar la colaboración para la efectividad de fas providencias judiciales ( simples ejecutores).
, - ,

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita precedentes jurisprudenciales de la

I Corte Suprema de Justicia del año, 1995 expediente 2153,e incluso, de sentencia de

constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991) podría ser que la función de los

inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del otrora

Código de Procedimiento Civil, .facultaban al comisionado para resolver oposiciones, desatar

recursos, horizontales, y.conceslón de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en donde el

Código 'General del Proceso, en ,sus artículos...38 inciso 3, 309 numeral 7 y 596 numeral 2 ,

expresamente prohíben cualquier tipo de actuación de orden judicial e incluso la de practica de

pruebas, que si estaba permitido en el 338 del c.P.C, luego entonces, siguiendo las voces del

guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por consiguiente no realizan funciones

jurisdiccionales. '

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las leyes 1801y 1564, sino que

las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es

acompasarse.
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(2.) Porque realmente no es'cierto que el paJgrafo 1° del artículo 206de I~ ley 1801 de

2016 hubiese derogado tácitamente el inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues

se olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del artículo 13 de la ley 1564 la

única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante derogatoria expresa

de la ley

• "ARTÍCULO J3. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas
procesales son de orden público y, por consiguiente, de.obligatorio cumplimiento,
y en ningún caso POdrán ser derogf!das, modificadas osustituidas por los
funcionarios o particulares, !ijJlvo autorizaciÓn expresa de la
ley.".(Negrillas y subrayas fuera del texto original).

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la ley

1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE,el

tantas veces memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en

concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.

(2.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria

tacita, por la potísima razón de que la misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE
por el precepto del inciso primero del artículo 13 del c.G.P.

(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil Patrio, en tanto

determina que no puede desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido sea

claro. /

(4.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la hipótesis de que no

hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había que pronunciarse; en efecto, la sala de

consulta le dio prelación al mandato del parágrafo 10 de la ley 1801 de 2016 bajo el
"-

supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de especialidad,

siendo estos dos últimos los que primaron, para arribar a la conclusión de la

derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el. análisis de constitucionalidad

del, precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(5.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el artículo 201 de la

carta fundamental en la sentencia C 733 'de 2000, señaló:

"De otro lado, el artículo 201 de la CP., aunque referido al Gobierno, incorpora otro
principio que se extiende a toda la administración pública: ''Prestar a los funcionarios
judiciales, con arreglo a las leyes, los auxilios necesarios para hacer efectivas sus
providencias'.
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Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el cual prevalece sobre

normas de menor jerarquía (ley 1801), por expreso mandato del artículo 4° de la carta

constitucional.

..

I

1,

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso 3° de la ley 1564, tendríamos entonces que

concluir que el parágrafo 10 del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a la

luz de los artículos 2.01 numeral primero, 113 inciso 3°, y 13 Y 4° de la carta fundamental, en

consonancia con el artículo 38 inciso 30 de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que

inaplicarlo.

(6.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la función de ros

inspectores en los despachos comisorios, si es jurisdiccional, se debería' inapllcar por

inconstitucional, el precepto del parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801, y con

ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar y/o delegar la

diligencia a una autoridad de polkla, bien por vía del artículo 40 del c.G.P (por tener

las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo al parágrafo del artículo 9 de la
, ¡

Ley 489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del c.G.P.

(7.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde y el inspector son

autoridades de policía ( art 198 numerales 30 y 4° de la ley 1801 de 2016), no extste.
motivo medianamente valido para sostener que el a1calde e incluso el corregidor, si

pueden ser comisionado, en tanto que el inspector 'no, y tanto más, si la primera

autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por razones espacio- tiempo, no

podrán atener con la diligencia debida las comisiones, lo que redundará en el

desquiciamiento de la pronta' y cumplida admínístractén de justicia y todo ello con el
I

prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el conocimiento de eso

despachos, y todo a partir de una concepción equivoca y restrictiva,

(v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido desconoció estos mandatos

legales y constítudonaíes y ello no le permitía a la primera autoridad municipal para despojarse o

repudiar la competencia para adelantar los despachos comisorios.

(yi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente I había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios en el momento en que realizo la delegación,

al derogar ese acto de delegación,' reasumió su éompetencia, y por ello no es de recibo que los

inspectores devu~l~an los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer no es otra'

cosa.que remitir I,aactuación a la autoridad que reasumió su competencia.
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I

•• (vii)EI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones y no le es dable aducir
. I

que existe la derogatoria del inciso 30 del artículo 38, !y en caso de desacatar la orden judicial, le

puede hacer incurrir en conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal( ,

prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judicial).
)

\

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de tutela, también abordo

este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya citada del 19 de diciembre de 2017, y aclaró

la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega

y secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurtsdíccíonales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.

(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún punto de vista

a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones; por manera que independientemente de la

hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, los ALCALDES tienen el deber ,legal V

constitucional de realizar esta clase de.diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3
del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de obligatorio

cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los artículos 1\13mclso 30 V 201

numeral 10 de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal, para la práctica

de la de la diligencia de SECUESTRO vIo ENT~EGA quien está obligado legalmente, sin

excepción alguna, a cumplir la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de

policía en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta providencia, o,

en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan en

caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en caso de rehusar

o desacatar la competencia para cumplir la presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Cívil del Circuito de Villavicencio:

+



12

RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER el Despacho comisario No. 076 de 12 de julio del 2018 allegado,

junto a sus anexos, al Alcalde Municipal de la ciudad, para la práctica la diligencia de secuestro

en los términos que fue ordenada inicialmen1e. Líbrese despacho comisorio con los insertos

del caso.

SEGUNDO: ACLARAR que la diligencia no tiene carácter jurisdiccional, y que en caso de

presentarse oposición deberá darsecumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General

del Proceso, bien será remitiendo las diligenCias é;l1 comitente tan pronto se presente la oposición

total, o continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y remitiéndolas a este estrado

judicial con el fin de dar trámite a las oposiciones.

El comisionado queda facultado expresamente para subcomisionar v lo delegar paraz

el cumplimiento de la Presente comisiÓn.

TERCERO. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos correspondientes dirigidos al

ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público y para lo de su cargo.

Notifíquese y cúmplase,

, 01= vn.LAV1CENCiO
':;'t."%GAOO3· CML DELc,~CUiTO - ,

_ •..•. , "'APORANOTAClén
ELANTERIORAUTos~t,ol.íl~ SE? 2U1~
EN EST¡..DO. HOY -

EL SECRETARiO -
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_~... Rama judicial /
'. - Consejo Superior de la Judic~~ura

~ República de Colombia

I

I
DISTRITQ JUDICIAL DE VILLAVICENCIO

JUZGADO TERCERO CIVIL
DEL CIRCUITO

Expediente NO 500013103003 2015 00563 00

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

En atención a lo expuesto en el .expediente en relación con el Despacho Comisario

ordenado dentro del mismo, se procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del

Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a los alcaldes y demás

funcionarios de policía, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de

recepción o práctica de pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las

autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y como lo consagra el

artículo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto las sentencias C-733 de 2000. M.P.

Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con claridad meridiana lo

siguiente:

• ''ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás autoridades
judiciales. Los tribunales superiores y los jueces podrán comisionar a las autoridades
judiciales de igualo de inferior categoría.

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan funciones
Jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa-especialidad.

• Cuando no se trate de recepción o práctica de pruebas podrá comisionarse a los
alcaldes y demás funcionarios de POlic@, sin perjuiciO del auxilio que deban
prestar, en la forma señalada en el artículo anterior.(.'/'(Newilla y subrayas fuera
del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este evento, la ley 1564 de 2012, le otorgo

a los ALCALDES, INSPECTORES e incluso CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en

aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de

entrega y practica de medidas cautelares.

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-733 del 21 de

junio del 2000, señaló:

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás funcionarios de policía,
como órganos aptos legalmente para obrar como comisionedos de los jueces,
delimitan su función en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro lado, tratándose de la
diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que se concentran los
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cargos de inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos servidores
públicos, se contrae a ejecutar la decisiÓn judidal previamente adoptada.
Por este aspecto, la Corte observa que el legislador no ha desvirtuado el principio
de colaboración entre los órganos públicos, pues na mantenido una clara distinción
y separación entre las funciones estatales. En modo alguno, prever y regular
legalmente el aooYo de la at/minjstradÓn a la ejecuciÓn material de una
decisiÓn iudidal significa usurpar las funciones asignadas a los jueces. (..)

• ( ..) Lo que se controvierte por el actor es que entre los comisionados eventuales
para practicar secuestros y ejecutar órdenes de entrega de bienes, figuren los
alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o desproporcionadas.
Tomada por el iuez la depsiÓn de que un bien sea secuestrado o
entregado, su providenda demanda ejecudÓn material; precisamente, los
alcaldes y tuncionsrtos de policía, dentro del marco de la Constitución y de la
ley, son los servidores púbücos que pueden prestarle a la administración de
justicia, la más eficaz colaboración. ( ..)" (subrayado fuera de texto).

El artículo 13 del Código General del Proceso, señala de manera univoca que las normas

procesales son de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por ello mismo

que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado

precepto legal:

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.Las normas procesales
son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso
podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o
particulares, salvo autorizaciÓn expresa de la ler." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

La ley 1801 de 2016, en su artículo 242 no derogo expresamente el artículo 38 inciso 3°

de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016, establece:

• "ARTÍCULO 10. DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE roucu. Son deberes
generales de las autoridades de Policía:

• Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes. las normas contenidas en el presente
Código, las ordenanzas, los acuerdos., y en otras disposiciones que dicten las autoridades
competentes en materia

• 8. Colaborar con las autoridades judicialesoara la debida prestadÓn delserVicio
de justicia. "Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir las leyes, y dentro

de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y numeral segundo y artículo

309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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Ahora, en tema de funciones administrativas I que es el que nos ocupa; encontramos el.
siguiente articulado del reciente código Nacional de p¡licía -Ley 1801 de 2016.

I
I

3

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POI.ICjA. Corresponde a las eutoridedes de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivenc(a ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. Los Alcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policíí1y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en selud, seguridad, ambiente, minería,

ordenamiento territorial, protección al patrimonio cultural, planeación, vivienda y' espacio
público y las demás que determinen la le'{<las ordenanzás y los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía
y demás personal uniformado de la Policía Nacional (,)." (Negrillas y subrayas fuera del
texto original).

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELAL~LDE. Corresponde al alcalde:
• 1. Dirigir y coordinar las au~rldadesde Policía en el municipio o distrito.
• 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades

públicas, así como el cumplimiento de los deberes de conformidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas.· (..) .

• 15. Conocer de los asuntos a él atribllidos en' este Código y en la ley, las
- ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto' original).

• "ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LO$.INSPECTORES ~ POLICÍA RURALES,
URBANOS YCORREGIDORES. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las ordenanzas y los
acuerdos.( ...)

• PARÁG~FO '10. Los inspectores de Polida no ejercerán funciones ni realizarán
diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas
especiales sobre la materia. .

• PARÁGRAFO 20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el Alcalde '
considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la función de Policía en el
munkipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:'

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de pollcia de un municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de dirigir y

coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito, cumplir con los deberes de

conformidad con la Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos a él

atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.
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Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso tercero, 309 numeral

7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 20 ibídem, le.otorgan al ALCALDE unas funciones

,que no puede repudiar ni descono,cer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artkulo

205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de conocer los asuntos

atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el ALCALDE sf tiene el deber de practicar comisiones

delegadas por los jueces de la república, en aquellos eventos en los cuales no' se requiera 'de
, /'

práctica de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.

Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, no incluyo a los alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por manera que·

si tiene el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 3B de la

ley 1564 de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema' de ,Justicia, los

inspectores de policía también tienen competencia para reaUzar directamente las
, I

diligencias de comisión, pues el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia'

de tutela del 19 de diciembre de 2017, estableció lo sjguiente:

':4s/; verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía, en' tratándose de lo
concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes, si bien no pueden dispensar justicia
habida cuenta que carecen de jurisdicción para manifestarse en torno a la definición de tales
tópicos, la que recae' en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden concurrir con su
gestión a dar efectividad a las ordenes judiciajes que relativ~mente a aquel/as ya han sido
adoptadas; dicho de otro modo, el/os en manera alguna pueden disponer que un bien deba
ser secuestrado o entregado, en tanto que tal atribución no está dentro de la específica órbita

I .

de su gestión pública, más en, cambio son aptos para hacer cumplir aquel/as. De suyo, mal
puede ~onfundirse que la realización- material de -las diligencias de entreg;J y/o
secuestro por cuenta de los inspectores depolicía sea,propiamente hablando desdf/
.e/puntó de vista legal, el arrogamiento o la 'traslación de la f,cultad de administrar
justicia, cuando las mismas'le$ son comisionadas por los operadores judiciale_s. No,
en modo alguno; ello meramente es el ejercitamiento dé una función de carácter
administrativo, que propende a realizar lo que un juez de la República al efecto
dispuso mediante providencia ejecutoriada, pues su gestión se halla desprovista de
cualesquiera injerencia resolutori~ desde e/punto d_evista judicial
(..)
Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son «comisionados» para la
práctica de un «secuestro» ouna «diligencia de entrega» no emprenden un laborío
distinto al dll: sencillamente servir de 'instrumentos de la iusticia Dara materializar,
las órdenes previamente impartidas por los funcionarios judiaales que así
dispone'!, por /o p(DDio deviene que Njo ninguna óRtica puede Prect;caTSeque
están, desarrollando función o diligenciamiento de tenor judicial,' sino que
simplemente, itéra$§, lo que alU cumplimeQtao es el ejercicio de una "eminente
'«función administrativa», por lo que no es plausible p(1ldicar que a " luz del canon
206 de la Ley 1.801.de 201.6 o Código Nacional (fePolióa y Convivencia se'hallen

, .
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im ue en' ese sentido se
les impongan los jueces de la RePÚblica"l.

En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo ~° del artículo 206 de la Ley 1801

del 2016, lo que prohíbe realmente es 'que al Inspector de Policía se le deleguen funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligenCias de la misma índole. En cuanto a lo primero, en el.

presente caso, este despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato

constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los previsto en el artículo 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral

20 ,del Código General del Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para

resolver recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada es netamente de carácter
, ~

administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del guardián constitucional "el concurso que se

solicita a los mismos servidores públicos, se contrae a gjecutar la decisión judicial

pfeviamenteadoptada."(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 previamente citada), la cual

debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente que tales normas son de

orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y como lo consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden comisionar para la

realización de diligencias de entrega o práctica de medidas cautelares, los Alcaldes

Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de Policía y Convivencia no

prohíbe comisionar, por parte de los jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los INSPECTORES DE POLICIA, en las

diligencias de entrega de bienes y practica de medidas cautelares no cumplen

funciones jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley y la

, jurisprudencia previamente mencionada:

iv) en el, evento en que exista oposición a la entrega o secuestro el alcalde o el

inspector de policía pierde competencia y deberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

vI En todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también tienen esa misma

competencia; y,
vi) Existe un precedente de la SaJade Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia,

quien mediante sentencia de, tutela del de diciembre de 2017, Radicación No.

76111-22:-13-000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció que

los, INSPECTORES DE POLICIA, en' las diligencias de entrega de bienes y práctica

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n.o 76111-22-13-000-2017-00310-01,
MP Margarita Cabello Blanco,
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de medidas cautelares no cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas

y qué tiene el deber de practicar las comisiones, al ¡gúál que los alcaldes.

Ahora bien, el alcalde múnicipal de Villavicencio,' expidió el Decreto No. 1000-21/237 del

18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• 'Por medio del cual el Alcalde de Villavicencio, encarga el conocimiento y practica de los
despachos comisorios en tos cuales sea comisionado por los diferentes juzgados, a los
Inspectores de Policía y Corregidores del Municipio de Villavicencio". .

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo dos situaciones consolidadas, a saber: (i)

asumió la competencía de las comisiones tal y como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de

2012, y (ii) Delego esa función a los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte de la

Administración Municipal a través de Decreto No. 1000-21 248 de 2018, (que derogo el

anteriormente señalado) ha ,realizado una hermenéutíca jurídica restrictiva, bajo el argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley l801 de 2016 derogo tácitamente el artículo 38 de .

la ley 1564 de 2012, según concepto No. 2332 del 06 de septiembre de 2017 y el concepto

No 11000-03-:06-000-2017-00197-00(236~) del 13 de febrero de 2018 emanado de la sala de .~

consulta del Consejo de Estado, argumentos que no resisten el análisis bajo los supuestos que se

pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del consejo de estado no son vinculantes según lo establece el inciso

segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE ESTADO ha señalado que estos conceptos no son

.vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• "Estos conceptos. no son vinculantes, además, porque que no son dktsdos en ejercicio de
la tuncion judicial y tampoco contienen la voluntadde la admini~tración o la ma__nifestación
de alguna función administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciales ni aetos administrativos propiamente dichos: son la manifestación de las
.optmones técnicojurídicas de una autoridad investida de funciones asesoras o consultivas
JI, como tal, no tienen la entidad suficiente para definir o modificar una situeoon jurídica .
concreta, aS!' como tampoco la tiene para definir algún derecno subjetivo particular
(individual o colectivo) ". .

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sécción Cuarta, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02268-
OO(AC), Sentencia deiS de febrero de 2015, C.P. JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ.
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(iii),PO.rque sin desconocer que la sala ,de conJlta del ~onsejo de estadosi señalo que el.
artículo 206 de la ley 1801 derogaba tacitame~e el artículo 38 de la ley 1564 de 2012,tal

,
apreciación o hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible jurídico.

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto 2332 del 06 dE!

septiembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 1o del artículo 206 del Código Nacional de
Policía y Convivencia derogÓ tácita y Darcia/mente18 el artículo 38 de la Ley 1564
de 2012, en el entendido de que eliminp la competencia de los inspectores de polida para
ejercer tuncioneso realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces.

y más adelante en su parte conclusiva indicó:

• " ¿Con la entrada en vigencia de la Ley 1801 de 2016 y en consideración a lo establecido
en' el parágrafo primero del artículo 206 de dicha norma, se suprimió la competencia de
los inspectores de policía para adelantar dilig~ncias jurisdiccionales por comisión de los
jueces?

• $El parágrafo i.o del artículo 206 del Cót!igo Nacional de Policía y Convivencia,
al derogar tácita y parcialmente el artícU(o 38 de la Ley 1564de 2012, eliminó la
competencia de los inspectores de policía para realizar diligencias jarisdtccionetes por
comisión de los jueces."

A su turno, en el concepto No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero

de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, derogo parcial y tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b )que las funciones dé

los inspectores en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado que el

Alcalde delegue una función que es indelegable y (d) Que por ende el acalde no puede delegar ni

a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ''''1. ¿Se debe entender que las diligencias. o lunciqnes que comisiona el juez sobre los
funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones que comisiona el juez a los funcionários de policía
son de carácter iurisdiccional.

• ''2. Si son de carácter jurisdiccional, ese debe entender derogado tácitamente el inciso 30

del artículo 38 del Código General del. Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 10 del'
artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, ·.en lo relativo a los inspectores de policía como.
funcionarios de potide?"

• El inciso tercero del artículo 38 deI-Código Genera/del Proceso fue derogado
tácitámente por eloarágrafo 10 del artículo 206 del Código Nacional de Policía
y Convivencia, en lo relativo a los insoeCJores de policía como funcionarios de
policía.



8 ,
• ''3. En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del artículo 38 del Código General del

Proceso, conforme lo visto en la pregunta anterior, ¿sería procederite que los jueces sigan
r comisionando a inspectores de policía pa[a efectuar diligencias ''jurisdiccionales'?''

• No se presenta el supuesto de esta pregunta. -
• "4; De Ilegars.e a entender derogado tácitamente, el inciso 3° del artículo 38 del Código

General del Proceso, ces posible que los alcaldes puedan delegar administrativamente en
los inspectores de policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• ''5. ¿Pueden delegarse las diligencias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los jueces, a otros funcionarios? y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del
nivel directivo o asesor, conforme lo previsto ,en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, o, en
caso contrario, qué características deben tenerestos?"

• I Las funciones o diligencias jurisdicCionales comisionadas por los jueces a los alcaldes, no
pueden ser delegadas por estos en los inspectores de policía o en otros funcionarios.
I '

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o 'por decir lo menos, de una

hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es compartida por este operador jurídico, por lo

menos por los si9uientes raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo la

entrega o secuestro, en el cual no haya oposición), está realizando realmente es un acto de
, '

ejecución de una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir atríbudones que no les

ha dado el ordenamiento jurídico; en otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el

deber legal acorde a lo reglado por el numeral 10 del artículo 201' de la Carta fundamental de

prestar la colaboración' para la efectividad de las providencias judiciales ( simples ejecutores).

Es de advertir, que cuando el órgano deconsulta cita precedentes jurisprudenciales de la

Corte Suprema de Justicia del año 1995 expediente 2153,e índuso de sentencia de

constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991) podría ser que la función de los

inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del otrora

Código de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para resolver oposiciones, desatar

recursos, horizontales, y concesión de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en donde el

Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, -309 numeral 7 y 596 numeral 2 , '

expresamente prohíben cualquier tipo de actuación de orden judicial e ineluso la de practica de

pruebas, que si estaba permitido en el 338 del c.P.C, luego entonces, s~uiendo las voces del

guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por consiguiente no realizan funciones

jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las leyes)801 y 1564, sino que

las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y parágrafo 1 del artícufo 206' lo que hacen es

acompasarse.
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(2.) Porque realmente no es cierto que el parálrafo 1° del artículo 206 de la' ley 1801 de

2016 hubiese derogado tácitamente el inciso tercero ~:I artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues
I

se olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del artículo 13 de la ley 15641á
única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante derogatoria expresa

de la ley

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas
procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento,
y en ningÚncasopodránser derogadas,modificadasosustituidaspor los
funcionarillcs o particulares, .'vo autorizaciÓn expresa de la
lev.".(Negrillas y subrayas fuera del texto original).

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la ley

1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE,el
,

tantas veces memorado artículo 38 lndso tercero y artículo 309'numeral 7°, en

concordancia con e1artículo 596 numeral ~o ibídem.

(2.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria

tacita, por la potísima razón de que la misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE. '

por el precepto del inciso primero del artículo 13 del c.G.P.

(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil Patrio, en tanto

'determina que no puede desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido sea

claro.

(4.) En el concepto se. indicó que no había lugar a pronunciarse, en la hipótesis de que no

hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había que pronunciarse: en efecto, la sala de

cónsulta le dio prelación al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801 de 2016 bajo el

supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de especialidad,

siendo estos dos últimos los que primaron, para arribar a la conclusión de la

derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad

del precepto normativo del parágrafo 1° de ía ley 1801.

(5.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el artículo 201 de la

carta fundamental en la sentencia C 733 de 2000, señaló:

"De otroledo, el artículo 201 de la CP., all(1que referido al Gobierno, incorpora otro
principio que se extiende a toda la sdrnlrüstredon pública: "Prestar a tos funcionarios
judiciales, con arreglo a las -¡eyes, 'los auxilios necesarios' para hacer efectivas sus
providencias'.



Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el cual prevalece sobre

normas de menor jerarquía (ley 1801), por expreso mandato del artículo 4° de la carta

constitucional.

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso 3° de la ley 1564, 'tendríamos entonces que
: I

concluir que el parágrafo 1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a la

. luz de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 3°, y'13 Y 4° de la carta fundamental, en

consonancia con el artículo 38 inciso 30 de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que

inaplicarlo.

(6.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la función de los

inspectores en los despachos comisarios, si es jurisdiccional, se debería inaplicar por

inconstitucional, el precepto del parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801, y con

ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar y/o delegar la

diligencia a una autoridad de policía, bien por vía del artículo 40 del c.G.P (por tener
, ,

las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo' al parágrafo del artículo 9 de la

Ley 489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 'del e.G.p.

(7.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde y el inspector son
, i

autoridades de policía ( art 198 numerales 30 y 40 de la ley 1801 de 2016), no existe

motivo medianamente valido para sostener que el alcalde e incluso el corregidor si. '
pueden ser comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la primera

o'· autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por razones espacio- tiempo, no

podrán atener con la diligencia debida· las comisiones, lo que redundará en el

'desquiciamiento'de la pronta y cumplida administración de justicia y todo ello con el

prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el conocimiento de eso

despachos, y todo a partir de una "Concepción equivoca y restrictiva,

(v)Así.las cosas, la Sala de consulta/en el concepto-va aludido desconoció estos mandatos

legales y constitucionales y ello no le permitía a la primera autoridad municipal para despojarse o

repudiar la competencia para adelantar los despachos comisorios.

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios en el momento en que realizo la deleqadón,

al deroqar.ese acto de delegación, reasumió su competencia, y por ello noes de recibo que íos

inspectores devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer no es otra

cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su competencia.
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i
(vii)EI alcalde municipal si está facultado para r~alitar las comisiones y no le es dable aducir

que existe la derogatoria del inciso 30 del artículo 38, Iy en caso de desacatar la orden judicial, le
!

puede hacer incurrir en conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal(

prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de tutela, también abordo

este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya citada del 19 de diciembre de 2017, y aclaró

la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega

y secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto ínter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.
j

(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún, punto de vista

a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones, por manera que independientemente de la

hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y
, constitucional de realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3

del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de obligatório

cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los artículos 113 inciso 30 y 201

numeral 10 de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal, para la práctica

de la de la diligencia de SECUESTRO ylo ENT~GA quien está obligado legalmente, sin

excepción alguna, a cumplir la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de

policía en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta providencia, o,

en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan en

caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en caso de rehusar

o desacatar la competencia para cumplir la,presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio:

+
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RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER el Despacho comisario No. 050 de 15 de mayo del 2018 allegado,

junto a sus anexos, al Alcalde Muríidpal de la ciudad, para la práctica la diligencia de secuestro "

en los términos que fue ordenada inicialmente. Líbrese despacho comisorio con los insertos

del caso.

SEGUNDO: ACLARAR que la diligencia no tiene carácter jurisdiccional, y que en caso de

,presentarse oposición deberá darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General

del Proceso, bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la oposición

total, o continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y remitiéndolas a este estrado

judicial con el fin de dar trámite a las oposiciones.

El comisionado queda facultaáo expresamente para subcomisipnar y/o delegar para

el cumplimiento de la presente comisión.

TERCERO. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos correspondientes dlriqidos al '

ALCALDE MUNCIlPAL yal Ministerio Público y para lo de su cargo.

Notifíquese y cúmplase,

YENNIS

'r-'

JL"ZGADO 3° CML DEL CIRCUITO D

EL ANTER!O~ AUTO 5:: NOTlFI:A POR Aro!('1~?I

, EN EST.o\CO. HOY 2 Ó SE? 2 ~
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.~, , Rama Judicial
. . , . . Consejo Superior de la Judíca_~~\.!) República de Colombia

i
DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVlCENCIO

JJZGADO T~RCERO CIVIL
DEL CIRCUITO

Expediente N0 500013153003 2017 00305 00

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

En atención a lo expuesto en el expediente en relación con el Despacho Comisorio

ordenado dentro del mismo, se procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del

Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a los alcaldes y demás

funcionarios de policía, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de

recepción o práctica de pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las.
autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y como lo consagra el

artículo na de la carta fundamental ( ver para el efecto las sentencias C-733 de 2000. M.P.

Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con claridad meridiana lo

siguiente: .

• ''ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás autoridades
judiciales. Los tribunales superlores y los jueces podrán comisionar a las autoridades
judiciales de igualo de inferior categoría.

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan funciones
jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa especialidad.

• Cuando no se trate de recePCiÓno prácti'r:ade pruebas podrá comi'si'onarsea los
alcaldes y demás funcionari'os de policía, si'n periuici'o del auxi'li'o que deban
prestar, en la forma Señalada en el artículo anterior.(. .J'(Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este evento, la ley 1564 de 2012, le otorgo

q los ALCALDES, INSPECTORES' e' incluso CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en

aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de

entrega y practica de medidas cautelares.

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-733.del 21 de

junio del 2000, señaló:

• ''Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás funcionarios de policía,
como órganos· aptos legalmente para obrar como comisionados de los jueces,
delimitan su función en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro lado, tratándose de la
diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que se concentran los
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cargos de inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos servidores
públicos, se contrae a ejecutar la decisiOn ludidal Previamente adootacta.
Por este aspecto, la Corte observa que el legislador no ha desvirtuado el principio
de colaboración entre los órganos públicos, pues ha mantenido una clara distinción
y separación entre las funciones estatales. En modo alguno, prever v regular
legalmente el élROyode la administraCiOn a la tdeCución material de una
decisiÓn iudicial, significa usurpar las funciones asignadas a los jueces. ( ..)

• (..) Lo que se controvierte por el actor es que entre los comisionados eventuales
para practicar secuestros y ejecutar órdenes de elltrega de bienes, figuren los
alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, eh cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto seen irrazonables o desproponionedes.
Tomada por el juez la· decisiÓn d, que un bien sea secuestrado o
entregado, su providenda demanda tdecudÓn material,' precisamente, los
alcaldes y funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y de la
ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a 'la administración de

- justicia, la más eficaz colaboración. (..)" (subrayado fuera de texto).

El artículo 13 del Código General del Proceso, señala de manera univoca que las normas

, procesales son de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por ello mismo

que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado

precepto legal:

• "ARTÍCULO J3. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.Las normas procesales
,son de orden púbüco y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, yen ningún caso
podrán ser derogadas, .modificadas o sustituidaS por los fundonarios o
particulares, Salvo autorizadón expresa de la ler." Negrilla y subrayas fuera del

, texto original).

La ley 1801 de 2016, en su artículo 242 ':10 derogo expresamente el artículo 38 inciso 3°

de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1aOl de 2016 establece:

• "ARTÍCULO JO. DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE roucis. Son deberes
generales de las autoridades de Policía: -

• Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes. las normas contenidas en el presente
Código, las ordenanzas, los acuerdos, yen otras disposiciones que.dicten las autoridades
competentes en materia

• 8. Colaborar con las autoridades judiciales Dara la debida prestadÓn del servicio
de justicia. "Negrilla y subrayas fuera del texto original). '

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir las leyes, y dentro
, .

de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y numeral segundo y artículo

309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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Ahora, en tema de funciones adrnlnistrativas] que es el que nos ocupa, encontramos el

siguiente articulado del reciente códlqo Nacional de Policía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POLICÍA. Corresponde a las autoridades de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. LosAlcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad, ambiente, minería,

ordenamiento territorial, protección al patrimonio cultural, planeación, vivienda y espacio
público y las demás que determinen la ler, las ordenanzas y los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía
y demás personal uniformado de la Policía Nacional (..)." (Negrillas y subrayas fuera del
texto original).

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELALCALDE. Corresponde al alcalde:
• 1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.
• 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y !Jbertades

públicas, así como el cumplimiento de los deberes de conformidad con la
Constitución, la rey y las ordenanzas.· (..)

• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en la ley, las
ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto original).

• "ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA RURALES,
URBANOS YCORREGIDORES. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las ordenanzas y los
acuerdos.( ...)

.• PARÁGRAFO 10. Los inspectores de Policía no ejercerán funciones ni realizarán
diligencias iurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas
especiales sobre la materia.

• PARÁGRAFO20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el Alcalde
considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la función de Policía en el
municipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de dirigir y

coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito, cumplir con los deberes de

conformidad con la Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos a él

atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.
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Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso tercero, 309 numeral

7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones

que no puede repudiar ni desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo

205 le impone unas atribuciones entre las- cuales se encuentran las de conocer los asuntos

atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones

delegadas por los jueces de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de

práctica de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.

Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, no incluyo a los ,alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por manera que

si tiene el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la

rey 1564 de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, los

lnspectores de policía también tienen competencia para realizar directamente las

. diligencias de comisión, pues el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia

de tutela del 19 de diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

':4sí, verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía, en tratándose de lo
concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes, si bien no pueden dispensar justicia
habida cuenta que /carecen de jurisdicción para manifestarse en torno a la definición de tales
tópicos, la que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden, concurrir con su
gestión a dar etedivided a las órdenes judiciales que relativamente a aquel/as ya han. sido
adoptadas; dicho de otro modo, el/os en manera alguna pueden disponer que un bien deba
ser secuestrado o entregado, en tento que tal atribución no está dentro de la específica órbita
de su gestión pública, más en cambio son aptos para hacer cumplir aquel/as. De suyo, mal
puede confundirse que la realizadón material de las diligencias de entrega y/o
secuestro por cuenta de los inspectores de Policía sea, propiamente hablando desde
el punto de vista legal, el arrogamiento o la traslación de la facultad de administrar
justicia, cuando las mismas les son comisionadas por/os operadores judiciales. No,
en modo alguno; ello meramente es el ejercitamiento de una función 'de caTiicter
administrativo, que propende ¡j realizar lo que un juez de la República al efecto
dispuso mediante provIdencia ejecutoriada, pues su gestión se halla desprovista de
cualesquiera injerencia resolutoria desde el punto de vista judicial
(..)
Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son «comisionados» para la
práctica de un «secuestro» o una «diligencia de entrega» no emprenden un laborío
distinto al de sencillamente servir de instrumentos de la justicia ara materializar
las órdenes previamente impartidas por los funcionarios judiqales que así
disponen, por lo propio deviene que bajo ninguna óPtiq puede predicarse que
están desarrollando función o diligendamiento de tenor judidal sino que
Simplemente, itérase, lo que allí cumplimentan es el ejercicio de una eminente
«función administrativa», POr lo 'queno el plausible predicar que a la luz del canon
206 de la Ley 1801 de 2016 o Código Nacional de Polida y Convivenda se hallen
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ue en ese senti. se

En ese orden, se tiene que el precepto del paráqrafo 1° del artículo 206 de la Ley 1801

del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de Policía se le deleguen funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligencias de la misma índole. En cuanto a lo primero, en el

presente caso, este despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato

.constítucíonal esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los previsto en el artículo 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral

20 del Código General del Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para

resolver recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada es netamente de carácter

administrativo, o, lo que es lo mismo según voces-del guardián constltudonalve' concurso que se

solicita a los mismos servidores públicos, se coatrae a ejecutar la decisiÓn judicial
previamente adootada."(Sentent.ia C-733 del 21 de junio del 2000 previamente citada), la cual. .
debe cumplirse en cabal' acatamiento a la Ley, teniendo de presente que tales normas son de

orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y como lo consagra el artículo 13 ibídem.'

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden comisionar para la. '

realización de diligencias de entrega o práctica de medidas cautelares, los Alcaldes

Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de Policía y Convivencia no

prohíbe comisionar, por parte de los jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los INSPECTORES DE POLICIA, en las

'diligencias de entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen

funciones jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley y la

jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro el alcalde o el

inspector de policía pierde competencia y deberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también tienen esa misma

competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia,

quien mediante sentencia de tutela del de diciembre de 2017, Radicación No.

76111-22-13-000-2017-00310-01, M.~. Margarita Cabello Blanco, estableció que

los INSPECTORES DE POLICIA, en las diligencias de entrega de bienes y práctica

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111-22-13-000-2017.00310-01,
M.P, Margarita Cabello Blanco.
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de medidas cautelares no cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas

y que tiene el deber de practicar las comisiones, al igual que los alcaldes.

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, .expldló el Decreto No. 1000-21/237 del

, 18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• ''Por medio del cual el Alcalde de Vi//avicencio, encarga gL conocimiento y practica de los
despachos comisorios en los cuales sea comisionado por los diferentes juzgados, a los
Inspectores de Policía y Corregidores del Municipio de Vi//avicencio':

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo dos situa~iones consolidadas, a saber: (i)

asumió la competencia de las comisiones tal y como lo señala el artículo 38 de ·Ia ley 1564 de

2012, y (H) Delego esa función a los ínspectoresde policía:

\

. No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte de la

Administración Municipal a través de Decreto No. 1000-21 248 de 2018, (que derogo el

anteriormente señalado) ha realizado una hermenéutica jurídica restrictiva, bajo el argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801 de 2016 derogo tácitamente el artículo 38 de

la ley 1564 de 2012, según concepto No. 2332 del 06 de septiembre de 2017 y el concepto

No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero de 20Ü3 emanado de la sala de

consulta del Consejo de Estado, argumentos que no resisten el análisis bajo los supuestos que se

pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del consejo de estado .no son vinculantes según lo establece el inciso

segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE ESTADO ha señalado que estos conceptos no son

vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• "Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son dictados en ejercicio de
la función judicial y tampoco contienen la voluntad de la administración o la manifestación
de alguna función administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos propiamente didtos: son la manifestación de las
opiniones técnico-jurídicas de una autoridad investida de funciones asesoras o' consultivas
JI, como tal, no tienen la entidad suficiente para definir o modificar una situación jurídica -
concreta, así como tampoco la tiene para definir algún derecho subjetivo particular
(individual o colectivo)",

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02268-
OO(AC), Sentencia deiS de febrero de 2015, C.P. JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ.
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(iii)Porque sin desconocer que la sala de consplta del consejo de estado si señalo que el

artículo 206 de la ley 1801 derogaba tácttamente el artículo 38 de la I~y 1564 de 2012, tal

apreciación o hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible jurídico.

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto 2332 del 06 de

septiembre de 2017 precisó:

• \\Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 10 del artículo 206 del Código Nacional de
Policía y Convivencia derogÓ tácita y oarcialmentet8 el artículo 38 de la Ley 1564
de 2012, en el entendido de que eüminá la competencia de los inspectores depolicía para
ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces.

y más adelante' en su parte conclusiva indicó: -

• "¿Con la entrada en vigencia de la Ley 1801 de 2016 y en consideración a lo establecido
en el parágrafo primero del artículo 206 de dicha norma, se suprimió la competencia de
.los inspectores de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales por comisión de los
jueces?

• Sí. El parágrafo 1odel artículo 206 del Código Nacional de Polida y Convivencia,
al derogar tácita yoarcialmente el artículo 38 de la Ley 1564 de 2012, eliminó la
competencia de los inspectores de policía para realizar diligencias jurisdiccionales por
comisión de los jueces."

A su turno, en el concepto No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero

de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, derogo parcial y tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de

los inspectores en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado que el
- "

Alcalde delegue una función que es indelegable y (d) que por ende el acalde no puede delegar ni

a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisiona el juez sobre los
funcionarios de policía son de carácter jurjsdiccional o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones que comisiona el juez a los funcionarios de policía
son de carácter iurisdiccional.

• ''2. Si son de carácter jurisdiccional, .ese debe entender derogado tácitamente el inciso 30

del artículo 38 del Código General del Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 10 del
artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, en lo relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del artículo 38 del Código General del Proceso fue derogado
tácitamente por eloarágrafo 10del artículo 206 del Código Nacional de Policía
y Convivencia, en lo relativo a los insoectores de policía como funcionarios de
policía.
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• ''3. En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del artículo 38 del Código General del
Proceso, conforme lo visto en la pregunta anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan
comisionando a inspectores de polida para efectuar diligencias. ''jurisdiccionales'?''

• No se presenta el supuesto de 'esta pregunta. )
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso 30 del artículo 38 del 'Código_

General del Proceso, ces posible que los alcaldes puedan delegar administrativamente en
los inspectores de policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• "5. cñieden delegarse las dilig_encias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los jueces, a otros funcionarios? y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del
nivel directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, o, en
ceso contrario, qué características deben tener estos?"

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los jueces a los alcaldes, no
pueden ser delegadas por estos en los inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por decir lo menos, de una

hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es compartida por este operador jurídico, por lo

menos por los siguientes raciocinios:

, (1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo la

entrega o secuestro en el cual no haya, oposición), está realizando realmente es un acto de

ejecución de una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir atribuciones que no les

ha dado el ordenamiento jurídico; en otras palabras, son simples eíecutoresv como tales tiene el

deber legal acorde a lo reglado por el numeral 10 del artículo 201 de la Carta fundamental de

prestar la colaboración para la efectividad de las providencias judiciales ( Simples ejecutores).

,,
Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita precedentes jurisprudenciales de la

Corte Suprema de Justicia del año ,1995 expediente 2153,e incluso de sentencia de

constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991) podría ser que la función de los

inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que los artículos 34, 338 y 686 del otrora

Códiqo de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para resolver oposiciones, desatar

recursos, horizontales, y concesión de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en' donde el

Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, 309 numeral 7 y 596 numeral 2 ,

expresamente prohíben cualquier tipo de actuacíón de orden judicial e incluso la de practica de

pruebas, que si estaba permitido en el 338 del c.P.C, luego entonces, siguiendo las voces del

guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por consiguiente no realizan funciones

jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las leyes ~801 y 1564, SiDOque

las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es

acompasarse. ~
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(2.) Porque realmente no es cierto que el par~grafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 de

!

2016 hubiese derogado tácitamente el inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues
I '

se olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del artículo 13 de la ley 1564 la

única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante derogatoria expresa

de la ley

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas
procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento,
y en ningÚn caSO POdrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los
funcionarios - o particulares, salvo autorización expresa de la
ley.".(Negrillas y subrayas fuera del texto original).

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la ley,

1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE,el

tantas veces memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 70, en

concordancia con el artículo 596 numeral 20 ibídem.

(2.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria

tacita, por la potísima razón de que la misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE
por el precepto del inciso primero del artículo 13 del c.G.P.

(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil Patrio, en tanto

determina que no puede desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido sea

claro.

(4.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en lahipótesis de que no

hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había que pronunciarse; en efecto, la sala de

consulta le dio prelación al mandato del parágrafo 10 de la ley 1801 de 2016 bajo el

supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de especialidad,

siendo estos dos últimos los que primaron, para arribar a la conclusión de la

'derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad

del precepto normativo del parágrafo 10 de la ley 1801.

(5.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el artículo 201 de la

carta fundamental en la sentencia C 733 de 2000, señaló:

"De otro lado, el artículo 201 de la c.P., aunque referido al Gobierno, incorpora otro
principio que se extiende a toda la administración pública: "Prestar a los funcionarios
judiciales, con arreglo a las teyes, los auxilios necesarios para hacer efectivas sus
providencias'.
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Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el cual prevalece sobre

normas de menor jerarquía (ley 1801), por expreso mandato dei artículo 4° de la carta

cónstitucional.

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso 30 de la ley 1564, tendríamos entonces que

concluir que el parágrafo 1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a la

luz de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 30, y 13 Y 4° de la carta fundamental, en

consonancia con el artículo 38 inciso 3° de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que

inaplicarlo.

(6.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la función de los

inspectores en los despachos comisorios, si es jurisdiccional, se debería inaplicar por

inconstitucional, el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 d~ la ley 1801, y con

ello tendríamos que concluir que. si habría lugar a subcomisionar y/o delegar la

diligencia a una autoridad de policía, bien por vía del artículo 40 del c.G.P (por tener

las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo al parágrafo del artículo 9 de la

Ley 489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del c.G.P.

(7.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde y el inspector son

autoridades de policía ( art 198 numerales 3° y 4° de la ley 1801 de 2016), no existe

motivo medianamente valido para sostener que el alcalde e incluso el corregidor si

pueden ser comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la primera

autoridad municipal tiene. múltiples obligaciones que por razones espacio- tiempo, no

podrán atener con la diligencia debida las comisiones, lo que redundará en el

'desquiciamiento de la pronta y cumplida administración de justicia y todo ello con el

prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el conocimiento de eso

despachos, y todo a partir de una concepción equivoca y restrictiva,

(v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido desconoció estos mandatos

legales y constitucionales y ello no le permitía a la primera autoridad municipal para despojarse o

repudiar la competencia para adelantar los despachos comisorios.

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios en el momento en que realizo la delegación,

al derogar ese acto de 'delegación, reasumió su competencia, y por ello no es de recibo que los

inspectores devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer no es otra

cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su competencia.
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(vii)EI alcalde municipal si está facultado para réalízar las comisiones y no le es dable aducir
. i

que existe la derogatoria del inciso 30 del artículo 38, Iy en caso de desacatar la orden judicial, le

puede hacer incurrir en conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal(

prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judícíal).

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de-tutela, también abordo

este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya citada del 19 de diciembre de 2017, y aclaró

la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega

y secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.

(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún punto de vista

a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones, por manera que independientemente de la

hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y

constitucional de realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3

del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de obligatorio

cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los artículos 113 inciso 30 y 201

numeral 10 de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal, para la práctica

de la de la diligencia de SECUESTRO\y/o ENTREGA quien está obligado legalmente, sin
\ .

excepción alguna, a cumplir la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de

policía en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta providencia, o,

en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan en

caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que-por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en caso de rehusar

o desacatar la competencia para cumplir la presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio:

+
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RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER el Despacho comisario No. 127 de 26 de octubre del 2017

allegado, junto a sus anexos, al Alcalde t:-1unicipalde la ciudad, para la práctica la diligencia de

embargo y secuestro en los términos que fue ordenada inicialmente. Líbrese ~espacho

comisorio con los insertos del caso, de, ser el caso.

SEGUNDO: ACLARAR que la diligencia no tiene carácter jurisdiccional, y que en caso de

presentarse oposición deberá darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General

del Proceso, bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la oposición

total, o continuando la diligencia. en caso de oposición parcial, y remitiéndolas a este estrado

judicial con el fin de dar trámite a las oposiciones.

El comisionado queda facultado expresamente para subcomisionar ylo delegar para

el cumplimiento de la presente comisiÓn.

i
TERCERO..Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos correspondientes dirigidos al

ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público y para lo de su cargo.

Notifiquese y cúmplase,

.Jl~GADO 3- CML OEL CIRCUITQ DE VlLLAVlCENCIO
"_.,. ': •••..•• ". "0;
. ......•.

EL ANTERIOR AUTO se NOTIFICA POR ANCT~"" ~..

1S.2 D SEP_lDl. ..__-
EL SECRETARIO ---t..!..J,l~.~V~h-·----EN ESTADO, HOY



~,. . • •• Rama Judicial\ It't J Consejo Supll'rior de la Judicatura
~ República de Colombia

DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

VHlavicencio, veinticinco (25) de septiembre de dos mil dieciocho
(2018).

Ref: Expediente NO 50001 3153 003 2015- 00298 00

De conformidad con lo dispuesto en ·elarticulo 38 del Código General
del Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a
los alcaldes y demás funcionarios d~ policía, la realización de ciertas
diligencias, siempre y cuando no se trate de recepción o práctica de
pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las
autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y
como lo consagra el artículo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto
las sentencias C-733 de 2000. M.P. Cifuentes Muñoz, Eduardo, y _C-789
DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con
claridad meridiana lo siguiente:

• "ARTíCULO 38. COMPETENCIA~ La Corte podrá comisionar a las
demás autoridades judiciales. Los tribunáles superiores y los jueces
podrán comisionar a las autoridades judiciales de igualo de inferior
categoría.

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que -ejerzan
- funciones jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa
especialidad.

• Cuando no se trate de recepción o prácticá de·pruebas· podrá
comisionar se a los alcaldes y demás funcionarios de policía, sin
perjuicio del auxilio Q,uedeban prestar, en la,forma señalada en
el artículo anterior.{ ..)"(Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Significa entonces lo anterior, que en este evento la ley 1564 de
2012, le otorgo a, los ALCALDES, INSPECTORES e incluso
CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en aquellos eventos en
los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de
entrega y practica de medidas cautelares.

Email: Fax: 6621143
Carrera 29 N° 33 B - 79 Palacio de Justicia. Oficina 405. Torre A.
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Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en
sentencia C-733 del 21 de junio del 2000, señaló: '

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás
funcionarios de policía, como órganos aptos legalmente para
obrar como comisionados de los jueces, delimitan su tuncian
en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro
lado, tratándose de la diligencia de secuestro y entrega de .
bienes - tema en los que- se concentran los cargos de
inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos
servidores públicos, se contrae a, ejecutar la decisión
judicial previamente adoptada. Por este aspecto, la Corte
observa que el legislador no ha desvirtuado el principio de'
colaboración entre los órganos públicos, pues ha mantenido
una clara distinción y separación entre las funciones estatales.
En modo alguno. prever y regular legalmente el apoyo de
la administración a la ejecución material de una decisión
judicial. significa usurpar las funciones asignadas a los
jueces. (, . .)

• (, ..) .Lo que se controvierte por el actor es que entre los
comisionados eventuales para practicar secuestros y ejecutar
órdenes dé entrega de bienes, figuren los alcaldes y demás
funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o
aesptoporconedes. Tomada por el juez la' decisión de que

, un bien sea secuestrado o' entregado. su providencia
demanda ejecución material; precisamente, los alcaldes y
funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y
de la ley, son los servkiores públicos que pueden prestarle a
la administración de justicia, la más eficaz colaboración. (. ..)"
(subrayado fuera de texto).

El artículo' 13 del Código General del Proceso, señala de manera
univoca que las normas procesales son de orden público .ypor consiguiente
.de obligatorio cumplimiento y por ello mismo que no puede ser derogadas
salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado
precepto legal:

. "

• "ARTíCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las
normas procesales son de orden ¡público y, por consiguiente, de
obligatorio cumplimiento, yen ningún caso podrán ser derogadas.
'modificadas o sustituidas por los funcionarios O particulares.
salvo autorización expresa de la ley." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

, Email: Fax: 6621143
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:
La ley 1801 de 2016, en su artículc 242 no derogo expresamente el

artículo 38 inciso 3° de la ley 1564 de 2012:

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTíCULO 10.DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE
POLIcíA. Son deberes generale! de las autoridades de Policía:

• Cumplir V hacer cumplir la Constitución, las leyes, las normas
contenidas en el presente Código, las ordenanzas, los acuerdos, y
en otras disposiciones que dicten las. autoridades, competentes en
materia.

• 8.· Colaborar con las autoridades judiciales para la debida
prestación del servicio de justitia." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

. .
Lo que significa que la autoridad pe policía tiene el deber de cumplir

las leyes, y dentro de las mismas esta la .Iey 1564 en sus artículos 38 inciso
tercero y numeral segundo y artículo 309 numeral 7°, en concordancia con
el artículo 596 numeral 2° ibídem.

Ahora, en tema de funciones administrativas, que es el que nos
ocupa, encontramos el siguiente articulado del reciente código Nacional de
Policía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTíCULO 198. AUTORIDADESDEPOLIcíA. Corresponde a las
autoridades de Policía el conocimiento y la solución de los conflictos
de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• -2. Los gobernadores.,
• 3. Los Alcaldes Distritales o Mu_nicipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en, salud, seguridad,

ambiente, minería, ordenamiento territorial,' protección al patrimonio
cultural, planeación, vivienda y espacio público y las demás que
determinen la ley, las ordenanzas y los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención
inmediata de Policía y demás personar uniformado de la Policía
Necionsl (. ..)." (Negrillas y subrayas fuera del texto original).

• "ARTíCULO 205.ATRIBUCIONESDELALCALDE. Corresponde al
alcalde:

Carrera 29 N° 33 B - 79 Palacio de Justicia. Oficina 405, Torre A.



• 1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policia en el municipio
o distrito.

• 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los
derechos y libertades públicas, asi como el cumplimiento de los
deberes de conformidad con la Constitución, la ley y las
ordenanzas.· (. ..)

• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en
, ,la ley, las ordenanzas y los acuerdos.'" (Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

• "ARTíCULO. 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE
POLIcíA RURALES, '. URBANOS Y. CORREGIDORES. Les
corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las"
ordenanzas y los acuerdos.(...)

• 'PARÁGRAFO 10. Los inspectores de Policía. no, ejercerán
funciones ni realizarán diligencias jurisdiccionales por comisión
de los jueces, de acuerdo con las normas especiales sobre la
materia.

• PARÁGRAFO 20. Cada alcaldía tendrá elnúmero de inspectores de
Policía que el Alcalde considere necesario, para una rápida y
'cumplida prestación de la función de Policía en el municipio." Negrilla
y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía deun municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se
encuentran las de dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el
municipio o distrito, cumplir con los deberes de contormidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos a él
atribuidos en el' código de policía, la ley, las' ordenanzas y los
acuerdos.

Luego entonces, si la 'ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso
tercero, 309 numeral 7,0, en concordancia con el artículo .596 numeral 2°
ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones que no puede repudiar ni
desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo
205 le impone unas.atribuciones. entre las cuales se encuentran las de
conocer los asuntos atribuidos en la ley, resulta' indiscutible que el
ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones delegadas por losjueces
de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de práctica
tle pruebas, como lo es en el caso-q~enos ocupa.

"
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Obsérvese adicionalmente que el:parágrafo primero del artículo 206
, 1"

de la ley 1801 de 2016, no incluyo a lo, alcaldes dentro de la excepción
para practicar comisiones, por manera q~e sí tiene el deber legal descrito
en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564
de 2012. -

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema d~
Justicia, los inspectores de policía también tienen competencia p~ra
realizar directamente las diligencias de comisión, pues el máximo
órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia de tutela del 19 de
diciembre de 2017, estableció lo siquiente:

"Así, verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía. en
tratándose de lo concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes,
si bien no pueden aispenser justici$ habida cuenta que carecen de-
jurisdicción para manifestarse en tomo a la definición de tales tópicos, la
que recae en cabeza de los. administradores judiciales, sí pueden
concurrir con su gestión a dar efectividad a las órdenes judiciales que
relativamente a aquellas ya han sido adoptadas; dicho de otro modo,. .
'ellos en manera alguna pueden disponer que un bien deqa ser
secuestrado °entregado, en tanto que tal atribución no está dentro de la
específica órbita de su gestión pública, más en cambio son aptos para
.hacer cumplir aquellas. De suyo, mal puede confundirse que la
realización material de las diligencias de entrega y/o secuestro por
cuenta de los inspectores de poI/Cía sea, propiamente hablando
desde' el punto de vista legal, el arrogamiento o la traslación de la
facultad de administrar justicia, cuando las mismas les son
comisionadas por los operadores judiciales. No, en modo alguno;
ello meramente es el ejercitamiento de una función de carácter
administrativo, que propende a realizar' lo que un juez de la
República al efecto dispuso mediante providencia ejecutoriada,
pues su gestión se halla desprovista de cualesquiera injerencia
resolutoria .desdeel punto de vista judicial.

(. ..)

Ergo, entendido que los «inspectores de. policie» cuando son
«comlsioruuios» para la prácticfJ de un «secuestro» o una
((diligencia de entrega)) no emPrenden un laborío distinto al de
sencillamente servir de instrumentos de la justicia para materializar
las órdenes previamente impartidas por los funcionarios judiciales
que asi disponen. por lo propio cmviene que bajo ninguna óptica
puede predicar se que están desarrollando función o
diligenciamiento de tenor judicial. fino que simplemente. itérase. lo
que allí cumplimentan es el ejercicio de una eminente «función

I
é!dministrativa», por lo que no es p,ausible predicar que a la luz del
canon 206 de la Ley 1801, de 2016 o Código Nacional de Policía y
Convivencia se hallen impedidos para asumir el diligenciamiento de
las comisiones que en ese sentido se les impongan los jueces de la
República"1. .

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111 -22-13-
00022017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco.
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En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo 1° del artículo 206
de la Ley 1801 del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de
Policía se le deleguen funciones jurisdiccionales y/o práctica de diligencias
dé la misma índole. En cuanto a lo primero, en el presente caso, este
despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato
constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto
a lo segundo, por mandato de lo previsto en el artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el ..artículo 596 numeral 2° del Codigo General del
Proceso, la presente comisión no está' otorgando facultades para resolver
recursos, ni oposlciones: por lo que la diligencia comisionada, es netamente
de carácter administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del guardián
constitucionai "el concurso que se solicita a los mismos setvkiore« púlilicos,
se contrae a ejecutar la decisión' judicial .previamente
adoptada."(Sentencia C-7,33 del 21 de junio del 2000 anteriormente citada),
la cual debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente'
que tales normas son de orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y
como lo consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden
comisionar para la realización de diligencias de entrega o
práctica de medidas cautelares, los Alcaldes Mayores o
Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de
Policía y Convivenciá no prohíbe comisionar, por parte de los
jueces de la república a los Alcaldes.

,

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los
INSPECTORES DE POLlCIA, en las diligencias de entrega de
.bienes y práctica de medidas cautélares no cumplen funciones
jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley
y la jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro
el alcalde o el inspector de policía pierde competencia y
deberá remitirse el negocio al Juzgado comitente para
resolverse sobre el punto;

v) Én todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también
tienen esa misma competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte
Suprema de Justicia, quien mediante sentencia de tutela del
de diciembre de 2017, Radicación No. 76111-22-13-000-
2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció
que los INSPECTORES DE POLlCIA, en ,las diligencias de
entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no
cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas y que
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tiene el deber de practicar! las comisiones, al igual que los
alcaldes.

Ahora bien, el-alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto N°
1000-21/237 del 18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• "Por medio del cual el Alcalde de Villavicencio, encarga el
conocimiento y practica de los despachos comisorios en los cuales
sea comisionado por los diferentes juzgados, a los Inspectores de
Policía y Corregidores del Municipio de Villavicencio".

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo dos situaciones
I ,

consolidadas, a saber: (i) asumió la competencia de las comisiones tal y
como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, y (ii) Delego esa
función a los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte
de la Administración Municipal a través de Decreto N° 1000-21 248 de 2018,
(que derogo el anteriormente señalado), ha realizado una hermenéutica
jurídica restrictiva, bajo el argumento qu~ el parágrafo 1° del artículo 206 de
la Ley 1801 de 2016, derogo tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de
2012, según concepto N° 2332 de 06 de septiembre de 2017 y el concepto
N° 11000-03-06-000-2017-001~7-00 (2363) de 13 de febrero de 2018
emanado de fa sala de consulta del Consejo de Estado, argumentos que no
resisten el análisis bajo los supuestos que se pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del Consejo de Estado no son vinculantes según
lo establece el inciso segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO QE ESTADO ha señalado que -estos
conceptos no son vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• "Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son
dictados en ejercicio de la función judicial y tampoco contienen la
voluntad de la administración o la manifestación de alguna función
administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos propiamente dichos: son la

I •

manifestación de las opiniones fécnico-jurídicas de una autoridad
investida .de funciones asesoras ~ consultivas y, como tal, no tienen
la entidad suficiente para definiri o modificar una situación jurídica

Email: i ., .Fax: 6621143
Carrera 29 N° 33 B - 79 Palacio de Justicia. Oficina 405. Torre A.

__ .__ ~. ~ .J...._ '__ __=_ _



,

concreta, así como tampoco la tiene para definir algún derecho
subjetivo particular (indiv_idualo cotectivoy».

(üi)Porque sin .desconocer que la sala de consulta del consejo de
estado si señalo que el artículo 206 de la ley -1801 derogaba
\ ~ ~ ,

tácitamente el, artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal .apreciación o
hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible
jurídico.

, (iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto
2332 de 06 de septiembre d, 2017 precisó;

• .iPor lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 1° del artículo 206 del
, Código - Nacional de Policía y Convivencia derogó tácita y
parclalmente18 el 'artículo 38 de la Ley 1564 de 2012, en el
entendido de que eliminó la competencia'de los inspectores de
policía para ejercer funciones o nializar diligencias jurisdiccionales
por comisión de los jueces.

y más adelante en su parte conclusiva indicó:

• "¿Con la entrada en vige_ncia de la Ley 1801 de 2016 y en
consideración a lo establecido en el paragrafo primero del artículo
206 de dicha norma, se suprimió la competencia de los inspectores
de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales por comisión de
los jueces?

, .'
• Sí. El parágrafo 1°del artículo 206 del Código Nacional de Policía·

y Convivencia, al derogar tácíta y parcialmente el artículo 38 de
la Ley 1564 de 2012, eliminó la competencia de los inspectores de
policía para realizar diliqencia1s jurisdiccionales por comisión de los
jueces."

A su turno, en el concepto N° 11000-03-06-'000-2017-00197-00 (2363) de
13 defebrero de 2018, el órqanode consulta preciso: (a) que el parágrafo
1° del-artlculo 206 de la ley 1801 de 2016, derogo parcial y tácitamente el, .

artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de los inspectores
en las diligencias 'de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado que-

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 1t001-03-
15-000-2014-02268-00(AC), Sentencia dei 5 de febrero de 2015, C.P. JORGE OCTAVIO RAMIREZ
RAMIREZ.
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I
el Alcalde delegue una función que es íhdeleqable y (d) que por ende el
acatde no puede delegar ni a los inspectores ni a ningún otro servidor tal'
función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisiona
el juez sobre los funcionarios de pOlicíason de carácter jurisdiccional
o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones ¡que comisiona el juez a los
funcionarios de policia son de carácter jurisdiccional.

• "2. Si son de carácter jurisdiccional, ¿se debe entender derogado
, tácitamente el inciso 3° del etttculo 38 del Código General del
Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 1°del artículo 206 de laLey
1801 de 2016, en lo relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del,artículo 3Bdel Códi o General del Proceso
fue dero ado tácitamente or e ará rafo 10del artículo 206del
Códi o Nacional de Policía 'onvivencia en 'lo relativo a lbs
ins ectores de olicía 'como fu cionarios de olicia.

• "3. En caso de no entenderse derogado el inciso' 3Q del artículo 38
del Código General del Proceso, conforme lo visto en la pregunta
anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan comisionando a
inspectores de policía para efectuar diligencias "junsdiccioneíes"?"

• NDse presenta el supuesto de ,sta pregunta.
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso 3° del

.etticulo 38 del Código General del Proceso, ¿es posible que los
alcaldes,puedan delegar administrativamente en los inspectores de
policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• "5. ¿Pueden delegarse las diligencias que, les han sido
encomendadas vía comisión por parte de, los jueces, a otros
funcionarios? Y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del nivel
directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489
de 1998, o, en caso contrario, qué características deben tener
estos?" ,

• 'Las funciones_0 diligencias jurisdiccionales comisionadas por los
jueces a los alcaldes, no pueden ser delegadas por estos en los
inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermené.utica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por
decir lo menos, de una hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es
compartida por este operador jurídico,' por lo' menos por los siguientes
raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar
decisiones (salvo la entrega' o secuestro en el cual no haya
oposición), está realizando realmente es un acto de ejecución de
una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir
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. atribuciones que no les ha dado el ordenamiento jurídico; en
otras palabras! son simples ejecutores y corno tales tiene el
deber legal acorde a lo reglado por el numeral 1° del artículo 201
de la Carta fundamental de prestar la colaboración para la
efectividad dé las providencias judiciales (simples ejecutores).

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita
precedentes jurisprudenciales de la Corte Suprema de Justicia
del año 1995 expediente 2153, e' incluso de sentencia de
constituclonalldad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991)
podría ser que la función de los inspectores si fuere jurisdiccional '
en el entendido de que los artículos 34, 338 Y E?86del otrora
Código de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para
Iresolver oposiciones, desatar recursos, horizontales, y concesión
de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en donde e'l
Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, 309
numeral 7 y 596 numeral 2 , exprésamente prohíben cualquier
tipo de actuación de orden judicial e incluso la, de practica de

, pruebas, qúe si estaba permitido en el 338 del C.P.C, luego
entonces, siguiendo las voces del guardia constitucional (C-733)
son simples ejecutores y por consiguiente no realizan funciones,- - -

jurisdiccionales.

Significa lo anterior que _no existe el conflicto aparente de las
leyes 1801 y 1564, sino que las dos normas en 'su artículo 38
numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es
acompasarse.

(2.) Porque realmente no es cierto que el parágrafo 1° del artículo
206 de la ley 1801 dE(2016 hubiese derogado tácitamente el
inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues se
olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del

, '

artículo 13 de la ley 1,564 la única posibilidad de derogar
cualquier norma del código general es mediante derogatoria
expresa de la ley

• ""ARTíCULO '13. OBSERVANCIA DE NORMAS
PROCESALES. Las normas procesales son de orden publico
y, por cqnsiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún
caso Pbdránser dérogadas.modHicadaso sustituidas por
los funcionários o·' particulares. salvo autorización
exprésa de la ley.".(Negrillas y subrayas fuera del texto '.
original). -

(3.) En este caso no existe ley alguna que autorice-la derogatoria del
, .' "

. artículo 38 de la ley 1564, de 2012, y el artículo 242 de la ley I

1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE, el tantas veces
memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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(4.) Por consiguiente, no es pos~ble desde ningún punto de vista

hablar de derogatoria tacita, ]por la potísima razón de que la
misma está PROHIBIDA EXP:RESAMENTE por el precepto del
inciso primero del artículo 13 del C.G.P.

(5.) 'En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil
Patrio, en tanto determina que no puede desatenderse el tenor
literal de la ley cuando su sentido sea claro.

(6.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la
hipótesis de que no hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había
que pronunciarse; en efecto, la sala de consulta le dio prelación
al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801 de 2016 bajo el
supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico
y de especialidad, siendo estos dos últimos los que primaron,
para arribar a la conclusión d$ la derogatoria, mas sin embargo
inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad del
precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(7.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el
artículo 201 de la carta fundamental en la sentencia C 733 de
2000, señaló:

"De otro lado, el artículo 201 de la C.P., aunque referido al Gobierno,
incorpora otro principio que se extiende a toda la administración
pública: "Prestar a los funcionarios judiciales, con arreglo a las leyes,
los auxilios necesarios para hacer efectivas sus providencias".

Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el
cual prevalece sobre normas de menor jerarquía (ley 1801), por .
expreso mandato del artículo 4° de la carta constitucional.

I '
De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y
dado que no sería posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso
3° de la ley 1564, tendríamos entonces que concluir que el parágrafo
1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a
la luz de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 3°, y 13 Y 4°
de la carta fundamental, en consonancia con el artículo 38 inciso 3°
de la ley 1564 de 201'2, y por consiguiente habría que inaplicarlo.

(8.) En consecuencia, aun' en gracia de discusión admitiendo que la
fun~ión de los inspectores en los despachos comisorios, si es
jurisdiccional, se debería inaplicar por inconstitucional, el
precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801, Y con
ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar
y/o delegar la diligencia a una autoridad de policía, bien por vía
del artículo 40 del C.G.P (por tener las mismas facultades del
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comitente) y/o de acuerdo al parágr~fo del artículo 9 de la Ley
489 de 1998 e incluso del mcísoz del artículo 38 del e.G.p.

• 1

I

(9.) Razones de' lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde
y el inspector son autoridades de policía ( art 198' numerales 3° y
4° de la ley 1801 de 2016), no existe motivo medianamente valido
para sostener que el alcalde e incluso el corregidor si pueden ser
comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la
primera autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por
razones espacio- tiempo, no -podrán atener con la diligencia
debida las comisiones, lo que redundará en el desquiciamiento
de la pronta y cumplida administración de justicia y todo ello con
el prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el
conocimiento de eso despachos, y' todo a partir de una
concepción equivoca y restrictiva,

, '

(v)Así las. cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido
desconoció estos mandatos legales y constitucionales' y ello no le permitía
a la primera autoridad municipal para despojarse o repudiar la competencia
para adelantar los despachos comisorios.

J

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había
reconocido la competencia para conocer los despachos comisorios en el
momento en que realizo la delegación, al derogar ese acto de delegación,
reasumió su competencia, y por ello no es de recibo que los inspectores, ,

devuelvan los mismos al comitente, pues a lo' sumo, lo que pueden hacer
no es otra cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su
competencia.

(vii)EI alcalde municipal si' está facultado para realizar las comisiones
y no le es dable aducir que existe la derogatoria del inciso 3° del artículo 38,
y en caso de desacatar la orden judlclal, le puede hacer incurrir en conducta
típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal, (prevaricato por
, omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción 'civil ordinaria en sede de
tutela, también abordo este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya

, citada de 19 dediciembre de 2017, y aclaró la facultad de los inspectores
de policía y aun de Jos alcaldes para realizar las diligencias de entrega y
secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio
decidendi, constituye precedente que debe ser aplicado por la, primera
autoridad municipal.
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(x)EI parágrafo 10 del artículo 20~ de la ley 1801 no excluyo desde
ningún punto de vista a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones,
por manera que independientemente de la hermenéutica jurídica relativa a
los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y constitucionel de
realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3
del artículo 38 del C.G.P.,norma de orden público y por consiguiente de
obligatorio cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los
artículos 113 inciso 3° y 201 numeral 1° de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde
Municipal, para la práctica de la de la diligencia de SECUESTRO y/o

, ,

ENTREGAquien está obligado legalmente, sin excepción alguna, a cumplir
la comisión, pudiendo delegar ylo subcomisionar a los inspectores de policía
en caso de compartir los argumentos juridicos expuestos a la largo de esta
providencia, o, en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se
sirva hacer seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones
que en derecho correspondan en caso de que el comisionado se niegue a
cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

A~alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir
en caso de rehusar o desacatar la competencia para cumplir la presente
comisión

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL
CIRCUITOde Villavicencio, Meta,

RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER al Alcalde Municipal de la ciudad, el despacho
comisorio N° 056 de 17 de mayo de 2017, para la práctica la diligencia de
secuestro ordenada en el mismo. (fls. 64 a 79 del informativo).

SEGUNDO: ACLARAR que la comisión estará limitada a la diligencia de
,secuestro, sin ejercer funciones jurisdiccionales, ni la misma tiene carácter
jurisdiccional, y que en caso de presentarse oposición deberá darse
cumplimiento al mandato del, artículo 30~ del Código General del Proceso,
bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la
oposición total, o continuando la diligenCia en caso de oposición parcial, y
remitiéndola_s a este estrado judicial con el fin de dar trámite a las
oposiciones.



..•.

El comisionado queda facultado expresamente para subcomisionar
ylo delegar para el cumplimiento de la presente comisión.

TERCERO. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos
correspondientes dirigidos al ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público
y para lo de su cargo.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

YENNIS

La anterior pr9Vl_·denCiase notifica por anot"iót. el? -''ln1Q
en el Estado de L \J l- LU\U

, -

JCHM
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DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre de dos mil dieciocho
(2018).

Ref: Expediente N° 500013103 0032011- 00388 00

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 del Código General
del Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a
los alcaldes y demás' funcionarios de policía, la realización de ciertas
diligencias, siempre y cuando no se trate de' recepción o práctica de
pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las
autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y
como lo consagra el artículo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto
las sentencias C-733 de 2000. M.P. Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C:-789
DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con
claridad meridiana lo siguiente:

• "ARTíCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las
I demás autoridades judiciales. Los tribunales supenores y los jueces

podrán comisionar a las autoridades judiciales de igualo de intetiot
categoría.

• Podrá comisionar se a las autoridades administrativas' que ejerzan
funciones jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa
especialidad. ,

• Cuando no se trate de rece ci # n o ráctica de ruebas odrá
comisionarse a los alcaldes d más funcionarios de oUcía sin
perjuicio del auxilio que deban prestar. en la forma señalada en
el artículo.anterior.(. ..)"(Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Significa entonces lo anterior, que en este evento la ley 1564 de
2012, le otorgo a los ALCALDES, IN~PECTORES e incluso.
CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en aquellos eventos en
los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de
entrega y practica de medidas cautelares.
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Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en
sentencia C-733 del 21 de junio del 2000, señaló:

• "Las normas exeminedes; respecto de los alcaldes y demás
funcionarios de policíá, como órganos aptos legalmente para
obrar corno comisionados de los jueces, delímitan su función
en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas: De otro
lado, tratándose de la diligencia' de secuestro y entrega de
bienes - tema en los que se concentran los cargos de
inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a tos mismos
servidores públicos, se contrae a, ejecutar la decisión
judicial previamente adoptada. Por este aspecto, la Corte
observa que el legislador no ha desvirtuado el principio de
colaboración entre los órganos públicos, pues ha mantenido
una clara 'distinción y separación entre las funciones estatales.
En modo alguno, prever y regular legalmente el apoyo de
la administración a la ejecución material de una decisión
judicial, significa usurpar las funciones asígn~das a los
jueces. (..:)

• (. . .) \Lo que se controvierte por el actor es que entre los
comisionados eventuales 'para practicar secuestros y ejecutar
órdenes de entrega d,e bienes, figuren los alcaldes y demás-
funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o
desproporcionadas. Tomada por el juez la decisión de que
un, bien sea secuestrado o entregado, su providencia
demanda ejecución, material; precisemente, los alcaldes y
funcionarios de policía, dentro, del merco de la Constitución y
. de la; ley, son 10$ servidores públicos que pueden prestarle a
la administración de justicia, la más eficaz colaboración. (. ..)"
(subrayado fuera de texto).

El artículo 13 del, Código Generat del Proceso, señala de manera
univoca que las normas procesales són de orden público y por consiguiente
de obligatorio cumplimiento y por ello mismo que no puede' ser derogadas
salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado
precepto legal:

• "ARTíCULO 13. OBSERVANCiA DE NORMAS PROCESALES. Las
normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de
obligatorio cumplimiento, yen ningún caso podrán ser derogadas,
modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares,
salvo autorización expresa de la ley." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).
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La ley 1801 de 2016, en su artículo 242 no derogo expresamente el

artículo 38 inciso 3° de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTíCULO 10.DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE
POLIcíA. Son deberes generales de las autoridades de Policia:

• Cumplir v hacer cumplir la Constitución, las leyes, las normas'
contenidas en el presente Código, las ordenanzas, los acuerdos, y
en otras disposiciones que dicten las autoridades competentes en
materia.

• 8. Colaborar con las autorid@des judiciales para la debida
prestación del selVicio de justitia. JI Negrilla y subrayas fuera de!
texto original). .

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir
las leyes, y dentro de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso
tercero y numeral segundo y artículo 309 numeral 7°, en concordancia con
el artículo 596 numeral 2° ibídem.

Ahora, en tema de funciones' administrativas, que es el que nos
ocupa, encontramos el siguiente articulado del reciente código Nacional de
Policla -Ley 1801 de 2016.

• "ARTíCULO 198. AUTORIDADESDEPOLIcíA. Corresponde a las
autoridades de Policía el conocimiento y la solución de los conflictos
de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policia:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3~Los Alcaldes Distrita/es o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad,

ambiente, minería, ordenamiento temioriet. protección al patrimonio
cultural, planeación, vivienda y espacio público V las demás que
determinen la ley, las ordenanz@sy los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención
inmediata de Policía y demás personal uniformado de la Policía
Nacional (. ..)." (Negrillasy subrayas fuera del texto origínal).

,
, .• I

• "ARTICULO 205.ATRIBUCIONeSDELALCALDE. Corresponde al
alcalde:
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• 1.Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio
o distrito. ' ,

• 2. Ejercer la tuncion de Policía para garantizar el ejercicio, de los
derechos y libertades públicas, así como el cumplimiento de los
debef1esde conformidad con la Constitución, la ley y las
ordenanzas.·,(. ..)

• 15.Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en
, la ley, las ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

• "ARTíCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS' INSPECTORES DE
POLIcíA RURALES, URBANOS Y CORREGIDORES. Les
corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las
ordenanzasy los acuerdos.(...)

• PARÁGRAFO 10. Los inspectores de Policía no ejercerán
, funciones ni realizarán diligencias jurisdiccionales por comisión
de los jueces, de acuerdo con las normas especiales sobre la
materia.

• PARÁGRAFO 20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de
Policía que el Alcalde considere necesario, para una rápida y.
cumplida prestación de la función dePolicía en el municipio." Negrilla
y subrayas fuera del texto original).

/

Del anterior mareé>normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

b) Dentro de las funciones que, la ley le ha otorgado al alcalde se
encuentran las de dirigir y coordinar las a~toridades de Policía en el
municipio o distritO, cumplir con los deberes de conformidad con ,la
Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de tos asuntos a él
atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los
acuerdos.

Luego entonces, si.la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso
tercero, 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2°
ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones que no puede repudiar ni
desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo
205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de
conocer los .asuntos atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el

, -
ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones delegadas por los jueces
de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de práctica
de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.
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Obsérvese adicionalmente que el¡parágrafo primero del artículo 206
, de la ley 1801 de 2016, no incluyo a lo. alcaldes dentro de la excepción
para practicar comisiones, por manera que sí tiene el deber legal descrito
en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564
de 2012,

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de
Justicia, los inspectores de policía también tienen competencia para
realizar directamente las diligencias' de comisión, pues el máximo
órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia de tutela del 19 de
'diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

"Así, verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía, en
ireténaose de lo concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes,
si bien no pueden dispensar justicia habida cuenta que carecen de
jurisdicción para manifestarse en torno a la definición de tales tópicos, la
que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden
concurrir con su gestión a dar efectividad a las órdenes judiciales que
relativamente a aquellas ya han siao adoptadas; dicho de otro modo,
ellos en- manera alguna pueden disponer que un bien deba ser
secuestrado O entregado, en tánto que tal atribución no está dentro de la
específica órbita de su gestión pública, más en cambio son aptos para
hacer cumplir aquellas, De suyo, mal puede confundirse que la
realización material de las diligencias de entrega y/o secuestro por
cuenta de los inspectores de policía sea, propiamente hablando
desde el punto de vista legal, el arrogamiento o la traslación de la
.facultad de administrar justici;J, cuando las mismas' les son
comisionadas por los operadores judiciales. No, en modo alguno;
ello meramente es el ejercitamiento de una función de carácter
administrativo, que propende a realizar lo que un juez de la
República al efecto dispuso mediante providencia ejecutoriada,
pues su gestión se halla desprovista de cualesquiera injerencia
resolutoria desde el punto de vista judicial.

(. ..)

Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son
«comisionados» para la prácticfl de un «secuestro» o una
«diligencia de entrega» no emprenden un laborío distinto al de
sencillamente servir de instrument,s de la justicia para materializar
las órdenes previamente impartida§ por los funcionarios judiciales
que así disponen, por lo propio deviene que bajo ninauna óptica
puede predicarse que están desarrollando 'función o
diligenciamiento de tenor judicial. sino que s'implemente.itérase, lo
que allí cumplimentan es el ejercicio de una eminente «función
administrativa». por lo que no es plausible predicar que a la luz del
canon 206 de la Ley 1801 de 2016' o Código Nacional de Policía y
Convivencia se hallen impedidos p,ra asumir el diligenciamiento de
las comisiones que en esesentido se les impongan los jueces de la
.República"1.

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111-22-13-
000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco.
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En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo 1°del articulo 206
de la Ley 1801 del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de
Policía se le deleguen funclonesjurísdtccíonales ylO práctica de diligencias
de la mismá índole. En cuanto a lo primero, en el presente caso, este
despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato
constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto
a lo segundo, por mandato de lo previsto en el artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el artículo 596 numeral 2° del Código General del
Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para resolver
recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada, es netamente
de carácter administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del guardián
constitucional "el concurso que se solicita a los mismos servidores púbtlcos;
se contrae a ejecutar la ,decisión judicial previamente
adoptada."(Sentencia C-733 del21 de junio del 2000 anteriormente citada),
la cual debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente
que tales normas son de orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y
como lo consagra el artículo 13 ibídem.

, -Lleqados a este punto se puede concluir: ,

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden
. , /

comisionar, para la r~alización de diligencias de entrega o
práctica de medidas cautelares, los Alcaldes Mayores o
Municipales;

ii) el parágrafo ,del artículo 206 del nuevo Código Nacional de
Policía y Convivencia no prohíbe comisionar, por parte de los
jueces de la república a ,losAlcaldes.

iii) como ya· se indicó, tanto; el ALCALDE como los
INSPECTORES DE POLlCIA, en las diligencias de entrega de
bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen funciones
jurisdiccionales sino administrativas. de conformidad con la ley
y la jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro
el alcalde o el inspector de policía pierde competencia y
deberá remitirse el negocio al Juzgado comitente para
resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcaldes <?omolos inspectorestambién
tienen esa misma competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte
Suprema de Justicia, quien mediante sentencia de tutela del
de diciembre de 2017, Radicación No. 76111-22-13-000-
2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció
que ,las INSPECTORES DE POLICIA, en las diligenCias de
entrega de. bienes y práctica de medidas cautelares no
cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas y que

,

, , Email: Fax: 6621143
Carrera 29 W 33 B - 79 Palacio de Justicia. Oficina 405. Torre A.



i

tiene el deber de practicar las comisiones, al igual que los
alcaldes. .

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto N°
1000-21/237 del 18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• "Por medio del cual él Alcalde de Villavicencio, encarga el
conocimiento y practica de los 'despachos comisorios en los cuales
sea comisionado por los diferentes juzgados, a los Inspectores de
Policía y Corregidores del Municipio de, Villavicencio".

Luego entonces, partir de' tal calenda, produjo dos situaciones
consolidadas, a saber: (i) asumió la competencia de 'las comisiones tal y
como lo señala ,el artículo 38 de la tey 1564 de 2012, y (ii) Delego esa
funcióna los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte
de la Administración Municipal a través de Decreto N° 1000-21 248 de 2018,
(que derogo el anteriormente señalado), ha realizado una hermenéutica
jurídica restrictiva, bajo el arqurnentoque el parágrafo 10'del artículo 206 de
la Ley 1801 de 2016, derogo tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de
2012, según concepto N° 2332 de 06 de septiembre de 2017 y el concepto,
N° 11000-03-06-000-2Ó17 -00197 -00 (2363) de '13 de febrero de 2018
emanado de la sala de consulta del Consejo de Estado, arqurnentos que no
resisten el análisis bajo los supuestos que se pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del Consejo de Estado no son vinculantes según
lo establece el inciso segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011,

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE ESTADO ha señalado que estos
conceptos no son vinculantes, veamos una de:esas determinaciones:

• "Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son '
dictados en ejercicio de -ie función judicial y tampoco contienen la
voluntad de la administración o la manifestación de alguna función
administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos propiamente dichos: son la
manifestación de las opiniones técnico-jurídicas de una autoridad
investida de funciones asesoras O consultivas y, corno tel, no tienen
la entidad suficiente para definir o modificar una situación jurídica
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concreta, así como tampoco la tiene para definir ~/gún derecho
siJbjetivoparticular (individual o cotectivoy»,

(iii)Porque sin desconocer que la sala de consulta del consejo de
estado si señalo que el artículo 206 de la ley 1801 derogaba'
tácitamente el artículo 38'de la ley 1564 de 2012, tal apreciación o
hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible
jurídico.

í
- (iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto

2332 de 06 de septiembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto, es dable afirmar oue el parágrafo 1~del articulo 206 del
Código Nacional de Policía y Convivencia derogó tácita y
parcialmente18 el articulo 38 de la Ley 1564 de, 2012, en el
entendido de que eliminó la competencia de los inspectores de
policía para ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales
por comisión de los jueces.

y más adelante en su parte conclusiva indicó:

\-,

• "¿Con la entrada en vigencia de la Ley 1801 de 2016 y en
consideración a lo establecido en el parágrafo primero del artículo
206 de dicha norma, se suprimió la competencia de los inspectores
-de policía para adelantar diligencias iunsdicctonetes por comisión de
los jueces?

• Si. El parágrafo 1° del articulo 206 del Código Nacional de Policia
y-Convivencia, al derogar tácita y parcialmente el,artículo 38 de
la Ley 1564 de 4012, eliminó la competencia de los inspectores de
policía para 'fealizar diligencias jurisdiccrona/~s por comisión de los
jueces."

A su turno, enel concepto N° 11000-03-06-000~2017-00197-00(2363) de
13 de febrero de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo
1° del artículo 206 de la ley 1801 de 2016, derogo parcial y tácitamente el
artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de los inspectores
en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado que

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-
15-000-2014-02268~00(AC), Sentencia del 5 de'febrero de 2015, C.P. JORGE aCTAVIO RAMIREZ
RAMIRI:Z. -



el Alcalde delegue una función que es irdelegable y (d) que por ende el
acalde no puede delegar ni a los inspee¡tores ni a ningún otro servidor tal
función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión-de tal concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisiona
el juez sobre los funcionarios de pOlicíason de carácter jurisdiccional
o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones :que comisiona 'el juez a los
funcionarios de policia son de carácter jurisdiccional.

• "2. Si son de carácter jurisdicciohal, ¿se debe entender derogado
tácitamente el inciso 3° del artículo 38 del C;ódigo General del
Proceso, por lo dispuesto en'elpar:ágrafo1°del artículo 206 de la,Ley
1801 de 2016, en lo relativo a, los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del artículo 38 del Código Gener.aldel Proceso
fue derogado tácitamente por el parágrafo 1° del artículo 206del
Códígo Nacional de Policía y, Convivencia, en lo relativo a los
inspectores de policía como funcionarios de policía.

• ~'3.En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del artículo 38
del Código General del Proceso, conforme lo visto en la pregunta
anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan comisionando a
inspectores de policía para efectuar diligencias ''iurisdic;cio'!ales''?''

• No se presenta 'el supuesto de ,sta pregunta.
• "4. De llegarse"a entender derogado tácitamente el inciso 3° del

artículo 38 del Código General del Proceso, ¿esposible que los
alcaldes puedan delegar administrativamente en los inspectores de
policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• "5. ¿Pueden delegarse las diligencias que les han sido
encomendadas vía comisión' por parte de los jueces, a otros '
funcionarios? Y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del nivel
directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489
de 1998, o, en caso contrario, qué características deben tener
estos?"

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los
jueces a los alcaldes, no pueden ser delegadas por estos en los
inspectores de policía o en otros funcionarios. -

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por
decir lo menos, de una hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es
compartida por este operador jurídico, por lo menos por los siguientes
raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar
decisiones (salvo la entrega o secuestro en el cual no haya
oposición), está realizando realmente es un acto de ejecución de
una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir
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atribuciones que no les ha dado el ordenamiento jurídico; en
otras palabras, son, simples ejecutcres'.y como tales tiene' el
deber legal acorde alo reglado por el numeral 1° del artículo 201
de la Carta fundamental de prestar la colaboración para la
efectividad de las providencias judiciales (simples ejecutores).

Es de advertir, .que cuando el órgano de' consulta cita
precedentes jurisprudencia les de la Corte Suprema de Justicia
del año 1995 expediente 2153,' e incluso de sentencia de
constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991)
podría ser que la función de los inspectores si fuere jurisdiccional
en el entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del otrora
Código de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para
resolver oposiciones, desatar recursos, horizontales, y concesión
de verticales, cosa que no ocurre en: la actualidad en donde el
Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso' 3, 309
numeral 7 y 596 numeral 2 , expresamente prohíben cualquier
tipo de actuación de orden judicial e incluso la de practica de
pruebas, que si estaba permitido en el 338 del C.P.C, luego
entonces, siguiendo' las voces del guardia constitucional (C-733)
son simples ejecutores y por consiguiente no realizan funciones
jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe 'el conflicto aparente de las
leyes 1801 y 1564,. sino que las dos normas ~n su artículo 38
numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es
acompasarse.

(2.) Porque realmente no es cierto que el parágrafo 1° del artículo
I

206 de la ley 1801 de 2016 hubiese derogado tácitamente el
inciso tercero del artículo 38, de la ley 1564 de 2012, pues se
olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del
artículo 13 de la ley 1564 la única posibilidad de derogar
cualquier norma del código general es mediante' derogatoria

I •

expresa de la ley

• ""ARTíCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS
PROCESALES. Las normas procesales son de orden público
y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún
caso podrán ser derogadas. modificada$. o sustituidas por
los funcionarios o· particulares. salvo .autorización
expresa de la ley.".(Negrillas y subrayas fuera del texto
original).

(3.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del
artículo 38 de la ley 1564 de. 2012, y el artículo 242 de la ley
1801' de 2016 no derogo EXPRESAMENTE, el tantas veces
memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibldern.
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(4.) Por consiguiente, no es posjble desde ningún punto de vista
.hablar de derogatoria tacita, por la potísima razón de que la
misma está PROHIBIDA EXP!RESAMENTE por el precepto del
inciso primero del artículo 13 del C.G.P.

(5.) En este punto vale la pena, aplicar el.artículo 27 del Código Civil
Patrio, en tanto determina que no puede desatenderse el tenor
literal de la, ley cuando su sentido sea Claro.'

(6.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la
hipótesis de que no hubiese derogatoria tacita, ya fe que si había
que pronunciarse; en efecto, la sala de consulta le dio prelación
al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801 de 2016 bajo el
supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía; cronológico
y de especialidad, siendo estos dos últimos los que primaron,
para arribar a la conclusión de la derogatoria, mas sin embargo
inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad del
precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(7.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el
artículo 201 de la carta fundamental en la sentencia C 733 de
2000, señaló:

"De otro ledo. el artículo 201 de la .G.P., aunque referido al Gobierno,
incorpora otro principio que se extiende a toda la administración
pública: "Prestar a los funcionarios judiciales, con arreglo a las leyes,
los auxilios necesarios para hacer efectivas sus providencias".

Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el
cual prevalece sobre normas de menor jerarquía (ley 1801), por
expreso mandato del artículo 4° de la carta constitucional.

De allí que aún de ser aplicable 1Ft teoría del órgano de consulta, y
dado que no sería posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso
3° de la ley 1564, tendríamos entonces que concluir que el parágrafo
1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a
la luz de, los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 3°, y 13 Y 4°
de la carta fundamental, en consonancia con el artículo 38 inciso 3°
de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que inaplicarlo.

(8.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la
función de los inspectores en los despachos comisorios, si es
jurisdiccional" se debería inaplicar por inconstitucional, el
precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801, Y con
ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar
y/o delegar la diligencia a una autoridad de policía, bien por vía
del artículo 40 del C.G.P (por tener las mismas facultades del
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comitente) y/o de acuerdo a1parágrafo del artículo 9 de la Ley
489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del e.G.p.

(9.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde
y el inspector son autoridades de policía ( art 198 numerales 3° y
4°_de la ley 1~(}1 de 2016), no existe motivo medianamente valido
para sostener que el alcalde e incluso el corregidor si pueden ser
comisionado, en tanto que el inspector no, y' tanto más, si la
primera autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por
razones espacio- tiempo, no podrán atener con la diligencia
debida las comisiones, lo que redundará en el desquiciamiento
de la pronta y cumplida administración de justicia 'y todo ello con
el p-rurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el
conocimiento de eso ,despachos, y todo a partir de una
concepción equivoca y restrictiva,

(v)Así las cosas, la .Sala de consulta en el concepto ya aludido
desconoció estos mandatos legales y constitucionales y ello no le permitía
a la primera autoridad municipal para despojarse o repudiar la competencia
para adelantar los despachos comisorios ..

(vi)En adíción, la primera autoridad municipal que previamente había
reconocido la competencia para conocer los despachos comisorios en el
momento en que realizo la delegación, al derogar ese acto de delegacíón,
reasumió su competencia, y por e.llo no es de recibo que los inspectores

I

devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer
no es otra cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su
competencia.

(vii)EI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones
y no le es dable aducir qué existe la derogatoria del inciso 3° del artículo 38,
y en caso de desacatar la orden judicial', le puéde hacer incurrir en conducta
típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal, (prevaricato por
omisión, y/o fraude a resolución judicial).

-- "

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de
tutela, también abordo este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya
citada de 1~ de diciembre de 2017, y aclaró la facultad de los inspectores.
de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega y
secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto. ínter partes, la ratio
decidendi, constituye precedente que debe ser aplicado por la primera
autoridad municipal.
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(x)EI parágrafo 1'0del articulo 206 de la ley 1801 no excluyo desde
ningún punto de vista a losAlcaldes de laposibilidad de realizar comisiones,
por manera que independientemente de la hermenéutica jurídica relativa a
los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y constitucional de
realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3
del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de
obligatorio cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los
artículos 113 inciso 3° y 201 numeral 1° de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde
Municipal, para la práctica de la de lá diligencia de SECUESTRO y/o
ENTREGA quien está obligado legalmente, sin excepción alguna, a cumplir
la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de policía
en caso de compartir los argument()s jurídicos expuestos a la largo de esta
providencia, o, en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se
sirva hac~r sequirniento a la presente comisión y adelante las actuaciones
que en derecho correspondan en caso de que el comisionado se niegue a
cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir
en caso de rehusar o desacatar la competencia para cumplir la presente
comisión'

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL
CIRCUITO de Villavicencio, Meta,

RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER al Alcalde Municipal de la ciudad, el despacho
comisorio N° 026 de 2 de abril de 2018, para la práctica la diligencia de
entrega ordenada en el mismo. .

SEGUNDO: ACLARAR que la comisión estará limitada a la entrega de
bienes, sin ejercer funciones jurisdiccionales, ni la diligencia tiene carácter
jurisdiccional, y que en caso de presentarse oposición deberá darse
cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General del Proceso,
bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la
oposición total, o continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y
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remitiéndolas a este estrado judicial" con el fin de dar trámite a las
oposiciones.

El cornisionado queda facultado expresamente para· subcomisionar
ylo delegar para el cumplimiento de la presente comisión.¡ .

TERCERO. Por secretaria líbrese 10$ oficios, con JOS" insertos
correspondientes dirigidos al ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público
y para lo de su cargo.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

P 2U1S

JCHM

Email: ,,:¡,¡¡)\,j\'¡L,,:I¡lh>jI'\il\~U\I\LI.,:!¡I":d"('\,~;, Fax: 6621143
Carrera 29 N° 33 B - 79 Palado de Justicia. Oficina 405. Torre A.

- I



DISTRITOJUDICIAL DEVlllAVICENCIO
JUZGADO TERCEROCIVil

DEl CIRCUITO

Rama judicial
Consejo Superior de la Judicatura

Repúblicade Colombia

vlllavtcendo; veinticinco (25) de septiembre de dos mil dieciocho
(2018),

Ref: Expediente NO 50001 3103 003 1997- 00268 00

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 del Código General
del Proceso, él cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a
los alcaldes y demás funcionarios de policía, la realización de ciertas
diligencias, siempre y cúando no se trate de recepción o práctica de
pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las
autoridades judiciales para la debida prer,1tació.n del servicio de justicia, tal y
como lo consagra el artículo 113 de la ca a fundamental ( ver para el efecto
las sentencias C-733 de 2000. M.P. Ci uentes Muñoz, Eduardo, y C-789
DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.)., .

- La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con
claridad meridiana lo siguiente: I

, .

• "ARTíCULO 38. COMPEtENCIA. La Corte podrá comisionar a las
demás autoridades judiciales. Los tribunales superiores y los jueces
podrán comisionar a las' autoridades judiciales de igualo de inferior
categoría.

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan
funciones jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa
especialidad;

• Cuando no se trate de recepción o práctica de pruebas podrá
. I

comisionarse a los alcaldes y demás funcionarios de policía, sin
perjuicio del auxilio que deban prestar, en la forma señalada en
el artículo anterior.(. ..)"(Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Signific~ entonces lo anterior, que en ~ste evento la ley 1564 de
2012, le otorgo a los ALCALDE;S, INSPECTORES e incluso
CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en aquellos eventos en
los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de
entrega y practica de medidas cautelares.

Email: I Fax: 6621143
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Respecto a este asunto la Honorable Corte. Constitucional, en
, \

sentencia C-733 del 21 de junio de12000, señaló:

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás
tunctonerios de policía, como órganos aptos legalmente, para'

, obrar como comisionados de los jueces, delimitan su función
en té'"1inos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la reoepción o práctica de pruebas. De otro

"lado, tratándose, de la diligencia de secuestro y entrega de
pienes - .teme en los que' se concentran los cargos de
inconstitúcionalidad -, elconcurso que se solicita a tos mismos
servidores' públicos, se contrae a ejecutar· la decisión
judicial previamente adoptada. Por este aspecto, la Corte
observa que el legislador no ha desvirtuado el principio de
colaboración entre los órganos públicos, pues ha mantenido
una clara distinción y separación entre las funciones estatf1les.
En modo alguno. prever y regular legalmente el apoyo de
la administración a la ejecución material de una decisión

/ judicial. signi~ca usurpar las túnciones asignadas a los
jueces. (. . .)

• ( ...) Lo que se controvierte por el- actor es que entre los
c,omisionados eventuales para practicar seouestros y ejecutar
órdenes de entrega de bienes, figuren los alcaldes y demás
tuncionerios d€)ooüct«. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o
desproporcionadas. Tomada por el juez la decisión de gue

, I

un bien sea secuestrado o entregado. su providencia
demanda ejecución material; precisamente; los alcaldes y
funcionarios de policía, dentro' del marco de la Constitución y
de la ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a
la administración de justicia, la más eficaz colaboración. (. ..)"
(subrayado fuera de texto).

El artículo 13 del Código General del Proceso, señala de mañera
univoca que las normas procesales son de orden público y por consiguiente
de obligatorio cumplimiento y por ello mismo que no puede ser derogadas '
saJvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado
precepto legal:

• "ARTíCULO ,13. OBSERVANCIA DE NORMAS P~OCESALES. Las
normas procesales son de orden público y, -por ,cofJsiguiente, de
obligatorio cumplimiento, yen ningún caso' podrán ser derogadas.
modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares.
salvo autorización expresa de la ley." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).



\'

¡

. La ley 1801 de 2016, en su ., 242 no derogo expresamente el
artículo 38 inciso 3° de la ley 1564 de 20f2.

I

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTíCULO 10.DEBERES' DE LAS AUTORIDADES DE
POLIcíA. Son deberes generales de las autoridades de Policía:

• Cumplir V hacer cumplir la Constitución, las leyes, las normas
contenidas en el presente Código, las ordenanzas, los acuerdos, y
en otras disposiciones que dicten las autoridades competentes en
materia.

• 8. Colaborar con las autorid.des (udiciales, para la debida
prestación del servicio de justifia." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

¡

Lo que significa que la autoridad ~e policía tiene el deber de cumplir
las leyes, y dentro de las mismas esta la ¡ley 1564 en sus artículos 38 inciso
tercero y numeral segundo y artículo 309 numeral 7°, en concordancia con
el artículo 596 numeral 2° ibídem.

Ahora, en tema de funciones administrativas, que es el que nos
ocupa, encontramos el siguiente articulado del reciente código Nacional de
Policía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTíCULO 198. AUTORIDADE$ DE POLIcíA. Corresponde a las
autoridades de Policía el conocimiento y la solución de los conflictos
de convivencia ciudadana. '

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
,• 3. Los Alcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores. '
• 5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad,

ambiente, minería, ordenamiento territorial, protección al patrimonio
cultural, planeación, vivienda y espacio público y las, demás que
determinen la ley, las ordenanzps y los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención
inmediata de Policía y demás personar uniformado de la' Policía
Nacional (. ..)." (Negrillas y subrayas fuera del texto original).

• "ARTíCULO 205. ATRIBUCIONESDELALCALDE. Corresponde al
alcalde:
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• 1.Dirigir y coordinar las autoridades,de,Policía en el municipio'
o distrito. .

• 2~Ejerqer la función de Policía para garantizar el ejercicio de 10s
derechos y libertades públicas, así como el cumplimiento de los
deberes de conformidad con la Constitución,' la ley y las,
ordenanzas.· (,...)

• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos' en este -Código y en
la ley, las ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

• "ARTíCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE
POLIcíA RURALES, URBANOS Y CORREGIDORES. Les
corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4., Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las
ordenanzas y' los acuerdos.( ...)

• PARÁGRAFO 10.Los inspectores de Policía no ejerCf¿rán
funciones ni realizarán diligencias jurisdiccionales por comisión
de los jueces, de acuerdo. con las normas especiales sobre la
metene. .

• PARÁGRAFO 20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de
Policía' que el Alcalde considere necesario, para una rápida, y
cumplida prestqción de la funciónde Policía en el municipio." Negrilla
y subrayas fuera de1texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al' alcalde se
encuentran las de dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el
municipio o distrito, cumplir con los deberes de conformidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos a él
atribuidos en el código de policía, la ley, las órdenanzas y tos
acuerdos.

Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso
tercero, 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2°
ibídem: le otorgan al ALCALDE unas funciones que no puede repudiar ~i
desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo
205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de
conocer los asuntos, atribuidos en 'la ~ey, resulta indisc~tible' que el,
ALCALDE si tierre eldeber de practicar comisiones delegadas por los jueces
de la república, en aquellos eventos en lescuales no.se requiera de práctica
de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.
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Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del artículo 206 .
de la ley 1801 de 2016, no incluyo a lor alcaldes dentro de la excepción
para practicar comisiones, por manera que sí tiene el deber legal descrito
en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564
de 2012.

Ahora, .en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de
Justicia, los inspectores de policía también tienen competencia para
realizar directamente las diligencias de comisión, pues el máximo
órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia de tutela del 19 de
diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

"Así, verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía, en
tratándose de lo concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes,
si bien no pueden dispensar justicia habida cuenta que cárecen de
jurisdicción para manifestarse en tomo a la definición de' tales tópicos, la
que recae en cabeza de los admlristradores judiciales, sí pueden
concurrir con su gestión a dar efectiridad a las órdenes judiciales que
relativamente a aquellas ya han sidq adoptadas; dicho de otro modo,
ellos en manera alguna pueden áisponer que un bien deba ser
secuestrado oentreqeao, en tanto que tal atribución no está dentro de la
específica órbita de su gestión públice, más en cambio son aptos para
'hacer cumplir aquellas. De suyo, mal puede confundirse. que la
realización material de las diligencfas de entrega y/o secuestro por
cuenta de los inspectores de policía sea, propiamente hablando
desde eipunto de vista legal, el a"ogamiénto o la traslación de la
facultad de administrar justicia, cuando las mismas les son
comisionadas por los operadores judiciales. No, en modo alguno;
ello meramente es el ejercitamiento de une función de carácter
administratívo, que propende a realizar lo que un juez de la
República al efecto dispuso mediante providencia ejecutoriada,
pues su gestión .'se halla desprovista de cualesquiera injerencia
resolutoria desde el punto de vista judicial.

(. ..)

Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son
«comisionados» para la práctica de un «secuestro» o una
«diligencia de"entrega» no emprgnden un laborío distinto al de
sencillamente servir de instrumentos de la justicia para materializar
las órdenes previamente impartidas por los funcionarios judiciales
que así disponen, por lo propio drJvieneque bajo ninguna óptica
puede predicarse que están desarrollando' función o
diligenciamiento de tenor judicial, fino que simplemente, itérase, lo
que allí cumplimentan es el ejercicio de una eminente «función
administrativa», por lo que no es plausible predicar que a la luz del
canon 206 de la Ley 1801 de 2016 o Código Nacional de Policía y
Convivencia se hallen impedidos PIra asumir el diligenciamiento de

.. las comisiones que en ese sentido se les impongan los jueces de la
República"1. "

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111-22-13-
- 000-2017 -00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco.
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En ese orden, se tiene que él precepto del parágrafo 1° del.articulo 206

de la Ley 1801 del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de
Policía sé le deleguen funciones jurisdiccionales y/o práctica de ,diligencias
de la misma índole. En cuanto a lo primero, en el presente caso, este
despacho no está deleqando funciones jurisdiccionales, pues por mandato
constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto
a lo sequndo, por mandato de lo previsto en el artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el artículo 596 numeral 2° del Código General del
Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para resolver
recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada, es netamente
dé carácter administrativo, 0, lo que es lo mismo seqún voces del ,guardián
constitucional "elconcurso que se solicita a los mismos servidores públicos,
sé contrae a' ejecutar la decisión judicial previamente
adoptada.:'(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 anteriormente citada),
la cual debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente'
que tales normas son de orden público. y de obligatorio cumplimiento, tal y
como lo consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden
comisionar para la' realización de diligencias de entrega, o
práctica de medidas cautelares, los Alcaldes Mayores o
Municipales;

, .
ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de

Pólicía y Convivencia no prohíbe comisionar, por parte de los
jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó,' tanto el ALCALDE como los
INSP,ECTORES DE POLlCIA, en las diligencias de entrega de
bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen funciones

. jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley
y la jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro
el alcalde o el' inspector de policía pierde. competencia y
deberá remitirse el negocio al Juzgado comitente para
resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también
tienen esa misma competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de .Casaeión Civil de la Corte
Suprema de Justicia, quien mediante sentencia de tutela del
de diciembre de 2017, Radicación No. 76111-22-13-000-
201.7-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció
que los INSPECTORES DE POLlCIA, en las diligencias de
entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no
cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas y que
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tiene el deber de practica las comisiones, al igual que los
alcaldes.

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto N°
1000-21/237 del18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• "Por medio del cual el Alcalde de Vi/lavicencio, encarga el
conocimiento y practica de los aespechos comisorios en los cuales
sea comisionado por los diferentes juzgados, a los Inspectores de
Policía y Corregidores del Municipio deVi/lavicencio".

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo dos situaciones
consolidadas, a saber: (i) asumió la competencia de las comisiones' t,al y
como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, y (ii) Delego esa
función a los inspectores de policía:

i

I

No obstante lo anterior, de acuerdo cbn la interpretación dada por parte
I -

de la Administración Municipal a través d$ Decreto N° 1000-21 248 de 2018,
(que derogo el anteriormente señalado), ha realizado una hermenéutica
jurídica restrictiva, bajo el argumento que el parágrafo 1° del artículo 206 de
la Ley 1801 de 2016, derogo tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de

I .

2012, según concepto N° 2332 de 06 de septiembre de 2017 y el concepto
N° 11000-03:.06~000-2017 -00197 -00 (2e63) de 13 de febrero de 2018
emanado de la,sala de consulta delConsejo de Estado, argumentos que no
resisten el análisis bajo los supuestos que se pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del Consejo de Estado no son vinculantes según
lo establece el inciso segundo' del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE-ESTADO ha señalado que estos
conceptos no son vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• ~IEstos conceptos no son vinciüentes, además, porque que no son
dictados en ejercick: de la tuncién judicial y tampoco contienen la
voluntad de la administración o la manifestación de alguna función
administrativa; en otras petebres.. debido a que no son providencias
judiciales ni actos edministretivos propiamente dichos: son la
manifestación de las opiniones técnico-jurídicas 'de una autoridad
investida de funciones asesoras o consultivas y, como tal, no tienen
la entidad suficien~e para definir o modificar una situación jurídica
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concreta, así como tampoco la, tiene para definir ~/gún derecho
subjetivo particular (individual o ootectivov».

(iii)Porque sin desconocer, que la sala de consulta del consejo de
estado si señalo que el artícuJo 206 de la ley 1801 derogaba
'tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal aprecíaclón o
hermenéutica parte de un equívoco; pues esto es un imposible
jurídico:

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto
2332 de 06 de septiembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto, es dable afirmar que erparágrafo 1°del artículo 206 del
Codigo Nacional de Policía y. convtvencie derogÓ -'tácita y
parcialmente18 el artículo 38 de la Ley 1564 de 2012, en et
entendido de que' eliminó la competencie .de Ips inspectores de
policía para ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales
por comisión de los jueces.

y más adelante en su parte conclusiva indicó:

"

• "¿Con la entrada en vigencia de la Ley 1801 de 2016 y en
consideración a lo establecido en el parágrafo- primero del entcuto
206 de dicha norma, se suprimió la competencia de los inspectores
de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales por comisión de
los jueces?

• Sí. El parágrafo 1° del artículo 206 del C6digo Nacional de Policía
y Convivencia, al derogar tácita y parcialmente el artículo 38 de
la Ley 1564 de 2012, eliminó la competencia de los inspeetores de
oolicie para realizar diligencias jurisdiccionales por comisiÓn de los
jueces."

A su turno, en el concepto N° 11000-03-06-000':2017-00197-00 (2363) de
. 13 de febrero de 2018, el Órgano de consulta preciso: (a) que el párágrafo
1° del artículo 206 de-la ley 1801 de 2016, derogo parcial y tácitamente el .

. artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de 19sinspectores
en las diligencias de comisión' son jurisdiccionales; (c)que está vedado que

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-
15-000·2014-02268-00(AC), Sentencia del 5 de febrero de 2015, C.P. JORGE OCTAVIO RAMIREZ
RAMIREZ. '
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el Alcalde delegue una función que es ¡ldelegable y (d) que 'por ende el
acalde no puede delegar ni a los inspectores ni a ningún otro servidor tal,
función. I

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

¡. ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisiona
el juez sobre los funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional
o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones que .comisiona el juez a· los
funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional.

• "2. Si son de carácter jurisdiccional, ¿se. debe entender derogado
tácitamente el inciso' 3° del artículo 38 del Código General del
Proceso, por lo dispuesto en elparágrafo 1° del artículo 206 de la Ley
1801 de 2016, en lo relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del artículo 38¡del Códi o General de Proceso
fue dero ado tácitamente or e ará rafl 1° del artículó 206 del
Códi o Nacional de Policía onvivencia en lo relativo a los
ins ectores de olicía como fu cionarios de olida.

• "3. En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del artículo 38
del Código General del Proceso; conforme lo visto en la pregunta
anterior, ¿sería procedente que ¡los jueces sigan comisionando a
inspectores de policía para etectuer diligencias 'Jurisdiccionales"?"

• _No se presenta el supuesto de ~stapregunta.
• "4. De llegarse a entender dero~ado tácitamente el inciso 3° del

artículo 38 del Código General pel Proceso, ¿es posible que los
alcaldes puedan delegar administrativamente. en. los inspectores de
policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• "5. ¿Pueden delegar se las diligencias que les han sido
encomendadas vía comision por parte de los jueces, _a otros
funcionarios? Y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del nivel
directivo o,asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489
de 1998, o, en caso contrario, qué características deben tener
estos?"

• Las funciones o. diligencias jurisdiccionales comisionadas por los
jueces a los alcaldes, no pueden ser delegadas por estos en los
inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica. se itera, parte de varios equívocos o por
decir lo menos, de una hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es
compartida por este operador jurídico, por lo menos por los siguientes
raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía n~ puede practicar pruebas, ni adoptar
decisiones (salvo la entreqa o secuestro en el cual no haya
oposición), está realizando realmente es un acto de ejecución de
una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir
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atribuciones que no les ha dado el ordenamiento jurídico; en
, otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el
deber leg~1acorde a lo reglado por el numeral 1° del artículo 201
de ,la Carta fundamental de prestar la colaboración para la
efectividad de las providencias judiciales (simples ejecutores).

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita
precedentes jurisprudenciales de la Corte Suprema de Justicia
del año 1995 expediente 2153, e incluso de sentencia de
constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991)
podría ser que la función de los inspectores sifuere jurisdiccional
en e1 entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del otrora
Código de Procedimíento Civil, .facultaban al comisionado para
resolver oposiciones, desatar recursos, horizontales, y concesión
de verticales, cosa que no ocurre en' la actualidad en donde el
Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, 309
numeral 7.y 596 numeral 2 , expresamenteprohíben cualquier
tipo dé áctuació~ de orden judicial e incluso la de. practica de

, pruebas, que si estaba permitido en el 338 del C.P.C, luego
entonces. siguiendo las voces del guardia constitucional (C-733)
son simples ejecutores y por consiguiente no realizan funciones
jurisdiccionales.

Significa -lo anterior que no existe el conflicto aparente de las
leyes 1801 y 1564, sino que las' dos normas en su artículo 38
numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es
acompasarse.

(2.) Porque realmente no es cierto que el parágrafo 1° del artículo
206 de la ley 1801 de 2016 hubiese derogado tácitamente el
inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues se
olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del
artículo 13 de la ley 1564 la única posibilidad de derogar
cualquier norma del códlqo general es mediante derogatoria
expresa de la ley

• ""ARTíCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS
PROCESALES. Las normas procesales: son de orden público
y, por consiguiente, de obligtJtorio cumplimiento, y en ningún
casopodrán ser derogadas.modificadas o sustituidas por
los funcionarios o particulares" salvo 'autorización
expresa de la ley.".(NegrUlas y subrayas fuera del texto

,'original).

-,

(3.) En este caso no exíste ley alguna que autorice la derogatoria del
artículo 38 de la ley 1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley
1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE, el tantas veces
memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el artículo 596 numer.aI2° ibídem.
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(4.) Por consiguiente, no es pos ble desde ningún punto de vista
hablar de derogatoria tacita, .por la potísima razón de que' la
misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE por el precepto del
inciso primero del artículo 13 del C.G.P.

(5.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil
'Patrio, .en tanto determina que no puede desatenderse el tenor
literal de la ley cuando su sentido sea claro.

(6.) En el concepto, se indicó que no había lugar a pronunciarse en la
hipótesis de que no hubiese derogatoria tacita, ya fe que si había
que pronunciarse; en efecto, la sala' de consulta le dio prelación
al mandato del parágrafo ~o de la ley 1801 de 2016 bajo el
supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico
y de especialidad, siendo estos dos últimos los que primaron,
para arribar a la conclusión de la derogatoria, mas sin embargo
inobservó el verificar el a~álisiS de constitucionalidad del
precepto normativo del paráqrafo 1° de la ley 1801.

I ,
(7.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el

artículo 201 de la carta fundamental en la sentencia C 733 de
2000, señaló:

"De otro lado, el artículo 201 de la !C.P., aunque referido al Gobierno,
incorpora otro principio que se extiende a toda la administración
públíca: "Prestara los funcionarios judiciales, con arreglo a las leyes,
los auxilios necesarios para hacer efectivas sus provkiencies".

Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el
cual prevalece sobre normas de menor jerarquía (ley 1801), por
expreso mandato del artículo 4.0 de la carta constitucional.

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y
dado que no sería posible la derogatoria tacita-del artículo 38 inciso
3° de la ley 1564, tendríamos entonces.que concluir que el parágrafo
1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a
la luz de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 3°, y 13 Y 4°
de la carta fundamental, en consonancia con el artículo 38 inciso 3°
de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que inaplicarlo.

(8.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la
función de los inspectores eh los despachos comisorios, si es
jurisdiccional, se debería inaplicar por inconstitucional, el
precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801, Y con
ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar
y/o delegar la diligencia a una autoridad de policía, bien por vía
del artículo 40 del C.G.P (por tener las mismas facultades del
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comitente) y/o de acuerdo al parágrafo del artículo 9 de la' Ley
489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del e.G.p.

(9.) Razones d_elógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde
y elinspector son autoridades de policía (art 198_numerales 30 y
4° de la ley 1801 de 2016), no existe motivo medianamente valido·
para sostener que el atcalde e incluso el corregidor si pueden ser

. comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la
primera autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por
razones . espacio- tiempo, no podrán atener con la diligencia
debida las comisiones, lo que redundará en el desquiciamiento
de la pronta y cumplida administración de justicia y todo ell'o con
el prurito de señalar que a 'los inspectores les está vedado, el
conocimiento de eso despachos" y todo a partir de una
concepción equivoca y restrictiva,

/ (v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido
desconoció estos mandatosleqales y constitucionales y ello no le permitía
a la primera autoridad municipal para despojarse o repudiar la competencia
para adelantar los despachos comisorios.

(vi)En adición, la primera autoridad rnunlcipal que previamente había
reconocido la competencia para conocer los despachos cornisortos en el
momento en que realizo ta delegaqión, al derogar ese acto de delegación,
reasumió su competencia, y por ello no es de recibo que los inspectores
devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, 16 que pueden hacer
no es otra cosa que remitir- la actuación a la autoridad que reasumió su
competencia.

(vii)EI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones
y no le es dable aducir que existe la derogatoria del inciso 3° del artículo 38,
y en caso de desacatar la.orden judicial, le puede hacer incurrir en conducta

, , ,

. típicamente relevante a nivel, disciplinario. y aun penal, (prevaricato por
omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii}EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de
tutela, también abordo este prolegómeno. mediante sentencia de tutela ya
citada de 19 de diciembre de 2017, y aclaró la facultad de los inspectores
de policía y aun de los alcaldes para realizar. las diligencias de entrega y. ' .
secuestró de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio
decidendi, constituye precedente que debe ser aplicado por la primera
autoridad municipal.
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(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde
ningún punto de vista a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones,
por manera que independientemente de la hermenéuticajurídica relativa a
los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y constitucional de
realizar esta clase de diligencias, conforme lo, reglado en el inciso 3
del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de
obligatorio cumpljmiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los
artículos 113 inciso 30 y 201 numeral 1'0de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde
Municipal, para la práctica de la de la diligencia de SECUESTRO y/o
ENTREGA quien está obligado legalmente, sin excepción alguna, a cumplir
la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de policía
en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta
providencia, o, en su defecto, asumiend9 directamente la comisión.

i .

Se ha de oficiar así mismo almmtsterío público y con el fin de que se
sirva hacer seguimiento a la presente cdmisión y adelante las actuaciones
que en derecho correspondan en caso de que el comisionado se niegue a
cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir
en caso de rehusar o desacatar la competencia para cumplir la presente
comisión

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL
CIRCUITO de Villavicencio, Meta,

RESUELVE':

PRIMERO: DEVOLVER al Alcalde Municipal de la ciudad, el despacho
comisorio N° 080 de 30 de julio de 2018, para la práctica la diligencia de
entrega ordenada en el mismo. (fls. 126 a 129 del informativo).

SEGUNDO: ACLARAR que la comisión estará limitada a la entrega de
bienes, sin ejercer funciones jurisdiccionales, ni la diligencia tiene carácter
jurisdiccional, y que en caso de presentarse oposición deberá darse
cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General del Proceso,
bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la
oposición total, o continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y

Email: l,t()II.'y(:i(I¡LS';I)<](IJr;¡III'I.!II[II"I,',i,Lg"\ j,: Fax: 6621143
Carrera 29 N° 33 B ~ 79 Palacio de Justicia. Oficina 405. Torre A.



remitiéndolas a este 'estrado judicial con el fin de dar trámite a las
oposiciones.

El comisionado queda facultado expresamente para subcomisionar
ylo delegar para el cumplimiento de la presente comisión.

TERCERO.. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos
correspondientes dirigidos al ALCALDE MUNCHPALy al Ministerio Público
y para lo de su cargo. .

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

YENNIS

JCHM
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DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre de dos 'mil dieciocho
(2018).

Ref: Expediente NO 50001 31$3 003,2018- 00066 00

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 del Código General
del Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales' para comisionar, a
los alcaldes y demás funcionarios de policía, la realización de ciertas
diligencias, siempre y cuarido no se trate de recepción o práctica de
pruebas, por lo que, es deber- los mismos, prestar su colaboración a las
autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y
corno lo consagra el artículo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto
las sentencias C-733 de 2000. M.P. Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789
DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con
claridad meridiana lo siguiente:

• "ARTíCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las
demás autoridades judiciales. Los tribunales superiores y los jueces
podrán comisioner a las autoridades judiciales de igualo de inferior
categoría.

• Podrá oomisicnerse a las autoridades administrativas que ejerzan
funciones jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa
especialidad.

• Cuando no se trate de recepción o práctica de pruebas pódrá
comisionarse a los 'alcaldes y d,más funcionarios de policía, sin
perjuicio del auxilio que deban 'prestar, en la forma señalada en
el artículo anterior.(. ..)"(Negrilla y subrayas fueradel texto original).

Significa entonces lo anterior, que en este evento la ley 1564 de
2012, le otorgo a los ALCALDES, INSPECTORES e incluso
CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en aquellos eventos en
los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de
entrega y practica de medidas cautelares.

Fax: 6621143



Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en
sentencia C-733 del 21 de junio del 2000, señalo:

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás,
funcionarios de policía, como órganos aptos legalmente para
obrar como comisionedos de los jueces, delimitan su función
en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica, de pruebas: De otro
lado, tratándose. de la diligencia de secuestro y entrega de
bienes - 'teme en los que se concentran los cargos de
inconstitucionaJidad -, el concurso que se solicita a los mismos
servidores públicos,' se contrae a ejecutar. la decisión
judicial previamente adoptada. Por este aspecto, la Corte'
observa que- el legislador no ha desvirtuado el principio de
colaboración entre los órgános públicos, pues ha mantenido

!una clara distinción y separación entre las funciones estatales.
En modo alguno, ,prever y regular legalmente el apoyo de
la administración a ,la ejecución material de una decisión
judicial. significa usurpar las funciones asignadas a los
jueces. (. . .)

.
• ( ...) Lo que se controvierte' por el actor es que entre los

comisionados eventuales para practicar secuestros y ejecutar
órdenes de entrega de bienes, figuren los alcaldes y demás
funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o
desproporcionaqas. Tomada por el juez la decisión de que
un 'bien' sea secuestrado o entregado. su providencia
demanda ejecución material; precisamente, los alcaldes y ,
funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y
de la 'ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a
la administración de justicia, la más eficaz colaboración. (. ..)"
(subrayado fuera de-texto). -

El artículo 1.3del Código General del Proceso, señala de manera
univoca que las normas procesales son de orden público y por consiguiente

, de obligatorio cumplimiento y por, ello mismo que no puede ser derogadas
salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala '€I citado
precepto legal:

J

• "ARTíCULO 13. OBSERVANCIA DE ,NORMAS PROCESALES. Las
normas procesales son de orden público y,' por consiguiente, de
'obligatorio cumplimiento, yen ningún caso podrán ser derogadas.
modificadas o sustituidas por los fuhcionarios o particulares.

, salvo autorización expresa de la ley." Negrilla y subráyas fuera del'
texto original).
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La ley 1801 de 2016, en su artículL 242 no derogo expresamente el
artículo 38 inciso 3° de la ley 1564 de 20r2.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTíCULO 10.DEBERES DE LAS AUTÓRIDADES DE
POLIcíA. Son deberes generale! de las autoridades.de Policia:

• Cumplir v hacer cumplir la Constitución, las leyes, las normas
contenidas en el presente .Código, las ordenanzas, los acuerdos, y
en otras disposiciones que dicten las autoridades competentes en
materia.

• 8. Colaborar con las autorid,des judiciales para la debida
prestación del servicio de justifia." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir
las leyes, y dentro de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso
tercero y numeral segundo y artículo 309 numeral 7°, en concordancia con
el artículo 596 numeral 2° ibídem.

Ahora, en tema de funciones administrativas, que es el que nos
ocupa, encontramos el siguiente articulado del reciente código Nacional de
Policía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTíCULO 198. AUTORIDADESDEPOLIcíA. Corresponde a las
autoridades de Policía el conocimiento y la solución de los conflictos
de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. Los Alcaldes Distritales o Municipales.,
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad,

ambiente, minería, ordenamiento territorial, protección al patrimonio
cultural, planeación, vivienda y especie público y las demás que, '
determinen la ley, las ordenanz@sy los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, súbestecion y decentro de atención
inmediata ,de Policía y deme« personal uniformado de la Policía
Nacional (. ..)." (Negrillas y subrayas fuera del texto original).

• "ARTíCULO 205.ATRIBUCIONis DELALCALDE. Corresponde al
alcalde:
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• 1.Dirigir y coordinar las autoridades de PoIicia en el municipio _
• o distr.ito.

• 2. Ejercer la función de Policía para' garantizar el ejercicio de los
derechos y libertades públioas, así como el cumplimiento de los
deberes de ,conformidad con la Constitución, la ley y las
ordenanzas.

• (.J ,
• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en

la ley, las ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera
'.del texto original). '

• "ARTíCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE
POLIcíA RURALES, URBANOS Y CORREGiDORES. Les
corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le sena/en la Constitución, la ley, las
ordenanzas y IQS acuerdos.( ...)

• PARAGRAFO 10. Los' inspectores de Policía no ejercerán
funciones' ni realizaráh diligencias jurisdiccionales por comisión
de los jueces, de acuerdo con las normas especiáles sobre la
materia.

)

• PARAGRAFO 20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de
Policía que el Alcalde _considere necesario, para una rápida y
cumplida prestación de la función de Policía en el municipio." Negrilla
y subrayas fuera del texto origi,nal).

(

/

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la.primera autoridad de policía de un municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado. al alcalde se
encuentran las de dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el
municipio o distrito, cumplir con los deberes de conformidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos a él
atribuidos en el código de policía, I~ ley, la~ ordenanzas y los.
acuerdos,

.
Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso

tercero, 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2°
ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones que no puede repudiar ni
desconocer y si adicionalmente la misma léy 1801 de 201'6 en su artículo
205 le impone unas atribuciones entre las cuales' se encuentran las de
conocer los asuntos atribuidos en la ley, resulta indlscutiole que el
ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones delegadas por los jueces
de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de práctica
de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.
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Obsérvese adicionalmente que eiparágrafO primero del artículo 206
de la ley 1801 de 2016, no incluyo a lo, alcaldes dentro de la excepción
para practicar comisiones, por manera que sí tiene el deber legal descrito
en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564
de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte ,Supremade
Justicia, los inspectores de policía también tienen competencia para
realizar directamente las diligencias de comisión, pues el máximo
órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia de tutela del 19 de
diciembre de 2017, estableció lo siguiente: '

"Así, verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía, en
tratándose de lo concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes,
si bien no pueden dispensar justicia habida cuenta que carecen de
jurisdiccion para manifestarse en tomo a la definición de tales tópicos, la
que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden
concurrir con su gestión a dar efectividad a /Ias órdenes judiciales que
relativamente a aquellas ya han sido adoptadas; dicho de otro modo,
ellos en manera alguna pueden disponer que un bien deba ser
secuestrado o entregado, en tanto qu« tal atribución no está dentro de la
específica órbita de su gestión pública, más en cambio son aptos para
hacer cumplir aquellas. De suyo, 'mal puede 'confundirse que la
realización material de las diligencias de entrega y/o secuestro por
cuenta de los inspectores de policía sea, propiamente hablando
desde el punto de vista legal, el arrogamiento o la traslación de la
facultad de administrar justicia, cuando las mismas les son
comisionadas por los operadores judiciales. No, en modo alguno;
ello meramente es el ejercitamiento de una tunctén de carácter
administrativo, que propende a realizar lo que un juez de la
República al efecto dispuso mediante providencia ejecutoriada,
pues su gestión se halla desprovista de cualesquiera injerencia
resolutoria desde el punto de vista judicial.

(. . .)

Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son
«comisionados» para la práctica de un' «secuestro» o una
«diligencia de entrega» no empr~nden un laborío distinto al de
sencillamente servir de instrumentos de la justicia para materializar
las órdenes previamente impartida! por los funcionarios judiciales
que así disponen, por lo propio deviene que bajo ninguna óptica
puede predicarse que están desarrollando función o
diligenciamiento de tenor judicial, fino. que simplemente, itérase, lo
que allí cumplimentan es .el ejercicio de una eminente «función
administrativa», por lo que no'es Plausible predicar que a la 'luz del
canon 206 de la Ley 1801 de 2016¡ o Código Nacional de Policía y
Convivencia se hallen impedidos PBraasumir el diligenciamiento de
.lascomisiones que enesesentido :seles impongan los jueces de la
República"1.

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diclemore de 2017, Radicación n." 76111-22-13-
000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco.
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En ese 'orden, se tiene que el precepto del parágrafo 1° delartículo 206
de la Ley 1801 del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de
Policía se le deleguen funciones jurisdiccionales y/o práctica de diligencias
de la misma índole. En cuanto a lo primero, en el presente caso, este
despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato
constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y 'en cuanto
a lo segundo, por mandato de lo previsto en.el artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el artículo 596 numeral 2° del Código General del
Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para resolver
recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada, es netamente

. de carácter .administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del guardián .
consfítucional re/ concurso que se solicita a los mismos servidores públicos,
se contrae a ejecutar la decisión judicial Dreviamente

_.adoptada."(Sentencia C-733 del2f de junio del 2000 anteriormente citada),
la cual debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente
que tales normas son de orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y
como lo consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policle a quienes los jueces' pueden
comisionar para la realización de diligencias' de entrega' o
práctica de medidas cautelares, los Alcaldes Mayores o
Municipales;

/

ii) el parágrafo del artículo 20~ del nuevo Código Nacional de
Policía y Convivencia no prohíbe comisionar, por parte de los
jueces de la república a los Alcaldes. -

iii) como ya. se indicó, tanto el ALCALDE corno los
INSPECTORES DE POLlCIA, en las diligencias de entrega de
bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen funciones

. jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley
y la jurisprudencia previamente mencionada;

en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro
el alcalde o el inspector de policía pierde competencia y
deberá remitirse el negoció al Juzgado comitente para
resolverse sobre el punto; .

iv)

v) En todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también
tienen esa misma competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte
Suprema de Justicia, quien mediante sentencia de tutela del
de diciembre de 2017, Radicación No. 76111-22-13-000-
2017-00310-0/1, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció
que los INSPECTORES DE POLlCJA, en las diligencias de
entrega de bienes y' práctica de medidas cautelares no
cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas y que

, ,
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tiene el deber de practicar: las comisiones, al igual que los
alcaldes.

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, .expidió el Decreto N°
1000-21/237 del 18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• -"Por medio del cual el Alcalde de viñevicenco. encarga el
conocimiento y practica de los despachos comisotios en los cuales
sea comisionado por los diferentes juzgados, a los Inspectores de
Policía y Corregidores del Municipio de Villavicencio".

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo dos situaciones
consolidadas, a saber: (i) asumió la_competencia de las comisiones tal y
como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, y (ii) Delego esa
función a los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo Con la interpretación dada por parte
de la Administración Municipal a través de Decreto N° 1000-21 248 de 2018,
(que derogo el anteriormente señalado), ha realizado una hermenéutica
jurídica restrictiva, bajo el argumento que el parágrafo 1° del artículo 206 de
la Ley 180~ de 2016, derogo tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de
2012, según concepto N° 2332 de 06 de septiembre de 2017 y el concepto
N° 11000-03-06-000-2017-00197 -00 (2363) de 13 de febrero de 2018
emanado de la sala de consulta del Consejo de Estado, argumentos que no
resisten el análisis bajo los supuestos que se pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del Consejo de Estado no son vinculantes según
lo establece el inciso segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque' el mismo CONSEJO DE ESTADO ha señalado que estos
conceptos no son vinculantes, veamos una de esas determil)aciories:

• "Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son
dictados en ejercicio de la función judicial y tampoco contienen la
voluntad de la administración o la manifestación de alguna función
administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos propiamente dichos: son la
manifestación de las opiniones técnico-jurídicas de una autoridad
investida de.funciones asesoras <1> consultivas y, como tal, no tienen
-la entidad suficiente para definir o modificar una situación jurídica
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concreta, así como tampoco la tiene para definir algLJr] derecho
subjetivo particular (individual o cotectivov".

(iii)Porque sin desconocer que la sala de consulta del consejo de
estado si señalo que el artículo 206 de la ley 1801 derogaba
tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal apreciación o
hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible
jurídi~o.

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto
2332 de 06 de septlembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 1° del artículo 206 del
Cóqigo Necione! de, Policía y Convivencia derogó tácita y
parcialmente18 el artículo 38 de la Ley 1564 de 2012, 'en el
entendido 'de que eliminó la competencia de los inspectores de
policía para ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales
por comisión de los jueces.

y más adelante. en su parte conclusiva indicó:

\

., " ¿Con la entrada en vigencia de 'la Ley 1801 de 2016 y en
consideración a lo establecido en el parágrafo primero del artículo
206 de dicha norma, se suprimió ·Ia competencia' de 'los inspectores
de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales por comisión de
los jueces? . -

• Sí. El parágrafo 1°.del a'rtículo 206 del Código Nacional de Policía .
y Convivencia, al derogar tácita y parcialmente el artículo 38 de
la Ley 1564 de 2012, eliminó la competencia de los inspectores de
policía para realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los,
jueces."

A su. turno, en el concepto N° 11000-O,3-06~000-2017-00197-00 '(2363) de
1-3de febrero de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo
1° del artículo 206 de la 1ey 1801 de 2016, derogo parcial y tácitamente el
artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de los inspectores
en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado qu~

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-
15-000-2014-02268-00(AC), Sentencia del 5 de febrero de 20t5, C.P. JORGE OCTAVIO RAMIREZ
RAMIREZ.

,
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el Alcalde delegue una función que es i~delegable y (d) que por 'ende el
acalde no puede delegar ni a los inspectores ni a ningún otro servidor tal
función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisiona
el juez sobre los funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional
o son de carácter edministretivo?".

• Las diligencias o funciones ,que comisiona el juez a los
funcionarios de policía son de qarácter jurisdiccional.

• . "2. Si son de carácter jurisdiccional, ¿se debe enténdef derogado
tácitamente el inciso 3° del artículo 38 del Código General del
Proceso, por lo dispuesto \en el parágrafo 1°del artículo 206 de la Ley
1801 de 2016,' en lo relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• . El inciso tercero del artícrulo38 ¡delCódigo General del Proceso
fue derogado tácitamente por el parágrafo 1° del artículo 206 del
Código Nacional de Policía y C¡onvivencia. en lo relativo a los
inspectores de policía como funcionarios de policía.

\ • "3. En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del artículo 38
del Código General del Proceso, conforme lo visto en la pregunta
anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan comisionando a
inspectores de policía para efectuar diligencias 'Jurisdiccionales"?"

• No se presenta el supuesto de .sta pregunta.
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso 3° del

artículo 38 del Código General del Proceso, ¿es posible que los
alcaldes puedan delegar administrativamente en los inspectores de
policía, las funciones o diligencia$ comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• "5. ¿Pueden delegarse les diligencias que les han sido
encomendadas vía comisión por parte de los jueces, a otros
funcionarios? Y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del nivel
directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489
de 1998, o, en caso contrario, qué características deben tener
estos?'!'

• Las funciones o diligencías jurisdiccionales comisionadas por los
jueces a los alcaldes, no pueden ser delegadas por estos en los
inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por
decir lo menos, de una hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es
compartida por este operador jurídico, por lo menos por los siguientes
raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar
decisiones (salvo' la entrega' o secuestro en el cual no haya
oposición), está realizando realmente es un acto de ejecución de
una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir
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atribuciones que no les ha' dado "el ordenamiento jurídico;· en
otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el
deber legal acorde a lo reglado por el númeral 1° del artículo 201
de la Carta fundamental de prestar la colaboración para la
efectividad de las providencias judiciales (simples ejecutores).

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita
precedentes jurisprudenciales de la Corte Suprema de Justicia
del año 1995 expediente 2153, e incluso de sentencia de

, constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991)
podría ser que la función de los inspectores si fuere jurisdiccional
en el entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del otrora
Código de procedimiento Civil, facultaban al comisionado para
resolver oposiciones, desatar recursos, horizontales, y concesión.
de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en donde el
Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, 309
numeral 7 y 596 numeral 2 , expresamente prohíben cualquier
tipo de actuación de orden judicial e incluso la de practica de
pruebas, que si estaba permitido en el 338 del C.P.C, luego
entonces, siguiendo las voces del guardia constitucional (C-733)
son simples ejecutores y por consiguiente no realizan funciones
jurisdiccionales. .'

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las
leyes 1801 y 1564, sino que las dos normas en su artículo 38
numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es
acompasarse,

(2.) Porque realmente no es cierto que el parágrafo 1° del artículo
206 de la ley 1801 de 2016 hubiese derogado tácitamente el
inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues se
'olvida en .tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del
artículo 13 de la ley 1564 la única posibilidad de derogar
cualquier norma del código general es' mediante derogatoria
expresa de la ley

• ""ARTíCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS
PROCESALES. 'Las normas procesales son de orden público
y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún
casopodrán ser derogadas.modificadas osustituidas por
los funcionarios o" particulares. salvo autorización
expresa de la lex.".(Negrillas y' subrayas fuera del 'texto
original).

(3.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del
artículo 38 de la ley 1564 de 2012, y el artfculo 242 de la ley
1801, de .2016 no derogo EXPRESAMENTE, el tantas veces
memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el artículo 596 numeral 2° .ibídem.

. '
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(4.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista

hablar de deroqatoria tacita, por la potísima razón de que la
misma está PROHIBIDA EXPiRESAMENTE por el precepto del
inciso primero del artículo 13 del e.G.p.

(5.) En este punto vale. la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil
Patrio, en tanto determina que no puede desatenderse el tenor!
literal de la ley cuando su sentido sea claro.

(6.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la
hipótesis de que no hubiese derogatoria tacita, ya fe que si había
que pronunciarse; en efecto, la sala de consulta le dio prelación
al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801, de 2016 bajo el
supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico
y de especialidad, sien,do estos dos últimos los que primaron,
para arribar a la conclusión de la derogatoria, mas sin embargo
inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad del'
precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(7.) En efecto, el guardián de la constitución atpronUnciarse sobre el
artículo 201 de la carta fundamental en la sentencia C 733 de
2000, señaló:

I

"De otro lado, el artículo 201 de la c.P., aunque referido al Gobierno,
-incotpore otro principio que se extiende a toda la administración
pública: "Prestar a los funcionarios judiciales, con arreglo a las leyes,
los auxilios necesarios para hacer efectivas sus providencias".

Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el
cual prevalece sobre normas de menor jerarquía (ley 1801), por
expreso mandato del artículo 4° de la carta constitucional.

De a11íque aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y
dado que no sería posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso
3° de la ley 1564, tendríamos entonces que concluir que el parágrafo
1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a
la luz de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 3°, y 13 Y 4°
de la carta fundamental, en consonancia con el artículo 38 inciso 3°
de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que inaplicarlo.

(8.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la
función de los inspectores en los despachos comisorios, si es
jurisdiccional, se debería inaplicar por inconstitucional, el
precepto del parágrafo 1° de' artículo 206 de la ley 1801, Y con
ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcornisionar
ylo delegar la diligencia a una autoridad de policía, bien por vía
del artículo 40 del C.G.P (por tener las mismas facultades del
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comitente) ylode acuerdo al parágrafo del articulo 9 de la Ley
489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del e.G.p. ¡,

(9.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde
y el inspector son autoridades de policía ( art 198 numerales 3° y
4° de la ley 1801 de 2016), no exista motivo medianamente valido, , ",' .

para sostener que el alcalde e incluso el corregidor si pueden ser
comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la
primera autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por
razones espacio- tiempo, no podrán atener con la diligencia
debida las comisiones, lo que redundará en el desquiciamiento
de. la pronta-y cumplida administración de justicia y todo. ello con
el prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el
conocimiento de eso despachos. y todo a partir de una
-concepctón equivoca y restrictiva,

(v)Asi las' cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido
desconoció estos mandatos legales y constitucionales y ello no le permitía
a la primera autoridad municipal para despojarse o repudiar la competencia
para adelantar' los despachos comisorios.

\ '

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente habia
reconocido la competencia para conocer los despachos comisorios en el
momento en que realizo la delegación, al derogar ese acto de delegación,, ,
reasumió su competencia, y por ello no es de recibo .que los inspectores
devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer
no es otra cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su
competencia.

(vii)EI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones
y no le es dable aducir que existe la derogatoria del inciso 3° del articulo 38,
y en caso de desacatar la orden judicial, le puede hacer incurrir en conducta
típicamente relevante a nivel disciplinario, y aun penal, (prevaricato por
omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órqanode cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de
tutela, también abordo este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya
citada de 19 de diciembre de 2017, y aclaró la facultad de los 'inspectores
de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega y
secuestro de bienes, 'al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(i,x)Si bien tal determinación tiene efecto ínter partes, la' ratio
decidendi, constituye precedente que debe ser aplicado por la' primera
autoridad municipal.
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(x)EI parágrafo 10 del artículo 20e de la ley 1801 no excluyo desde
ningún punto de vista a los Alcaldes de laposibilidad de realizar comisiones,
por manera que independientemente de la hermenéutica jurídica relativa a
los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y constitucional de
realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3
del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de
obligatorio cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los
artlculos 113 inciso 3° y 201 numeral 1°de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde
Municipal, para la práctica de la de la diligencia de SECUESTRO y/o
ENTREGA quien está obligado íeqalmente. sin excepción alguna, a cumplir
la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de policía
en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta
providencia, o, en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se
sirva hacer seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones
que en derecho correspondan en caso de que el comisionado se niegue a
cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir
en caso de rehusar o desacatar la competencia para cumplir la presente
comisión

, En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL
CIRCUITO de Villavicencio, Meta,

RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER al Alcalde Municipal de la ciudad, los despachos
comisorios N° 38 de 16 de abril de 2018; N° 54 Y55 de 25 de mayo de 2018,
para la práctica la diligencia de secuestro ordenada en los mismos. (fls.
33 a 42 del informativo).

SEGUNDO: ACLARAR que la comisión estará limitada a la diligencia de
secuestro de bienes, sin ejercer funciones jurisdiccionales, ni la diligencia
tiene carácter jurisdiccional, y que en caso de presentarse oposición deberá
darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General del
Proceso, bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se
presente la oposición total, o continuando la diligencia en caso de oposición

Email:
Carrera 29 W 33 B - 79 Palacio de Justicia. Oficina 405. Torre A.



parcial, y remitiéndolas a este estrado judicial con el fin de dar trámite a las
oposiciones.

El comisionado queda facultado expresamente para subcomisionar
ylo delegar para el cumplimiento de la presente comisión.

TERCERO. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos
correspondientes dirigidos al ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público
y para lo de su cargo:

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

. JCHM
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•••..•..•• Rama Judicial
\ ..•••"'... J Consejo Superior de la Judicatura
~ República de Colombia

DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENClO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

Vlllavlcencio, veinticinco (25) de septiembre de dos mil dieciocho
(2018),

Ref: Expediente NO 50001 3153 003 2017- 00234 00

Revisada la actuación surtida y la liquidación del crédito aportada por

la parte actora, se dispone:

APROBAR-la liquidación del crédito aportada por la parte actora a

folio 122 de esta encuadernación, en la suma total de $213'376.494, en

vista de que la misma no fue objetada y se ajusta a derecho. (al 13 de

agosto de 2018).

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

YENNIS D

La anterior providencia se notifica por anotaci<E
en el Eslado de 2 O P 2018

JCHM

Carrera 29 N° 33 B - 79 Palacio de Justicia, Oficina 405. Torre A.
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"~" Rama judicial
, , - Consejo Superior de la Judicatura

~. República de Colombia

DISTRIT+ JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

Expediente N0 500013103003 2018 00137 00

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

En atención a lo expuesto en el expediente en relación con el Despacho Comisorio

ordenado dentro del mismo, se procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del

Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a los alcaldes y demás

funcionarios de policía, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de

recepción o práctica de pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las

autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y como lo consagra el

artículo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto las sentencias C-733 de 2000. M.P.

Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con claridad meridiana lo

siguiente:

.' ''ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás autoridades
judiciales. 'Los tribunales superiores y los jueces podrán comisionar a las autoridades
judiciales de igualo de inferior categoría.

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan funciones
jattsdiccionetes o administrativas en lo que concierne a esa especialidad.

•. Cuando no se trate de receociÓn o práctica de pruebas ooc!rácomisionarse a los
alcaldes y demás funcionarios de policía, sin oeriuicio del auxilio que deban
prestar, en la forma señalada en el artículo anterior.( ..J'(Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este evento, la ley 1564 de 2012, le otorgo

a los ALCALDES, INSPECTORES e incluso CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en

aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de
-

entrega y practica de medidas cautelares.

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-733 del 21 de

junio del 2000, señaló:

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás funcionarios de policía,
como órganos aptos legalmente para obrar como comisionados de los jueces,
delimitan su función en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro lado, tratándose de la
diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que se concentran los



2

cargos de tnconstttuaonsüded -, el concurso que se solicita a los mismos servidores
públicos, se contrae a ejecutar la decisiÓn judiCial previamente adoptada.
Por este aspecto, la Corte observa que el legislador no ha desvirtuado el principio
de colaboración entre los órganós públicos, pues ha mantenido una clara distinción
y separación entre las funciones estatales. En modo alguno, Prever y regular
legalmente el apoyo de la administraaÓn a la ejecuciÓn material de una
decisiÓn judicial, signiñca usurpar las funciones asignadas a los jueces. (...)

• (..) Lo que se controvierte por el actor es que entre los comisionados eventuales
para practicar Secuestros y ejecutar órdenes de entrega de bienes, ñguren los
alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o desproporcionadas.
Tomad; por el·juez la decisiÓn de que un bien sea secuestrado o
entregado, su providenaa demanda tdecuciÓn material: precisainente, los
alcaldes y funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y de la
ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a la administración de
justicia, la más eñcaz colaboración. ( ..)" (su~rayado fuera de texto).

El artículo 13 del Código General del Proceso, señala de manera univoca que las normas

procesales son de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por ello mismo .

que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de. la ley, en lo pertinente señala el citado

precepto legal:

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.Las normas procesales
son de orden público JI, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, yen ningún caso
POdrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los .funcionarios o
particulares, salvo autorizaciÓn expresa de la ley/, Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

La ley 1801 de 2016, en su artículo 242 no derogo expresamente el artículo 38 inciso 3°

de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTÍCULO 10. DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE POucÍA. Son deberes
generales de las autoridades de Policía:

• Cumplir y becer cumpñr la Constitución, las leyes. las normas contentdes en el presente
Código". las oraenenzss, los acuerdos, yen otras disposiciones que dicten las autoridades
competentes en materia

• 8. Colaborar con las autoridades judiaalesoara la debida prestaaÓn del servicio
de iusticia. " Negrilla y subrayas fuera del texto O'riginal).

Lo que siqniflca que la autoridad de policía tiene .el deber de cumplir las leyes, y dentro,
de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y numeral ,segundo y artkulo

309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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. .' Aho~a; en tema,de funci~nes administratiVaJ, "" es el que nos ocupa, encontramos el

siguiente articulado del reciente códlqo Nacional de p~hCla -Lev 1801 de 2016.
I

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POLICÍA. Corresponde a las autoridades de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. LosAlcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía 'y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía 'en salud, seguridad, ambiente, miner/a,

ordenamiento territorial, protección al patrimonio cultural, planéación, vivienda y espacio
público r las demás que determinen la leY, las ordenanzas r los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía
y demás personal uniformado de la Policía Neaonet (..)." (Negrillas y subrayas fuera del
texto original).

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELALCALDE. Corresponde al alcalde:
• 1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.
• 2. Ejercer la función de Policía para garantiiar el ejercicio 'de 10$ derechos y libertades

públicas; así como el cumplimiento de, los' deberes de conformidad con la
Constitución, la ley y las orderianz(Js.· (..)

• 15. ConoCer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en la ley, las
ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto original).

• "ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA RURALES,
URBANOS YCORREGIDORES; Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las ordenanzas y los
,acuerdos.( ... )

• PARÁGRAFO 10. Los inspectores de Policía no ejercerán funciones ni realizarán
diligencias iurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas
especiales sobre la materia. '

• PARÁGRAFO20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el Alcalde
considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la función de Policía en el
municipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

b), Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de dirigir y

coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito, cumplir con los deberes de

conformidad con la Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos a él

atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.
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Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso tercero, 309 -nurneral

7°, en concordancia CQnel artículo 596 numeral 2° ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones

que no puede repudiar ni desconocer y si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo

205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de conocer 'los asuntos

atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones

delegadas por los jueces de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de

práctica de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.

f
1

Obsérvese adldonelrnente que el parágrafo primero del artículo 20~ de la ley 1801 de

2016, no incluyo a los alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por manera que
,
si tiene el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la

. • ¡

ley 1564 de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la c:orte Suprema de. Justicia, los
inspectores de policía también tienen competencia para realizar directamente las

- .
diligenciasdecomisión, pues el máximo órgano de la jurisdicciófl ordinaria mediante sentencia

de tutela del 19 de diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

':4sí, verbi gratia; cumple señalar que los inspectores. de polic(a, en trsténdose de lo
concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes, si bien no pueden dispensar justicia
habida cuenta que carecen de jurisdicción para manifestarse en torno a la definición de tales
tópicos, la que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden concurrir con su
gestión a dar efedividad a las ordenes judiciales que, relativamente a aquelias ya 'han sido,. '.

adoptadas; dicho de otro modo, -ellos, en manera alguna pueden disponer que un bien deba
ser secuestrado o entregado, -en tanto que tal atribución no está dentro de la específica órbita
de su gestión pública, más en cambio son aptos para hacer cumplir aquellas. De suyo, mal
puede confundirse que la realizadón material de las tliligencias de entrega y/o
secuestro porcu,enta de los inspectores depolicía sea,propiamente hablando desde
el punto de v¡mlega!, el arrogamiento o la tras/adón de la facultad de administrar
justicia, cuando Ia_,smismas les son comision;;das por los operadores judiCiales. No,
en modo alguno; ellQiineramente es.el ejercitalnientq de una fundón de carácter
administrativo, que propende ;Í realizar to que un juez de la,RepúbliCa'al efecto
dispuso mediante providencia ejecutoriada, pues su gestión se halla desprovista de
cualesquiera injerencia resolutoria desde el punto de vista judicial '
(..)
Ergo, entendido que los «insPectores de policía» cu,andoson «comisionados» para la
práctica de un «secuestro» o una «diligencia de e(ltrega» no el111lf8ndenun laborío

, distinto al de sencillamente servir de instrumentos de la ,usticia DaTamaterializar
las ótdenes Previamente' imoartidas por los tUndonarios h,didales, que así
di$POnen, por lo propio deviene Ique 000 ninguna q"tica PUede Pretficarse que
está,n desarrollando función o diHgenci,miento de .nor judicial Rno Que
simplemente, gra. ID que allí cumplimentaD es ell:Jércicjq de una eminente
«flinéión administrativa»; por Iq que no es plausible predicar que a la luz del canon
206 de la Ler J801 de 20J6 o Código Nadonal de Poliáa y Conrirenda se hallen
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ue en ese sentid se
i~,

En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo l° del artículo 206 de la Ley 1801
¡ '. '

del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de Policía se le deleguén funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligencias de la misma índole. En cuanto a lo primero, en el

presente caso, este despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato
,

constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los prev.isto en el artículo 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral

20 .del Código General del Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para

resolver recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada es netamente de carácter

administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del guardián constitucional" el concurso que se

solicita a los mismos servidores públicos, se coatrae i! ejecutar la decisiÓn judicial

previamenteadootada."(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 previamente citada), la cual

debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente que tales normas son de

orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y como lo consagra el artículo 13,lbídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden comisionar para la

realización de diligencias de entrega o práctica de medidas cautelares, los Alcaldes

Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de PolTcíay Convivencia no

prohíbe comisionar, por parte de los jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los INSPECTORES DE POLICIA, en las

diligencias de entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen

funciones jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley y la

jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro el alcalde o el

inspector de policía pierde competencia y deberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también tienen esa misma

competencia; y,

vi) Existe un precedente de la ~ala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, .

quien mediante sentencia de tutela del de dldembre de 2017, Radicación No.

76111-22-13-000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció que

los INSPECTORES DE POLICIA, en las diligencias de entrega de bienes y práctica

I Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111-22-13-000-2017-00310-01,
MP, Margarita Cabello Blanco.
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de medidas cautelares no cumplen funciones jurisdiccionales sino admínístratívas

y que tiene el deber de practicar las comíslones, al igual que los alcaldes.

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto No. 1000-21/237 del

18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• "'Por medio del cual el Alcalde de Vi/lavicencio, encarga el conocimiento y practica de los
despachos comisorios en los cuales sea comiS(onado por los diferentes juzgados, a los
Inspectores de Policía y Corregidores del Municipio de Villavicencio'~

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo. dos situaciones consolidadas, a saber: (i)

asumió la competencia de las comisiones tal y como lo señala el.artículo 38 de la ley 1564 de,

2012, Y (ii) Delego esa función a los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte de la

Adrninistradón Municipal a través de Decreto No. 1000-21 248 de 2018, (que derogo el

anteriormente señalado) ha realizado una herm~néutica jurldlca restrictiva, bajo el argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801' de 2016 deroqo tácitamente el artículo 38 de

la ley 1564 de 2012, según concepto No. 2332 del 06 de septiembre de 2017 y el concepto

No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) de.113 dé febrero de 2018 emanado de la sala de

consulta del Consejo de Estado, argumentos que no resisten el análisis bajo los supuestos que se

pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del consejo de estado no son vinculantes según lo establece el inciso

segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011..

(ii)Porque el mismo CONSEJO ,'DE ESTÁDO ha señalado. que estos conceptos no son

vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• \\Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son dictados en ejercicio de
la función judicial y tampoco contienen la itoluntad de la administración o la manifestación
de alguna función administrativa; en otras palabras,' debido a que no son providenciss
judiciales tJi actos administrativos propiamente d1chos: son la manifestación de las
opiniones técnico-jurídicas de una autoridad investida de funciones ssesoreso consultivas
y, como tal, no tienen la entidad suficiente para rjefinir o modificar una situación jurídica
concreta, así como tampoco la tiene para definir algún derecho sübjetivo particular
(individual o colectivo)".

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02268-
OO(AC), Sentencia del 5 de febrero de 2015, C.P. JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ.
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(iii)POrq~e sin desconocer que la sala de·consl'Ita del consejo de estado si señalo que el
artículo 206 de la ley -1801 derogaba tácitamerlte el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal

- I
apreciación o hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible jurídico.

7

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto 2332 del 06 de

septiembre de 2017. precisó:

• "Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 1o del artículo 206 del Código Nacional de
Policía y Convivencia derogÓ tácita y-parcialmentetB el artículo 38 de la Ley J564
de 20J2,' eh el entendido de que eliminó la competencia de los inspectores de policía para
ejercer tunciones o realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces.

y más adelante eh su parte conclusiva indicó:

• "iCon la entrada en vigencia de la {ey 1801 de 2016 y en consideración a lo establecido
. en el parágrafo primero del artículo 20'6 de dicha norma, se suprimió la competencia de
los inspectores de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales por comisión de los
jueces?

• Sí. El parágrafo Jodel artículo 206 del Código Nacional de Policía y Convivencia,
al derogar tácita y parcialmente el artícr/o 38 de la Ley J564 de 2012, eliminó la
competencia de los inspectores de policía para realizar diligencias jurisdiccionales por
comisión de los jueces."

A su turno, en el concepto No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero

de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, derogo parcial y tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de

los inspectores en las diligencias de comisión son j:urisdiccionales; (c)que está vedado que el

Alcalde delegue una función que es indelegable y (d) que por ende el acalde no puede delegar ni'

a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función,

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1. ¿Se debe entender que las diligencias a funciones que comisiona el juez sobre los
funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional o son de csrscter administrativo?"

• Las diligencias o funciones Que comisiopa el iuez a Los funcionarios de policía
son de carácter jurisdiccional.

• ''2. Si son de carácter jurisdiccional, ese debe entender derogado tácitamente el inciso 30

del artículo 38 del Código General del Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 10 del
.artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, en lo relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del artículo. 38 del Cóttlgo General del Proceso fue derogado
tácitamente por el parágrafo 1.l! del artí,ulo 206 del Código Nacional de Policía
y Convivencia, en lo relativo a los in$RflGfores de policía como funcionarios de
policía.
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• ''3. En caso de no entenderse derogado el inciso 30 del ~rtículo 38 del Código Genera} del
Proceso, conforme lo visto' en la pregunta anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan
comisionando a inspectores de policía para efectuar diligencias ''jurisdiccionales'?''

• .No se presentí! e/supuesto de esta pregunta. .
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso 30 del artículo 38 del Código

General de! Proceso; ces posible que los alcaldes puedan delegar administrativamente en
los inspectores de policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República ¡¡ los primeros?"

• ''5. ¿Pueden delegarse las diligencias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los jueces, a otros funcionarios? y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del
nivel directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, o( en
caso contrario, qué características deben tener estos?" .

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los jueces a los :alcaldes, no
pueden ser delegadas por estos en los inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por decir lo menos, de una

hermenéutic~ jurídica que con todo respeto, noes compartída por este operador jurídico, por lo

menos por los siguientes raciocinios:

,
(1.) Si el.funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo la

entrega o secuestro en el cual no haya oposición), está realizando realmente es un acto de
'.

ejecución de una declslón judicial y no puede por manera alguna asumir atribuciones que no les

ha dado el ordenamiento jurídico; en otras palabras, son simples ejecutores y COfTlO tales tiene el

deber legal acorde a lo reglado por el numeral 10 del artículo 201 de la Carta fundamental de

prestar la colaboración para la efectividad de las providencias judiciales (simples ejecutores).

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita precedentes jurisprudencia les de la
"

Corte Suprema de Justicia del año 1995 expediente 2153,e incluso de sentencia de

constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651'de 1991) pOdría ser que la función de lbs

inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que 19S artículos 34, 338 Y 686 del otrora

Código de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para resolver oposiciones, desatar.
, ,

recursos, horizontales, y concesión de verticales; cosa que no ocurre en la actualidad. en donde el

Código General del Proceso', en sus artículos 38 inciso 3, 309 numeral. 7 y 596 numeral 2 ,

expresamente prohiben. cualquier tipo de actuación de orden judicial e incluso la de practica de

pruebas, que si estaba permitido en el 338 del c.P.C, luego entonces, siguiendo las voces del

guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por consiguiente no realizan funciones

jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las leyes 1801 y 1564, sino que

, las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y p'arágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es

acompasarse.
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(2.) Porque realmente no es cierto que el paráqrato 1° del artículo 206 de la ley 1801 de

2016 hubiese derogado tácitamente el incis~ tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues

se olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso prtrnero-del artículo 13 de la ley 1564 la

única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante derogatoria expresa

de la ley

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE. NORMAS PROCESALES. Las normas
procesales son de orden pú,blico JI, por consiguiente, de obligatorio cumplimento.
y en ningúncasoPOdránser derogadas,modificadasosustituidaspor los
funcionarios o particulares, glvo autorización expresa de la
lev.".(Negrillas y subrayas fuera del teXt~ original).

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la ley

1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE,el

tantas veces memorado artículo 38 indso tercero y artículo 309 numeral 7°, en

concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.

(2.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria .

tacita, por la-potísima razón de que la misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE
por el precepto del inciso primero de! artículo 13 del c.G.P.

(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil Patrio, 'en tanto

determina que no puede desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido sea

claro.

(4.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la hipótesis de que no

hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había que pronunciarse; en efecto, la sala de

consulta le dio prelación al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801 de 2016 bajo el

supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de especialidad;

siendo estos dos últimos los que primaron, para arribar a la conclusión de la

derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad

del precepto normativo del parágrafo' 1° de la ley 1801.

(5.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el artículo 201 de la

carta fundamental en lasentencla C 733 de 20QO, señaló:

"De otro lado, el artículo 201 de la CP., aunque referido al Gobierno, incorpora otro
principio que se extiende a toda la administración pública: ''Prestar a 105 funcionarios
judiciales, COfJ arreglo a las leyes, los auxilios necesarios para hacer efectivas sus
providencias'.

(
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'"Luego entonces, este es un mandato constítudonal inexcusable, el cual prevalece sobre

normas de menor jerarquía (ley 1801), por expreso mandato del artículo' 40 de la carta

constitucional.

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso 30 dé la ley 1564, tendríamos entonces que

concluir 'que el parágrafo 10 del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a la
, , , .

luz de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 30, y 13 y 4° de la carta fundamental, en

consonancia con el artículo 38 inciso 30 de 'la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que
\

inaplicarlo.

(6.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que- la función de los

inspectores en los despachos ,comisorios, si es jurisdiccional, se debería inaplicar por

inconstitucional, el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801; y con

ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcornlsloner y/o delegar la

diligencia a una autoridad de policía, bien por vía del artículo 40 del c.G.P (por tener

las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo al paráqrafo del artículo 9 de la

Ley ~89 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del c.G.P.

(7.) Razones de lógica jurídica; nos inclinan a pensar que si 'el alcalde y el inspector son

áutoridades de policía ( art 198 numerales30 y 4° de la ley 1801 de 2016), no existe

motivo medianamente valido para sostener' que el alcalde e incluso el corregidor si

pueden ser comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la primera
,

autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por razones espacio- tiempo, ~o

podrán atener con la diligencia debida las comisiones, lo que redundará en el

desquiciamiento de la pronta y cumplida administración de justicia y todo ello con el

prurito dé señalar que a los inspectores les está vedado, el conocimiento de eso

despachos, y todo a partir de una concepción equivoca y restrictiva,

(v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido desconoció estos mandatos

legales y constitucionales y ello no le permitía a la primera autoridad municipal para despojarse o
, ,

repudiar la .competencía para adelantar los despachos comisorios.

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios e;nel momento en que realizo la delegación,

al derogar ese acto de delegación, reasumió su competencia, y por ello no es de recibo que los
I

inspectores devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer no es otra

cosa que remitir la actuación a ~aautoridad que reasumió su competencia.
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(vii)EI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones y no le es dable aducir

que existe la derogatoria del inciso 30 del artículo 38, y en caso de desacatar la orden judicial, le

puede hacer incurrir en conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal(

prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdicción civil ordinaria en sede de tutela, también abordo

este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya citada del 19 de diciembre de 2017, y aclaró
,

la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega

y secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si· bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.

(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún punto de vista

a los Alcaldes de la posibilidád de realizar comisiones, por manera que independientemente de la

hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y
constitucional de realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3

del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de obligatorio

cumplimiento (canon 13 ibídem),.en consonancia con los artículos 113 inciso 30 y 201

numeral 10 de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal, para la práctica

de la de la diligencia de SECUESTRO vt» ENTREGA quien está obligado legalmente, sin

excepción alguna, a cumplir la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de

policía en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta providencia, o,

en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan en

caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en caso de rehusar

o desacatar la competencia para cumplir la presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio:

+
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RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER el Despacho comisario No. 086 de 14 de agosto del 2018

allegado, junto a sus anexos, al Alcalde Municipal de la ciudad, para la práctica la diligencia de

secuestro en los términos que fue ordenada inicialmente. Líbrese despacho comisorio con

los insertos del caso.

SEGUNDO: ACLARAR que la diligencia no tiene carácter jurisdiccional, y que en caso de

presentarse oposición deberá darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General
\ ,

del Proceso, bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la oposición

total, o continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y remitiéndolas a este estrado

judicial con el fin de dar trámite a las oposiciones.

El comisionado queda facultado expresamente para subcomisionar vIo delegar par"

el cumplimiento de la presente comisiÓn.

TERCERO. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos correspondientes dirigidos al

ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público y para lo de su cargo.

Notifíquese y cúmplase,

YEN

-JL:ZGADO 3· CML DEL CIRCUrrC DE VILLAVICENCIO

EL ANTEm:m AUTO se NOTIFICA POR /.NOT' ,.' L "1·

EN ES7i\'::C, HOY _ _.2--.:fi::.-wlSEIILoP_.2I.Zo,.;01::...8_



-r-,. ... .,. Rama [udicial\ IIJ' } Consejo Superior de la Judicatura

'-.:./ República de Colombia

DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO
JUZGADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

\

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre dedos mil dieciocho
(2018).

Ref: Expediente NO 50001 3153 003 201!- 00234-00

,
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 del Código General

del Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comisionar, a
los alcaldes y demás funcionarios de policía, la realización de ciertas
diligencias, siempre y cuando no se trate de recepción o práctica de
pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su .colaboración a las
autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y
como lo consagra el artículo 113 de la carta fundamental (ver para el efecto.. ,

las sentencias C-733 de 2000. M.P. Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789
DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley .1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con
claridad meridiana lo siguiente:

• "ARTíCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las
demás autoridades judiciales. Los tribunales superiores y los jueces
podrán comisionar a las autoridades judiciales de igualo de inferior
categoría.

• Podrá comisionar se a las autoridades administrativas que ejerzan
funciones jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa
especialidad.' I

• Cuando no se trate de recepcién o práctica de pruebas podrá
comisionarse a los alcaldes v d~más funcionarios de policía, sin
perjuicio del auxílio que deban prestar, en la forma señalada en
el artículo anterior.(. ..)"(Negrilla ysubrayas fuera del texto original).

Sigriifica entonces lo anterior, que en este evento la ley 1564 de
2012, le otorgo a los ALCALDES, INSPECTORES e incluso
CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en aquellos eventos en
los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de
entrega y practica de medidas cautelares.

405. Torre A.
Email:



Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional,' en
sentencia C-733 del2f de junio del 2000, señaló:

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás
funcionarios de policía, como órganos aptos legalmente par á
obrar como comisionados de los jueces, delimitan su función
en términos negativos. A estos tuncionerios ningún juez puede
encoméndéJrles la recepción .0 práctica de pruebas. De otro
lado, tratándose de la diligencia de secuestro y entrega de
bienes - tema en los que se concentran los' cargos de
inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos'
servidores públicos, se contrae a ejecutar la decisión'
judicial ,previamente adoptada. Por este aspecto, la Corte
observa que el legisladór no ha .aesvinuedo. el principio de
colaboración entre los órganos públicos, pues ha mentenido
una clara distinción y separación' entre las funciones estatales.
En modo alguno. prever y regular legalmente el apoyo de
la administración a la ejecución material de una deCIsión
judicial. significa usÚrpar las funciones asignadas a los,
jueces. f. ..)

• ( .. .) Lo que se controvierte por el actor es que entre los
comisionados eventuáles pé!ra practicar secuestros' y ejecutar
órdenes de entrega de bienes, figuren los alcaldes y demás .
funcionarios de policía. La Corte, en cambió, no encuentra que '
las disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o
desproporcionadas. Tomada por el juez la decisión de que
un bien sea 'secuestrado o entregado. su providencia. - .
demanda ejecución material; precisamente, los alcaldes y
funcionarios de policía, dentro del marco de la Constitución y
de la ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a
la ádministración de justicia, la más eficaz colaboración. ( .. -)" .
(subrayado fuera de texto).

I

El artículo 13 del Código General del Proceso, señala de manera
univoca que las normas procesales son de orden público y por consiquiente
de obligatorio cumplimiento y por ello mismo que no puede ser derogadas
sálvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado
precepto legal:

• "ARTíCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las '
normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de
obligatorio cumplimiento, yen ningún caso podrán ser derogadas.
modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares.
salvo autorización expresa de la ley." Negrilla y subrayas fuera del
texto original). "

Carrera 29 N° 33 B -79 Palacio de Justicia. Oficina 405. Torre A,
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. La ley 1801 de 2016, en su artícull242 no derogo expresamente el
artículo 38 inciso 3° de la ley 1564 de 20r2. .

El artículo 10de la ley 1801 de 201& establece:

• "ARTíCULO 10.DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE, , . I

POLIcíA. Son deberes generale! de IIISautoridades de Policía:
• Cumplir V hacer cumplir te Constitución, las leyes, las nórmas

contenidas en el presente Código, las ordenanzas, los acuerdos, y
en otras disposiciones que dicten las autoridades competentes en
materia.

• 8. Colaborar con las autoridades judiciales "ara la debida
prestación del servicio de justicia." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

/

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir
las leyes, y dentro de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso
tercero y numeral segundo y artículo 309 numeral 7°, en concordancia con
el artículo 596 numeral 2° ibídem.

Ahora, en tema de funciones administrativas, que es el que nos
ocupa, encontramos el siguiente articulado del reciente código Nacional de
PoUcía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTíCULO 198. AUTORIDADESDE POLIcíA. Corresponde a las
autoridades de Policía el conocimiento y la solución de los conflictos
de convivencia ciudadana. .

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. Los Alcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5, Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad,

ambiente, minerte, ordenamiento territorial, protección al patrimonio
cultural, planeación, vivienda y espacio público y .las demás que
determinen la ley, las ordenanzas y los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención
inmediata de Policía y demás personal uniformado de la Policie-
Nacional (. ..)." (Negrillas y subrayas fuera del texto original).

• "ARTíCULO 205.ATRIBUCIONESDELALCALDE. Corresponde al
alcalde:

Emaik. I Fax: 6621143
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• 1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio
o distrito.

• 2. Ejercer la función de Poliot» para garantizar el ejercicio de los
. derechos y libertades públicas, así como el cumplimiento de los
deberes. de conformidad con la Constitución, la ley y las
ordenanzas.· (.. .)

'. 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en
la ley, las ordenanzasy los acuerdos.." (Negrilla y subrayas fuera
del texto original).' .

• "ARTíCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE
POLIcíA RURALES, URBANOS y CORREGIDORES. Les
corresponde la apliqación de las siguieptes medidas:

• 4. Las demás que le señalen. la Constitución, la ley, las
ordenanzasy los acuerdos.(...)

• PARAGRAFO 10. Los inspectores de Policía' no ejercerán
funciones ni realizarán diligencias jurisdiccionales por comisi{m
de los jueces, de ecuerao con las normas especiales sobre la
materia. .

• PARAGRAFO 20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de
Policía que el Alcalde considere necesario, para' una rápida y .
cumplida prestación de la función de Policía en el municipio." Negritla
y subrayas fuera del texto original). '

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes son la primera autoridad de policía de un municipio.

.. ,

b) Dentro de las funciones que la ley le ha' otorgado al alcalde se
encuentran las de dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el
municipio o distrito, cumplir con los deberes de conformidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer.de los asuntos a él
atríbuídos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los
acuerdos .

Luego.entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38' inciso. .

tercero, 309 ,numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2°
ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones que no puede repudiar ni
-desconocer y si adicionalmente I~ misma ley 1801 de 2016 en su artículo
205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las. de
conocer los asuntos' atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el
ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones delegadas por los jueces
de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de práctica
de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.

Email; ~~I\)(I¡\S ¡\:,'L¡;;;II(j~dE;IIJFÜ\I~LI":EILg\l\,,\~~)Fax: ''6621143
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Obsérvese adicionalmente que e~parágrafo primero del articulo 206
de la ley 1801 de 2016, no incluyo a lo, alcaldes dentro de la excepción
para practicar comisiones, por,manera que sí tiene el deber legal descrito
en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564
de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de
Justicia, los inspectores de policía también tienen competencia para
.realizar directamente las diligencias de comisión, pues el máximo
órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia de tutela del 19 de
diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

"Así, verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía, en
tratándose de lo conéemiente con el «secuestro» y «entrega» de bienes,
si bien no pueden dispensar justicie habida cuenta que carecen de
jurisdicción para manifestarse en tomo a la definición de tales tópicos, la .
qué recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden
concurrir con su gestión a dar efectividad a las órdenes judiciales que
relativamente a aquellas ya han sido adoptadas; dicho de otro modo,
ellos en manera alguna pueden disponer que un bien deba ser .
secuestrado o entregado, en tanto qué tal atribución no está dentro de la
específica órbita de su gestión pública, más en cambio son aptos para
hacer cumplir aquellas. De suyo, mal puede confundirse que la
realización material de las diligencias.de entrega y/o secuestro por
cuenta de los inspectores de policía sea, propiamente hablando )
desde el punto de vista legal, el arrogamiento o la traslación de la
facultad de administrar justicia, .cuando las mismas les son
comisionadas por los operadores judiciales. No, en modo alguno;
ello meramente es el ejercitamierlto de una función de carácter
administrativó, que propende a realizar lo que un juez de la
República al efecto dispuso mediante providencia ejecutoriada,
pues su gestión se. halla desprovista de cualesquiera injerencia
resolutoria desde el punto de vista judicial.

(. ..)

Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son
«comisionados» para la práctica de un «secuestro» o una
((diligencia de entrega» no empr.,nden un laborío distinto al de
sencillamente servir de instrument9s de la justicia para materializar
las órdenes reviamente im artida or-/os funcio arios 'udiciales
gue así disponen, por lo propio d viene gue bajo ninguna óptica
puede predicarse gue están desarrollando función' o
di/igenciamiento de tenor judicial, sino gue simplemente, itérase, lo

. gue allí cumplimentan es el ejercicio de una eminente «función
administrativa», por lo gue no es plaUSiblepredicar gue a la luz del
canon 206. de la Ley 1801 de 2016 o Código Nacional de Policía y
Convivencia se hallen impedidos PIra asumir el diligenciamiento de
las comisiones gue en esesentido se les impongan·/osjueces de la
República"1.

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia dal19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111-22-13-
000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco,

. I
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En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafe 1° del artícul.o 206
de la Ley 1801 del 2016, le que prohíbe realmente es que al Inspector de
.Policía se ,~ deleguen funciones jurisdiccienales y/e práctica de -diligencias
de la misma índele. En cuanto a le primero, en el presente case, este
despache no está delegande funciones jurisdiccionales, pues por mandato
constitucional esa facultad 'solo puede ser etergada por la Ley; y en cuanto
a le segunde, por mandato de le previsto en el artículo 309 nume,ral 7°, en
concordancia con el artículo 596 numeral 2° del Códige General del
Proceso, la presente comisión no está etergando facultades para resolver
recursos, ni oposiciones: por le que la diligencia comisionada, es netamente
de carácter administrative, e, le que es le mismo según veces del guardián
constitucional "elconcurso que se solicita a los mismos servidores públicos,
se contrae a' ejecutar la decis~ón judicial previamente.-
ad~ptada."(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 anteriormente citada),
la cual debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente,
que tales normas sen de orden público y de obliqatorlo cumplimiento, tal y
corno le consagra el artículo 13 ibídem.

, ii)

. ,

L1egades a este punte se puede.concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden
comisionar p-ara la realización de diligencias de entrega 'e
práctica de medidas cautelares, les 'Alcaldes Mayeres e'
M~~~~; .

el parágrafo del artículo 206 del, nuevo Código Nacienal de
Policía y Convivencia no prohíbe comisionar, por parte de los
jueces de la república a los Alcaldes.

corno ya se indicó, tanto' el ALCALDE corno los
, \ }

INSPECTORES DE POLlCIA, en las diligencias de entrega de'
bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen funciones
jurisdiccienales, sine admmistrativas, de cenformidad con la ley
y I~ jurisprudencia previamente mencionada; .

en el evente en que exista opesición a la entrega e secuestro
el alcalde e el inspector de policía pierde competencia y
deberá remitirse el' negecio al Juzgado cemitente para
reselverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto les alcaldes como los inspectores también
, tienen esa misma cempetencia; y,

iii)

iv)

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte
Suprema de Justicia, quien mediante .sentencía de tutela del
de diciembre .de 2017, Radicación No. 761'11-22-13-000-
2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció
que les INSPECTORES DE Pe>L1CIA, en las diligencias de
entrega de' bienes y práctica de medidas cautelares no
cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas y que
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tiene el deber de practica11as comisiones, al igual que los
alcaldes. i

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto N°
1000-21/237 del18 de julio de 2017, en los si~uientes términos:

• "Por medio del cual el Alcalde de Villavicencio, encarga el
conocimiento y practica de los despichas comisarios en los cuales
sea comisionado por los diferentes juzgados, a los Inspectores de
Policía y Corregidores del Municipio de Villavicencio".

Luego entonces; partir de tal calenda, produjo dos situaciones
consolidadas, a saber: (i) asumió la competencia de las comisiones tal y
como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, y (ii) Delego esa
función a los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte
de la Administración Municipal a través de Decreto N° 1000-21248 de 2018,
(que derogo el anteriormente señalado), ha realizado una hermenéutica
jurídica restrictiva, bajo el argumento que el parágrafo 1° del artículo 206 de.
la Ley 1801 de 2016, derogo tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de
2012, según concepto N° 2332 de 06 de septiembre de 2017 y el concepto
N° 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2;363) de 13 de febrero de 2018
emanado de la sala de consulta del Consejo de Estado, argumentos que no
resisten el análisis bajo los supuestos que se pasan a exponer:

(i)Porque los conceptos del Consejo de Estado no son vinculantes según
lo establece el inciso segundo del artículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE· ESTADO ha señalado que estos
conceptos no son vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• "Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son
dictados en ejercicio de la función judicial y tampoco contienen la
voluntad de la administración o la manifestación de alguna función
administrativa; en otras palabras, debido,a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos propiamente dichos: son la
manifestación de las opiniones técnico-jurídicas de una autoridad
investida de funciones asesoras o consultivas y, como tal, no tienen
la entidad suficiente para definir o modificar una situación jurídica
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concreta, así como tampoco la tiene para' definir algún derecho
subjetivo particular (individual o coteciivov".

(iii)Potque sin desconocer que la sala de consulta del consejo de
estado si señalo que el artículo 206 de la. ley i801 derogaba
tácitamente el·artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal apreciación o
hermenéutica parte de un equívocó, pues esto es un imposible
jurídico.

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto
2332 de 06 de septiembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto, es dab~eafirmar que él parágrafo 1°del artículo 206 del
Código Nacional de Policía .y Convivencia derogó tácita y
parcialmente18 el artículo 38 de la Ley 1564 de 2012. en el
entendido de que eliminó la ~competencia de los inspectores de
policía para ejercer funciones o realizar díligencias jurisdiccionales
por comisión de los jueces .

. y más adelante en su'parteconclusiva indicó:

• "¿Con la entrada en v¡'gencia de la Ley 1801 de 2016 y en .
consideración a lo establecido en el parágrafo primero del artículo
206 de dicha norma, se suprimió la competenci« de los inspectores
de policía para adelantar diligenciasjurisdiccionales por comisión de
los jueces?

• Si. El parágrafo 1o.del artículo 206 del Código Nacional de Policía
y Convivencia. al derogar tácita y parcialmente' el artículo ,38 de
la Ley 1564 de 2012, eliminó la competencia de los inspectores de
policía para realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los
jueces" ,

A su turno, en el concepto N° 11'000-03.,06-000-2017 ~00197-00 (2363) de
1'3de febrero de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo
1° del artículo 206 de la ley 1801 de 2016, derogo parcial y tácitamente' el
artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de los inspectores
en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedádo que

2 Consejo de,Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Radicación número: 11001-03-
15-000-2014-02268-00(AC), Sentencia del 5 de febrero de 2015, C.P. JORGE OGTAVIO RAMIREZ
RAMIREZ. .
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el Alcalde delegue una función. que es ihdel~gable, y (d) que por ende. el
acalde no puede delegar ni a los inspectores ni a ningún otro servidor tal
función. - , I -

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ''''1. ¿Se debe entender que las dili1Jenciasofunciones que comisiona
el juez sobre los funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional
o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones ,que. comisiona el juez a los
funcionarios de policia son de carácter jurisdiccional.

• "2. Si son de carácter jurisdiccional, ¿se debe entender derogado
tácitamente el inciso 30 del erticulo 38 del Código General del
Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 10del artículo 206 de la Ley
1801 de 2016, en lo relativo a: los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del artículo 38 :del Código General del Proceso
fue derogado tácitamente por e~parágrafo 1°del artículo 206 del
Código Nacional de Polícía y Convivencia, en lo relativo a los
inspectores de policia como fuitcionarios de policía.

• "3. En caso de no entenderse derogado el inciso 30 del artículo 38
del Código General del Proceso, conforme lo visto en la pregunta
anterior, ¿sería procedente que 10s jueces sigan comisionando a
inspectores de policía para efectuar diligencias 'Jurisdiccionales"?"

• No se presenta el supuesto -deesta pregunta.
• "4. De lI(3garse a entender derogado tácitamente el inciso 30 del

artículo 38 del Código General del Proceso, ¿es posible que los
, alcaldes puedan delegar administrativamente en los inspectores de
policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• "5. ¿Pueden delegarse las diligencias que 'Ies han sido
encomendadas vía comísión por parte de los jueces, a otros
funcionarios? Y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios del nivel
directivo o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489
de 1998, o, en caso contrario, qué cerecteristices deben tener
estos?" .

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los
jueces a los alcaldes, no pueden ser delegadas por estos en los
inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por
decir lo menos, de una hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es
compartida por este operador jurídico, por lo~menos por los siguientes
raciocinios:

(1.) Si'el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar
decisiones (salvo la entrega o secuestro en el cual no haya'
oposición), está reauzando realmente es un acto de ejecución de
una decisión judicial y no puede por manera alguna' asumir
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atribuciones que' no, les, ha dado el ordenamiento jurídico; en
otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el

. deber legal acorde a lo reglado por el numeral 1° del artículo 201
de la Carta fundamental de, prestar la colaboración para la ,
efectividad de las providencias judiciales ( simples ejecutores).

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita
precedentes jurisprudencia les de la Corte Suprema de Justicia
del año 1995 expediente 2153, e incluso de sentencia de
constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991)
podría ser que la función de los inspectores si fuere jurisdiccionaí
en el entendido ~~ que los artículos a4, 338 y 686 del otrora
Código de Procedimiento Civil, facultaban ~I comisionado para
resolver oposiciones, desatar recursos, horizontales, y concesión
de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en donde el
Código General del Proceso, en sus artículos' 38 inciso 3, 309
numeral 7 y 596 numeral 2 "expresamente prohíben cua1quier
tipo de actuación de orden judicial e incluso la de practica de
pruebas, que si estaba permitido en el 338 del C.P.C, 'luego
entonces, siguiendo las voces del guardia constitucional (C-733)
son simples ejecutores y por .consiguiente no realizan funciones
jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las
leyes 1801 y 1564, sino que las dos normas en su artículo 38
numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es
acompasarse.

(2.) Porque realmente no es cierto que, el parágrafo 1° del artículo
206 de la ley 1801 de 2016 hubiese derogado tácitamente él
inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues se
olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del
artículo 13 de la ley 1564 la única posibilidad de derogar
cualquier norma del código general es ..mediante derogatoria
expresa de la ley

• ""ARTíCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS
PROCESALES. Las normas procesales son de orden público
y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún
caso podrán ser derogadas.modificadas o sustituidas por
los funcionarios o particulares.' salvo autorización·
expresa de la ley.".(Negrillas y subrayas fuera del texto
original), :. . ,

(3.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del
artículo 38 de la ley 1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley
1801 de 2016 no derogo EXPRESAMENTE, el tantas veces
memorado artículo 38 inciso tercero y artículo 309 numeral 7°, en
concordancia con el 'artículo 596 numeral 2° ibídem.
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(4.) Por consiguiente, no es pos ble desde ningún punto de vista
hablar de derogatoria tacita, por la potísima razón de que la
misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE por el precepto del
inciso primero del artículo 13 del C.G.P.

(5.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil
Patrio, en tanto determina que no puede desatenderse el tenor
literal de la ley cuando su sentido sea claro.

(6.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la
hipótesis de que no hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había
que pronunciarse; en efecto, la sala de consulta le dio prelación
al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801 de 2016 bajo el
supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico
y de especialidad, siendo estos dos últimos los que primaron,
para arribar a la conclusión de la derogatoria, mas sin embargo
inobservó el verificar el análisis de constituCionalidad del
precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(7.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el
artículo 201 de la carta fundamental en la sentencia C 733 de
2000, señaló: , ,

"De otro lado, el artículo 201 de laC.P., aunque referido al Gobierno,
incorpora otro principio que se extiende a toda la adminis"tración
pública: "Prestar a los tuncionstios judiciales, éon arreglo a las leyes,
los auxilios necesarios para hacer efectivas sus providencias".

Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el
cual prevalece sobre normas de menor jerarquía (ley 1801), por
expreso mandato del artículo 4° de la carta constitucional.

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y
dado que no sería posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso
.3° de la ley 1564, tendríamos entonces que concluir que el parágrafo
1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional a
la luz de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 3°, y 13 Y 4°
de la carta fundamental, en consonancia con el artículo 38 inciso 3°
de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría que inaplicarlo.

• I

(8.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la
función de 10$ inspectores en los despachos comisorios, si es
jurisdiccional, se debería inaplicar por inconstitucional, el
precepto del parágrafo 1° dei artículo 206 de la ley 1801. Iy con
ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar
ylo delegar la diligencia a una autoridad de policía. bien por vía
del artículo 40 del C.G.P (por tener las mismas facultades del
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comitente) y/o deacuerdo al parágrafo del artículo 9 de la Ley
489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del e.G.p.

(9.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde
y el inspector son autoridades de policía ( art 198 numerales 3° y
4° de la ley 1801 de2016), no existe motivo medianamente valido
para sostener que el alcalde e incluso el corregidor si pueden ser
comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la
primera autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por
razones espacio- tiempo, no podrán' atener con la diligencia
debida las comisiones, lo que redundará en el desquiciamiento
de la pronta y cumplida administración de justicia y todo eilo con
el prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el
conocimiento de 'eso despachos, y todo a partir de una
coricepción equivoca y restrictiva,

, ,

/

(v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido
:desconoció estos mandatos legales y constitucionales y ello no le permitía
a la primera autoridad municipal para despojarse o repudiar" la competencia
para adelantar los despachos comisarios .

. (vi)En adición, la primera autoridad rnunlcípal que previamente había
reconocido la competencia para conocer los despachos comisarios en el
momento en querealizo la delegación, al derogar ese acto de delegación,
reasumió su competencia, y por ello no es de recibo que los inspectores
devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer
no es otra cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su
competencia.

(viDEI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones
y no le es dable aducir que existe la derogatoria del inciso 3° del artículo 38,
y en caso de desacatar la orden judicial, le puede hacer incurrir en conducta
típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal, (prevaricato' por
omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órgano de cierre de .Ia jurisdicción civil ordi.naria en sede de
tutela, también abordo este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya
citada de 19 de diciembre de' 2017, y aclaró la facultad de los inspectores
de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega y .
secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio
decidendi, constituye precedente que debe ser aplicado por la' primera
autoridad municipal.
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(x)EI parágrafo 10 del artículo 20~ de la ley 1801 no excluyo desde
ningún punto de vista a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones,
por manera que independientemente de la hermenéutica jurídica relativa a
los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y constitucional de
realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3
del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de
obligatorio cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los
artículos 113 inclso 3° y 201 numeral 1° de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde
Municipal, para la práctica de la de la diligencia de SECUESTRO ylo
ENTREGA quien está obligado legalmente, sin excepción alguna, a cumplir'
la comisión, pudiendo delegar y/o subcornisionar a los inspectores de policía
en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo de esta
providencia, o, en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

"

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se
sirva hacer seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones
que en derecho correspondan en caso de que el comisionado se niegue a
cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir
en caso de rehusar o desacatar la competencia para cumplir la presente
comisión

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL
CIRCUITO de Villavicencio, Meta,

RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER al Alcalde Municipal de la ciudad, el despacho
comisario N° 61 de 12 de junio de 2018, para la práctica la diligencia de
secuestro ordenada en el mismo. (fls. 127 a 159 del informativo).

SEGUNDO: ACLARAR que la comisión estará limitada a la diligencia de
secuestro de bienes, sin ejercer funciones jurisdiccionales, ni la misma tiene
carácter jurisdiccional, y. que en caso de presentarse oposición deberá
darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General del
Proceso, bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se
.presente la oposición total, o continuando la diligencia en caso de oposición
parcial, y remitiéndolas a este estrado judicial con el fin de dar trámite a las
oposiciones.
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El comisionado queda facultado expresamente para subcomisionar
ylo delegar para el cumplimiento de la presente comisión.

TERCERO. Por secretaria tlbrese los oficios, con los insertos
correspondientes dirigidos al ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público
y para lo de su cargo. '

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

YENNIS D

La anterior prov.idenCia se notifica por "f\t'f'ón e 'ln10'
en el Estado de 1. \) V LU\'1

JCHM

'-------------------------'-----------------------
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DISTRIT~ JUDICIAL DE VILLAVICENCIO

J~ZGADO TERCERO CIVIL .
DEL CIRCUITO

Expediente NO500013153003 2017 00387 OO.

Villavicencio, veinticinco (25) de septiem_bre_del2018.

Con el fin de resolver la petición elevada por el apoderado de la parte demandante, se.

procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del Proceso, el cual faculta a los

operadores judiciales para comisionar, a los alcaldes y demás funcionarios de policía,

, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de recepción o práctica de

pruebas; por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las autoridades judiciales

para la debida prestación del servicio de justicia, tal y como lo consagra el artículo 113 de la

carta fundamental ( ver para el efecto las sentendas C-733 de 2000. M.P. Cifuentes Muñoz,

Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.). .

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con claridad meridiana lo

siguiente:

• '~RTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comtstoner a las demás
sotoridedes judiciales. Los tribunales superiores y los jueces podrán comisionar a las.
autoridades judiciales de igualo de inferiorcategoría.

• Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan funciones
jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa especialidad.

• Cuando no se trate de receoción o pr«ctica de pruebas podrá comisionarse
a los alcaldes y demás funcionarios d, pOlicía, sin perjuicio del auxilio que
deban prestar, en la forma señalada en el artículo anterior.'(. ..J'(Negrilla y
subrayas fuera del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este' evento, la ley 1564 de 2012, le

otorgo a los ALCALDES, INSPECTORESe incluso CORREGIDORES,el deber de realizar

comisiones en aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir,

en diligencias de,entrega y practica de medidas cautelares.

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-733 del 21

de junio del 2000, señaló:

• "Las normas examinadas, respecto. de 'los alcaldes y demás tuncionerios de
policía, como órganos aptos legalmente para obrar como comisionedos de los
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-jueces, delimitan su función en términos negativos. A estos funcionarios ningún
juez puede encomendarles la recepción o práctica .de pruebas. De otro lado,.
, tra_tándosede la diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que
se concentran los cargos de inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a
los mismos servidores públicos, se contrae a ejecutar la decisión jUtlicii!.l
previamente adoptada. Por este aspecto, la Corte observa que el legislador
no ha desvinusdo el principio de colaboración entre los órganos públicos, pues'
ha mantenido una clara distinción y seperecián entre las funciones eststetes.
En modo alguno, prever' y regular legalmente el apoyo de la
administración a la' ejecución material de una decisión judicial,
si[Jnifica usurpar las funciones asignadas a losjueces. (...)

• (..) Lo que se controvierte por el actor es que entre los comisionados
. .'

eventuales para practicar secuestros y ejecutar órdenes de entrega de bienes,
rlguren los alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no

. encuentra que las disposiciones legales en este aspecto sean Irrazonables o
desproporcionadas. Tomada Dor el juez la decisión de que un bien sea
secuestrado o entregado," su providencia demanda eiecuciOn
materiál; precisamente, los alca_ldesy funcionarios de policía, dentro del
marco de la Constitución y de la ley, son los servidores públicos que 'pueden
prestarle a la administración de}usticia, la más 'eficaz colaboración. (...)H
(subrayado fuera de texto).

El artículo 13 del Códiqo General del Proceso, señala de manera univoca que las
, -

normas procesales sor'! de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por '

ello mismo que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de la ley, en lo 'pertinente

señala el citado precepto legal:

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.Las normas
procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, .r .
en ningún caso podrán ser de!pQadas, modificadas o sustituidas por Iqs
funcionarios ó particulares, salvo autorización expresa de ia ley." Neqrílla y
subrayas fuera del texto'oríqínal).

Lá ley 1801 de 2016, en su artículo 242 no derogo expresamente el artículo 38 inciso

3° de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTÍCULO 10. DEBERESDE LASAUTORIDADES DE POUCÍA. Son debert:s
generales de las autoridades de Policía: .: -

• CumPlir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, las normas contenidas en el
presente Código, las ordenanzas, los acuerdos, yen otras disposiciones que dicten las
autoridades competentes en materia .

• 8. ColabOrar con las autoridades iudiciales Dara la debida prestación del
servicio de justicia. "Negrilla y subrayas fuera del texto original).
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lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir las leyes, y

dentro de las rrnsmasesta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y numeral segundo.

y artículo 309 numeral 70, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.

Ahora, en tema de funciones administrativas, que es el que nos 'ocupa, encontramos

el siguiente articulado del reciente código Nacional de Policía -ley 1801 de 2016.

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POLICÍA. Corresponde a las autoridades de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los 'gobernadores.
• 3. Los Alcaldes Distritales o Municipales.
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores. /
• 5. Las autoridades especiales de Policía' en salud, seguridad, ambiente, minería,

ordenamiento' territorial, protección al patrimonio cultural, planeación, vivienda y
. I

espacio público y las demás que determinen la ley, las ordenanzas y los
acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de
Policíay demés personal uniformado de la Policía Nacional (.,.)." (Negrillas y subrayas
fuera del texto original).

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELALCALDE. Corresponde al alcalde:
• 1.Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.
• 2. Ejercer la función de Policíapara garantizar el ejercicio de los derechos y libertades.

públicas, así como el cumplimiento de los deberes de_conformidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas.· (..)

• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en la ley, las
ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto original).

• "ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA
RURALES, URBANOS Y CORREGIDORES.Les corresponde la aplicación de las
siguientes medidas:

• 4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las ordenanzas y los .
acuerdos.( •••)

• PARÁGRAFO10. Los inspectores de Policía no ejercerán funciones ni realizarán
diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas
espeastes sobre la materia.

• PARÁGRAFO 20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el
Alcalde considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la función de
Policía en el municipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

_ l_
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a) Los Alcaldes son la primera autoridad de poliáa-de un municipio.

b) Dentro de las funciones que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de dirigir

y coordinar las autoridades de Policíaen el municipio o distrito, cumplir con los deberes

de conformidad con la Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer de los asuntos

a él atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.

Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso tercero, 309 numeral

7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 20 ibídem, le otorgan al ALCALDE unas

funciones que no puede repudiar ni desconocer y si 'adicionalmente la misma ley 1801 de

2016 en su artículo 205 le impone unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de
I

conocer los asuntos ,atribuidos en la ley, resulta indiscutiblé que el ALCALDEsi tiene el deber

de practicar comisiones delegadas por los jueces de la república, en-aquellos eventos en los

cuales no se requiera de práctica de pruebas, como lo es en el caso que nos ocupa.

Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del artículo 206 de la ley 1801.

de 2016, no incluyo a los alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por
.manera que si tiene el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del

artículo 38 de la ley 1564 de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, los
inspectores de policía también tienen competencia para realizar directamente las
diligencias de comisión, pues el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria mediante

sentencia de tutela del 19 de diciembre de 2017, estableció lo siguiente:

':4sí, verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de policía, en tratándose de lo
concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes, si bien no pueden dispensar
justicia habida cuenta que carecen dejurisdicción para manifestarse en torno a la definición
de tales tópicos, la que recae en cabeza de los administradores judiciales, sí pueden
concurrir con su gestión a dsr efectividad a las órdenes judiciales que relativamente a
aquellas ya han sido adoptadas; dicho de otro modo, ellos en manera alguna pueden
disponer que un bien deba. ser secuestrado o entregado, en tanto que tal atribución no
está dentro de la específica órbita de su gestión pública, más en cambio son aptos para
hacer cumplir aquellas. De suyo, mal puede confundirse que la realización material
de las diligencias de entrega y/o secuestro por cuenta de los insf1t!C!Oresde
policía sea, propiamente hablando .desde el punto de vista legal, el
arrogamiento o la traslación de la facultad de administrar justicia, cuando las.
mismas les son c_omisionadaspor los operadores judiciales. No, en modo
alguno; ello meramente es el ejercitamiento de una función de carácter
administrativo, que propende a realizar lo que unjuez de la República al efecto
dispusomediante providencia ejecutoriada, pues sugestión se halla desprovista
de cualesquieri! injerencia resolutoria desde el punto de vistajudicial
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~ y i

(.). i
Ergo, entendido que los «inspectores depolicí'a» cuando son «comisionados» para
la práctica de un «secuestro» o una «diligencia de entrf!9a» no emprenden un
laborío distinto al de sencillamente servir de instrumentos de la justicia para
materializar las órdenes previamente impartidas por los funcionarios judiciales
que así disponen, por lo propio devien@ que bajo ninguna óptica puede
predicarse que están desarrollando funclón o diligenciamiento de tenor judicial,

, I

sino que simplemente, itérase, lo que allí cumplimentan es el ejercicio de una
eminente «función administrativa», por lo que no es plausible predicar que a la
luz del canon 206 de la Ley 1801 de 2016 o C6digo Nacional de Policía y
Convivencia se hallen impedjdos para asumir' el diligenciamiento de las
comisiones que en ese sentido se les impongan los jueces de la República"l.

En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la Ley 1801

del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de Policía se le deleguen funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligencias de la misma índole. En cuanto a lo primero, en el

presente caso, este despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato

constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los previsto en el artículo 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo, 596

numeral 20 del Código General del Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades

para resolver recursos, ni oposiciones; por lo que la diligencia comisionada es netamente de

carácter administrativo, o, lo que e~ lo 'mismo según voces del guardián constitucional "el

concurso que se solicita a los mismos servidores públicos, se contrae a ejecutar la

decisión judicial previamente adoptada."(SentenciaC-733 del 21 de junio del 2000

previamente citada), la cual debe cumplirse en cabal acatamiento a la Lev, teniendo de

presente que tales normas son de orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y como lo

consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden comisionar para la

realización de diligencias de entrega o práctica de medidas cautelares, los

Alcaldes Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de Policíay Convivencia

no prohíbe comisionar, por parte de los Jueces de la república a los Alcaldes.

iii) como ya se indicó, tanto el ALCALDEcomo los INSPECTORESDE POLICIA, en'

las diligencias de entrega de bienes y práctica de medidas cautelares no

cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con.la

ley y la jurisprudencia previamente mencionada;

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76H 1-22-13-000-2017-00310-01,
M.P, Margarita Cabello Blanco,
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iv)- en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro el' alcalde o el

inspector de policía pierde competencia ydeberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcaldes como los inspectores también tienen esa misma

competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de

Justicia, quien mediante sentencia de tutela del de diciembre de 2017"

Radicación No. 76111-22-13-000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello

Blanco, estableció que los INSPECTORES,DE POLICIA, en las diligencias de

entrega de bienes y práctica de medidas cautelares' no cumplen funciones

jurisdiccionales sino administrativas y que tiene el deber de practicar las

comisiones, al igual que los alcaldes.

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, expidió el Decreto No. 1000-21/237

del 18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• ''Por medio del cual el Alcalde de Villavicencio, encarga el conocimiento y practica de
los despachos comisarios en los cuales sea comisionado por los diferentes juzgados, a
los Inspectores de Policía y Corregidores del Municipio de Villavicencio'~

Luego entonces, partir de tal calenda, produjo dos situaciones consolidadas, a saber:

(i) asumió la competencia de las comisiones tal y como lo señala el artículo 38 de la ley 1564

de 2012, y (ii) Delego esa función a los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte de la

Administración Municipal a través de Decreto NO. 1000.,21 248 de 2018, (que derogo el

anteriormente señalado) ha realizado una hermenéutica jurídica restrictiva, bajo el argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801 de 2016 derogo tácitamente el artículo ,38

de la ley 1564 de 2012, según concepto No. 2332 del 06 de septieinbre de 2017 y el

concepto No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (23'63) del 13 de febrero de 2018 emanado,

de la sala de consulta del Consejo de Estado, argumentos que no resisten el análisis bajo los
\

supuestos que se pasan a exponer:

(I)Porque los conceptos del consejo de estado no son vinculantes segúnJo establece el

inciso segundo del artículo 1-12de la ley 1437 de 201L

(ii)Porque el mismo CONSEJODE ESTADO ha señalado que estos conceptos no son

vinculantes, veamos una de esas determinaciones:
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• "Estos conceptos no son vinculantes, edemés, porque que no son dictados en ejercicio
de la función judicial y tampoco contieneti la voluntad de la~administración o la
manifestación de alguna función administrativa; en otras palabras, debido a que no
son providencias judiciales ni actos administrativos propiamente dichos: son la
manifestación de las opiniones técnico-jurídicas de una autoridad investida de
funciones asesoras o consultivas JI, como tal, no tienen la entidad suficiente para
definir o modificar una situación jurídica concreta, así como tampoco la tiene para
definir algún derecho subjetivo particular (individual o colectivo)",

(iii)Porque sin desconocer que la sala de consulta del consejo de estado si señalo que

el artículo 206 de la ley 1801 derogaba tácitamente el artículo' 38 de la ley 1564 de

2012, tal apreciación o hermenéutica parte de un equívoco, pues esto es un imposible

jurídico.

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto 2332 del 06 de

septiembre de 2017 precisó:

• "Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 1odel artículo 206 del Código Nacional
de Policía y Convivencia derogó tácita y parcialmente'B el artículo 38 de la Ley
1564 de 2012, en el entendido de que eliminó la competencia de lós inspectores de
policía para ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los
jueces.

y más adelante en su parte conclusiva indicó:

• "¿Con la entrada ~n vigencia de la Ley 1801 de 2016 y en consideración a lo
establecido en el parágrafo primero del artículo 206 de dicha norma, se suprimió la
competencia de los inspectores de policía para adelantar diligencias jurisdiccionales
por comisión de los jueces?

• Sí. El parágrafo 10 del artículo 206 del Código Nacional de Policía y
Convivencia, al derogar tácita y parcialmente el artículo 38 de la Ley 1564
de 2012, eliminó la competencia de los inspectores de policía para realizar diligencias
jurisdiccionales por comisión de los jueces."

A su turno, en el concepto No 1l000-03-06-000-201?-00197-00 (2363) del 13 de

febrero de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo 10 del artículo 206 de la

ley 1801 de 2016, derogo parcial y tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que

las funciones de los inspectores en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que

está vedado que el Alcalde delegue una función que es indelegable y (d) que por ende el

acalde no puede delegar ni a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función.

2 Consejo de Estado, Saia de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02268-
OQ(AC), Sentencia del 5 de febrero de 2015, C.P, JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAfV1IREZ,
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Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1. ¿Sedebe entender que las diligencias o funciones que comisiona el juez sobre los
funcionarios de policía son de carácter jurisdiccional o son de carácter administrativo?"

• Las diligencias o funciones que comisiona el juez a los funcionarios de
policía son de carácter jurisdiccional

• ''2. Si son de carácter júrisdicaonst. ese debe entender derogado tácitamente el inciso
,3° del artículo 38 del Código General del Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 1°
del artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, en lo relativo ,a los inspectores de policía como
funcionarios de policía ?'"

• El inciso 'tercerodel artículo 38 del CódigoGeneral del Procesofue derogado
tácitamente por el oarágrafo 10 del artículo 206 del Código Nacional (le
Policía y. Convivencia, en lo relativo a los inspectores de policía' como
funcionarios de policía.

• ''3. En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del artículo 38 del Código General
del Proceso, conforme lo visto en1apregunta anterior, ¿seríaprocedente que losjueces
sigan comlstonendo a inspectores de policía para efectuar diligencias
''jurisd_iccionales''?''

• No se presenta el supuesto de esta grequnta.
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso 30 del artículo 38del Código

General del Proceso, «esposib_leque los alcaldes puedan delegar administrativamente
en los inspectores de policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces
de la República a los primeros?"

• "5. «Pueden delegarse las diligencias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los jueces, a otros funcionarios? y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios
del nivel directivo o asesor, conforme toprevisto en el artículo 9 de la Ley 489de 199~
o, en caso contrario, qué características deben tener estos?"

• Las funciones o diligencias jurisdiccionales comisionadas por los jueces a los alcaldes,
no pueden ser delegadas por estos en los inspectores .de policía o en otros
funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por decir lo menos, de

una hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es compartida por este operador jurídico,

por lo menos por los siguientes raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo

la entrega o secuestro en el cual no haya oposición), está realizando realmente es un acto de

ejecución de una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir atribuciones que no

les ha dado el ordenamiento jurídico; en otras palabras, son simples ejecutores y como tales

tiene el deber legal acorde a lo reglado por el numeral 10 del artículo 201 de la Carta

fundamental de prestar la colaboración. para la efectividad de las providencias judiciales (

simples ejecutores).
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Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita precedentes jurisprudencia les
_,

de la Corte Suprema de Justicia del año 1995 expediente 2153,e incluso de sentencia de

constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991) podría ser que la función de
¡

los inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del

otrora Código de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para resolver oposiciones,

desatar recursos, horizontales, y concesión de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad

en donde el Código General del Proceso, en sus artículos 38 inciso 3, 309 numeral 7 y 596
,

numeral 2 , expresamente prohíben cualquier tipo de actuación de orden judicial e incluso la

de practica de pruebas, que si estaba permitido en el 338 del c.P.C, luego entonces, siguiendo

las voces del guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por consiguiente no

realizan funciones jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las leyes 1801 y 1564, sino

que las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen

es acompasarse.

/ (2.) Porque realmente no es cierto que el parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801

de 2016 hubiese derogado tácitamente el inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012,

pues se olvida en tal concepto, que bajo la egida del inciso primero del artículo 13 de la ley

1564 la única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante

"derogatoria expresa de la ley

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas
procesales son de orden público JI, por consiguiente, de obligatorio
cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o
sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización
expresa deJa ley.".(Negrillas y subrayas fuera del texto original).

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la

ley 1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1801 de 2016 no derogo

EXPRESAMENTE,el tantas veces memorado artículo 38 inciso tercero y artículo

309 numeral 70, en concordancia conel artículo 596 numeral 2° ibídem.

(2.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria

tacita, por la potísirna razón de que la misma está PROHIBIDA

EXPRESAMENTE por el precepto del inciso primero del artículo 13 del c.G.P.
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" .
(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civn Patrio, en tanto

determina que no puede desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido

sea claro.

(4.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse. en la hipótesis de que

no hubiese derogatoria tacita, ya fe que si había que pronunciarse; en efecto, la

sala de consulta le dio prelación al mandato del parágrafo 10 de la ley 1801 de

2016 bajo el supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de

especialidad, siendo estos dos últimos los que primaron,' para arribar a la

conclusión de la derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el análisis de

constitucionalidad del precepto normativo del parágrafo 10 de la ley 1801.

(5.) En efecto, el guardián de la constitución al pronunciarse sobre el artículo 201 de

la carta fundamental en la sentencia e 733 de 2000, señaló:

"De otro lado, el artículo 201 de la CP., aunque referido al Gobierno, incorpora otro
principio que se extiende a toda la administración pública: ''Prestar a los funcionarios
judiciales, con arreglo a las leyes, los auxilios necesarios para hacer efectivas sus
providencias'.

Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el cual prevalece

sobre normas de menor jerarquía (ley 1801), por expreso mandato del artículo 4° de la carta

constituciona l.

.-
De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso 3° de la ley 1564, tendríamos entonces que

concluir que el parágrafo 1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001, resulta inconstitucional

a la luz de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 30, y 13Y4° de la carta fundamental,

en consonancia con el artículo 38 inciso 3° de la ley 1564 de 2012, y por consiguiente habría

que inaplicarlo.

(6.) En consecuencia, aun en gracia de discusión admitiendo que la función de los

inspectores en los despachos comisorios, si es jurisdiccional, se debería inaplicar

por inconstitucional, el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801,

y con ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar y/o delegar

la diligencia a una autoridad de policía, bien por vía del artículo 40 del c.G.P (por

tener las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo al parágrafo del artículo

9 de la Ley 489 de 1998 e incluso del inciso :2 del artículo 38 del c.G.P.
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(7.) Razones de lógica jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde y el inspector

son autoridades de policía ( art 198 numerales 3° y 4° de la ley 1801 de 2016),

no existe motivo medianamente valido para sostener que el alcalde e incluso el

corregidor si pueden ser comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más,

si la primera autoridad municipal tiene múltiples obligaciones que por razones

espacio- tiempo, no podrán atener con la diligencia debida las comisiones, lo que

redundará en el desquiciamiento de la pronta y cumplida administración de justicia

y todo ello con el prurito de señalar que a los inspectores les está vedado,' el

conocimiento de eso despachos, y todo a partir de una concepción equivoca y

restrictiva,

(v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido desconoció estos

mandatos legales y constitucionales y ello no le permitía a la primera autoridad municipal para

despojarse o repudiar la competencia para adelantar los despachos comisorios.

·(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios en el momento en que realizo la
I

delegación, al derogar ese acto de delegación, reasumió su competencia, y por ello no es de

recibo que los inspectores devuelvan los mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden

hacer no es otra cosa que remitir la actuación a la autoridad que reasumió su competencia.

(vii)EI alcalde municipal si está facultado para realizar las comisiones y no le es dable

aducir que existe la derogatoria del inciso 30 del artículo 38, y en caso de desacatar la orden

judicial, le puede hacer incurrir en conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun

penal( prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)EI órgano de cierre de la jurisdiccíón civilordinaria en sede de tutela, también

abordo este prolegómeno, mediante sentencía de tutela ya citada del 19 de diciembre de

2017, y aclaró la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las

diligencias de entrega y secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto inter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.

(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún punto de

vista a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones, por manera que

independientemente de la hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, los ALCALDES

tienen ei deber legal y constitucional de realizar esta clase de .diligencias,
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conforme lo reglado en el inciso 3 del artículo 38 del C.G.P., norma de orden

público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento (canon 13 ibídem), en

consonancia con los artículos 113 inciso 3° y 201 numeral 10 de la constitución
pOlítica.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal, para la

práctica de la de la diligencia de SECUESTRO "'y/o ENTREGA quien está obligado

legalmente, sin excepción alguna, a cumplir la comisión, pudiendo delegar Ylo subcomisionar

a los inspectores de policía en caso de compartir los argumentos jurídicos expuestos a la largo
, ,

de esta providencia, o, en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar asi mismo al ministerio público y con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comisión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan

en caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en caso de

rehusar o desacatar la competencia para cumplir la presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzqado Tercero Civil' del Circuito de Vlltavlcenclo,

dispone mantener la comisión ordenada en 106 términos fijados en el auto de 17 de julio del

2018. Anéxese copla del presente proveído al-despacho comisorio.

Notifíquese y cúmplase,

'Ji:ZGADO 3· CML DEL CIRCUITO DE VH.LAVica:CIO

EL ANTEruOR AUTO se NOTiFICA POit I,NC7AC1ÓN

EN ESTAOO, HOY _ ___.2-...;6:....xSE_P 2a::110u::::18 __· -

t:'
ELSECRETAl'lIO W'
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'.' • Consejo Superior de la Judicatura\!!!) República dI', Colombia

DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO

JU~CiADO TERCERO CIVIL

DEL CIRCUITO

Expediente N0 500013103003 20~1 00169 00

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

En atención a lo expuesto en el expediente en relación con el Despacho Comisorio

ordenado dentro del mismo, se procede a traer a colación el artículo 38 del Código General del

Proceso, el cual faculta a los operadores judiciales para comtsionar, a los· alcaldes y demás

funcionarios de policía, la realización de ciertas diligencias, siempre y cuando no se trate de

recepción o práctica de pruebas, por lo que es deber los mismos, prestar su colaboración a las

autoridades judiciales para la debida prestación del servicio de justicia, tal y como lo consagra el

articulo 113 de la carta fundamental ( ver para el efecto las sentencias C-733 de 2000. M.P.

Cifuentes Muñoz, Eduardo, y C-789 DE 2006. M.P. Pinilla, Nilson.).

La ley 1564 de 2012, en su artículo 38 inciso tercero señala con claridad meridiana lo

siguiente:

• ''ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás eútoridedes
judiciales. Los tribunales superiores y los jueces podrán comisionar a las autoridades
Judiciales de igualo de inferior categoría.

• Podrá comisionarse a tes autoridades administrativas que ejerzan funciones
jurisdiccionales o administrativas en lo que concierne a esa especialidad.

• Cuando no se trate de·recePCióno práctica cíepruebas podrá comisionarse a los
alcaldes v demás funcionarios de /JOlicfa,sin perjuicio del auxilio que deban
prestar, en la forma señalada en el artfculo anterior.( ..J'(Negrilla y subrayas fuera
del texto original).

Significa entonces lo anterior, que la ley, en este evento, la ley 1564 de 2012, le otorgo

a los ALCALDES, INSPECTORES e incluso CORREGIDORES, el deber de realizar comisiones en

aquellos eventos en los cuales no se requiere practica de pruebas, valga decir, en diligencias de

entrega y practica de medidas cautelares.

Respecto a este asunto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-733 del 21 de

junio del 2000, señaló:

• "Las normas examinadas, respecto de los alcaldes y demás funcionarios de policía,
como órganos aptos legalmente para obrar como comisionados de los jueces,
delimitan su función en términos negativos. A estos funcionarios ningún juez puede
encomendarles la recepción o práctica de pruebas. De otro lado, tratándose de la
diligencia de secuestro y entrega de bienes - tema en los que se concentran los'
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• ••
cargos de inconstitucionalidad -, el concurso que se solicita a los mismos servidores
públicos, se contrae a ejecutar la decisiÓn iudicial previamente adoptada.
Por este aspecto, la Corte observa que el legislador no ha desvirtuado el principio
de colaboración entre los órganos públicos, pues ha mantenido una clara distinción
y separación entre las funciones estatales. En modo alguno, prever v regular
legalmente el aDOVO de la administraciÓn a la ejecuciÓn materiaJ-de una
. decisiÓn judicial significa usurpar las funciones asignadas ~ los jueces. ( ..)

• ( ..) Lo que se controvierte por el actor es que entre los comisionados eventuales
para practicar secuestros y ejecutar órdenes de entrega de bienes, figuren los
alcaldes y demás funcionarios de policía. La Corte, en cambio, no encuentra que
las. disposiciones legales en este aspecto sean irrazonables o desproporcionsdss.
Tomada por el juez la decisiÓn de que un bien sea secuestrado o,
entregado, su providencia demanda ejecudÓn material; precisamente, los

. alcaldes y funcionarios de policía, dentro del marco de la' Constitución y de la
ley, son los servidores públicos que pueden prestarle a la administración de
justiCia, la más eficaz colaboración. ( ..)" (subrayado fuera de texto).

El artículo 13 del Código General del Proceso, señala de manera univoca que las normas

procesales son de orden público y por consiguiente de obligatorio cumplimiento y por ello mismo

que no puede ser derogadas salvo autorización expresa de la ley, en lo pertinente señala el citado

precepto legal:

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES.,Las normas procesales
son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningÚn caso
podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o
particulares, salvo autorizaciÓn expresa de la ley." Negrilla y subrayas fuera del
texto original).

La ley 1801 de 2016, en su artículo 242 no derogo expresamente el artículo 38 inciso 3°

de la ley 1564 de 2012.

El artículo 10 de la ley 1801 de 2016 establece:

• "ARTÍCULO 10. DEBERES DE LAS AUTORIDADES DE POLICÍA. Son deberes
generales de las autoridades de Policía:

• Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las ley~ las normas contenidas en el presente
Código, las ordenanzas, los acuerdos, y en otras disposiciones que dicten las autoridades
competentes en materia

• 8. Colaborarcon las autoridades judicialesoara la debida prestadÓn delservicio
de justicia. "Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Lo que significa que la autoridad de policía tiene el deber de cumplir las leyes, y dentro

de las mismas esta la ley 1564 en sus artículos 38 inciso tercero y numeral segundo y artículo

309 numeral 70, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.
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Ahora, en tema de funciones admin'istrativas~ que. es el que nos ocupa, encontramos el
I

siguiente articulado del reciente código Nacional de Policía -Ley 1801 de 2016.

• "ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POLICÍA. Corresponde a las autoridades' de
Policía el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

• Son autoridades de Policía:
• 1. El Presidente de la República.
• 2. Los gobernadores.
• 3. LosAlcaldes Distritales o Municipales. '
• 4. Los inspectores de Policía y los corregidores.
• 5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad, ambiente, miner/a,

ordenamiento territorial, protección al patrimonio cultural, otsneeaon, vivienda y espacio
público y las demás que determinenla ley, las ordena~zasy los acuerdos.

• 6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía
y demás personal uniformado de la Policía Nacional (..)." (Negrillas y subrayas fuera del
texto original).

• "ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DELALCALDE. Corresponde al alcalde:
• 1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.
• 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades

públicas, así como el cumplimiento de· los deberes de conformidad con la
Constitución, la ley y las ordenanzas.· (..)

• 15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código r en la ley, las
ordenanzas y los acuerdos." (Negrilla y subrayas fuera del texto original).

• "ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA RURALES,
URBANOS YCORREGIDORES. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

• 4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las ordeqanzas y los
acuerdos.(•••)

• PARÁGRAFO 10. Los tnspectores de Polida no ejercerán funciones ni realizarán
diligendas jurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas
especiales sobre la materia.

• PARÁGRAFO20. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el Alcalde
considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la función de Policía en el
municipio." Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Del anterior marco normativo, se tiene entonces:

a) Los Alcaldes sori la primera autoridad de policía de un municipio.

b) Dentro de las funciones. que la ley le ha otorgado al alcalde se encuentran las de dirigir y

coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito, cumplir con los deberes de

conformidad con la Constitución, la ley y las ordenanzas, y conocer.de los asuntos a él

atribuidos en el código de policía, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.
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Luego entonces, si la ley 1564 de 2012 en sus artículos 38 inciso tercero, 309 numeral

7°, en concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem, le otorgan al ALCALDE unas funciones

.que no.puede repudiar ni desconocer V si adicionalmente la misma ley 1801 de 2016 en su artículo '

205 le impone' unas atribuciones entre las cuales se encuentran las de conocer los asuntos

\ atribuidos en la ley, resulta indiscutible que el ALCALDE si tiene el deber de practicar comisiones

deleqadas por los jueces de la república, en aquellos eventos en los cuales no se requiera de

práctica de pruebas, como lo es en el caso que nqs ocupa.

Obsérvese adicionalmente que el parágrafo primero del artículo 206 de la ley 1801 de

2016, no incluyo a los alcaldes dentro de la excepción para practicar comisiones, por manera que

si tiene el deber legal descrito en el tantas veces memorado inciso tercero del artículo 38 de la. .
ley 1564 de 2012.

Ahora, en criterio de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, los
inspectores de policía támbién ~ienencompetencia para realizar directamente las
diligenciasdecomisión,pues el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria mediante sentencia

de tutela del 19 de diciembre de 2017, estableció lo sigutente:

_'}1s~verbi gratia, cumple señalar que los inspectores de poliéía, en tratándose de lo
.concerniente con el «secuestro» y «entrega» de bienes, si bien no pueden' dispensarjusticia
habida cuenta quecerecen dejurisdicciónpara manifestarse en torno a la definición de tales
tópicos, la que recae en cabeza de los edrmnistredores judiciales, sí pueden.concurrir con su
gestión a dar efectividad a las órdenes judiciales que relativamente a' aquel/as ya han sido
adoptadas; dicho de otro modo, el/os en manera alguna pueden disponer que un bien deba
ser secuestrado o entregado, en tanto que lal atribución no está dentro de la específicaórbita
de su gestión pública, más en cambio son aptos para hacer cumplir aquel/as. De suyo, mal
puede .confundirse que la realización material de las diligencias de entrega y/o
secuestro por cuenta de los inspectores de policía sea,propiamente hablando desde
el punto de vista legal, el arrogamiento o la ,tras/ación de la fac_ultadde administrar
justicia, cuando las mismas les son comisionadas por ~osoperadores judiciales. No,
en modo alguno; ello meramente es el ejercitamiento de una función de carácter
administri!tivo, qu,epropende a realizar-Io que un juez· de la República al efecto
dispuso mediante providencia ejecutoriada, pues su gestión se halla desprovista de .r

cualesquiera inje'!3ncia reSolutoria desde el punto de vista judiciai.
(..)
Ergo, entendido que los «inspectores de policía» cuando son «comisionados» para la
práctica de un_«secuestro» o una «diligencia de entrega» no emorenden un laborío
distinto al de sencillamente servir de instrumentos de-la ¡usticia oara materializar
las órdenes Previamente impartldas por 10$ funcionarios iudiciales que ilfí
disponen, POr lo 'Prooio deviene que biúo ninguna ÓPtica puede Dtedicarse QUe
están de@rrollando función o' tIiligenciamiento de tenor jutlidál, sino que
Simplemente, ~térase, lo que alU cumplimentan es el mercicio de una eminente
«función administrativa», por lo que no es plausible predicar que a la luz del canon
206 de la Ley J80J de 20J6 o Código Nacional de PoDcía y Convivencia se hallen
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impedidos Para'asumir el diligenciamiento dtf las comisiones que en ese sentidO se
les impongan los iueces de la RepÚblica''l. ¡ .' .

En ese orden, se tiene que el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la Ley 1801

del 2016, lo que prohíbe realmente es que al Inspector de Policía se le deleguen funciones

jurisdiccionales y/o práctica de diligencias de la misma. índole. En cuanto a lo primero, en el

presente caso, este despacho no está delegando funciones jurisdiccionales, pues por mandato

constitucional esa facultad solo puede ser otorgada por la Ley; y en cuanto a lo segundo, por

mandato de los previsto en el artículo 309 numeral 7°, en concordancia con el artículo 596 numeral

20 del Código General del Proceso, la presente comisión no está otorgando facultades para

resolver recursos, ni oposícíones: por lo que la diligencia comisionada es netamente de carácter

administrativo, o, lo que es lo mismo según voces del guardián constitucional" el concurso que se

solicita a los mismos servidores públicos, se contrae a ejecutar la decisiÓn iudicial

previamenteadoptada."(Sentencia C-733 del 21 de junio del 2000 previamente Citada), la cual

debe cumplirse en cabal acatamiento a la Ley, teniendo de presente que tales normas son de

orden público y de obligatorio cumplimiento, tal y como lo consagra el artículo 13 ibídem.

Llegados a este punto se puede concluir:

i) son funcionarios de policía a quienes los jueces pueden comisionar para la

realización de diligencias de entrega o 'práctica de medidas cautelares, los Alcaldes

Mayores o Municipales;

ii) el parágrafo del artículo 206 del nuevo Código Nacional de Policía y Convivencia no

prohíbe comisionar, por parte de los jueces de la república a los Alcaldes.

iJi) como ya se indicó, tanto el ALCALDE como los INSPECTORES DE POLICIA, en las

diligencias de entrega 'de bienes y práctica de medidas cautelares no cumplen

funciones jurisdiccionales sino administrativas, de conformidad con la ley y la

jurisprudencia previamente mencionada;

iv) en el evento en que exista oposición a la entrega o secuestro el alcalde o el

inspector de policía pierde competencia y deberá remitirse el negocio al Juzgado

comitente para resolverse sobre el punto;

v) En todo caso, tanto los alcald~s como los inspectores también tienenesa misma

competencia; y,

vi) Existe un precedente de la Sala.de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia,

quien mediante sentencia de tutela del de diciembre de 2017, Radicación No.

76111-22-13-000-2017-00310-01, M.P. Margarita Cabello Blanco, estableció que

los INSPECTORES DE POLICIA, en las diligencias de entrega de bienes y práctica

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia dei 19 de diciembre de 2017, Radicación n." 76111-22-13-000-2017-00310-01,
M.P. Margarita Cabello Blanco,
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de medidas cautelares no cumplen funciones jurisdiccionales sino administrativas

y que tiene el deber de practicar las comisiones, al igual que los alcaldes,

Ahora bien, el alcalde municipal de Villavicencio, -expldló el Decreto No. 1000-21/237 del

18 de julio de 2017, en los siguientes términos:

• ''Por medio del cual el Alcalde de Villavicencio, encarga el conocimiento y practica de los
despachos comisorios en los cuales sea comisionado por los diferentes juzgados, a los
Inspectores de Policía y,Corregidores del Municipio de Villavicencio'~

Luego entonces, partir. de tal calenda, produjo dos situaciones consolidadas, a saber: (i)

asumió la competencia de las comisiones tal y como lo señala el artículo 38 de la ley 1564 de

2012, y (ii) Delego esa función a los inspectores de policía:

No obstante lo anterior, de acuerdo con la interpretación dada por parte de la

Administración Municipal a través de Decreto No. 1000-21 248 de 2018, (que derogo el

anteriormente señalado) ha realizado una hermenéutica jurídica restrictiva, bajo ~I argumento

que el parágrafo 10 del artículo 206 de la Ley 1801 de 2016 derogo tácitamente el artículo 38 de

la ley 1564 de 2012, según concepto No. 2332 del 06 de septiembre de 2017 y el concepto

No ,11000-03-06-00p-2017-00197-00 (2363) d~1 13 de febrero de 2018 emanado de la sala de

consulta del Consejo de Estado, argumentos, que no resisten el análisis bajo los supuestos que se

pasan a exponer:

, -
(i)Porque los conceptos del consejo de estado no son vinculantes según lo establece el inciso

segundo del ártículo 112 de la ley 1437 de 2011.

(ii)Porque el mismo CONSEJO DE ESTADO ha señalado que estos conceptos no son

vinculantes, veamos una de esas determinaciones:

• "Estos conceptos no son vinculantes, además, porque que no son dictados en ejercicio de
la función judicial y tampoco contienen la voluntad de la administración o la manifestación
de alguna función administrativa; en otras palabras, debido a que no son providencias
judiciales ni actos administrativos propiamente dichos: son la manifestación de las
opiniones técnico-jurídicas de una autoridad investida de funciones asesoras o consultivas
JI, corno ta¿ no tienen la entidad suficiente para definir o modificar una situación jurídica_
concreta, así como tampoco la tiene para definir algún derecho subjetivo particular '
(individual o colectivo)".

, ;

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, SeccionCuarta, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-02268-
OO(AC), Sentencia del 5 de febrero de 2015, C.P. JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ.
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(iii)Porque sin desconocer que la sala de consulta del consejo de estado si señalo que el·.

artículo 206 de la ley 1801 derogaba tácitamerlte el artículo 38 de la ley 1564 de 2012, tal

aprecladón o hermenéutica parte de. un equívoco, pues esto es un imposible jurídico.

(iv)En efecto, la sala de consulta en la ratio decidendi, del concepto 2332 del 06 de

septiembre de 2017 precisó:

• . \\Por lo tanto, es dable afirmar que el parágrafo 10 del artículo 206 del Código Necionst de
Policía y Convivencia derogÓ tácita y parcillmentezs el artículo 3~ de la Ley J564
de 20J2, en el entendido de que eliminó la competencia de los inspectores de policía para
ejercer funciones o realizar diligencias jurisdiccionales por comisión de los jueces.

y más adelante en su parte conclusíva indicó:

• "«con la entrada en vigencia de la Ley 1801 de 2016'y en consideración a lo establecido
en el parágrafo primero del artículo 206 de dicha norma, se suprimió la competencia de
los inspectores de policía para adelantar diligencias jurtsdtcaonstes por comisión de los .
jueces?

• Sí. El parágrafo JO del artículo 206 del cd¡JigoNacional de Policía y Convivencia,
al derogar tácita y parcialmente el artícl/lo 38 de la Ley J564 de 2012, eliminó la
competencia de los inspectores de policía para realizar· diligencias jurisdiccionales por
comisión de los jueces."

A su turno, en el concepto No 11000-03-06-000-2017-00197-00 (2363) del 13 de febrero

de 2018, el órgano de consulta preciso: (a) que el parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 de
I

2016, derogo parcial y tácitamente el artículo 38 de la ley 1564 de 2012; (b)que las funciones de

los inspectores en las diligencias de comisión son jurisdiccionales; (c)que está vedado que el

Alcalde delegue una función que es indelegable y (d) que por ende el acalde no puede delegar ni

a los inspectores ni a ningún otro servidor tal función.

Veamos entonces en lo pertinente la conclusión de tal concepto:

• ""1: ¿Se debe entender que las diligencias o funciones que comisione el juez sobre los
funcionarios de policía son de carácter Jurisdiccional o son de carácter edmmtstretivo?"

• Las diligencias o fundones que comisiona el juez a los funcionarios de policía
son de carácter jurisdiccional.

• ''2. Si son de carácter jurisdiccional, ese debe entender derogado tácitamente el inciso 30

del artículo 38 del Código General del Proceso, por lo dispuesto en el parágrafo 1C! del
artículo 206 de la Ley'1801 de 2016, en Id relativo a los inspectores de policía como
funcionarios de policía?"

• El inciso tercero del artículo 38 del Código General del Proceso fue derogado
tácitamente por el parágrafo JO delartí,ulo 206 del Código Nacional de Po.licía
y Convivencia, en lo relativo a los insoectores' de policía gJmo funcionarios de
policía.
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• "3. En caso de no entenderse derogado el inciso 3° del aitículo~3.8 del Código General del
Procese, conforme lo visto en la pregunta' anterior, ¿sería procedente que los jueces sigan
comisionando a inspectores de policía para efectuar dl1igencias ''jurisdiccionales'?''

• No se presenta el slIJluesto de esta pregunta~
• "4. De llegarse a entender derogado tácitamente el inciso 30 del artículo 38 del Código

General del Proceso, ees posible que los alcaldes puedan delegar administrativamente en
los inspectores de policía, las funciones o diligencias comisionadas por los jueces de la
República a los primeros?"

• ''5. eñseden delegarse las diligencias que les han sido encomendadas vía comisión por
parte de los jueces, a otros funcionarios? y, de ser posible, ¿Deben ser funcionarios dei
nivel directivo' o asesor, conforme lo previsto en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, o, en

, caso contreiio, qué características deben tener estos?"
• Las funciones o diligencias jurisdiccionales com(sionadas por los jueces a los alcaldes, no

pueden ser d_elegadaspor estos en los inspectores de policía o en otros funcionarios.

Tal hermenéutica jurídica, se itera, parte de varios equívocos o por decir lo menos, de una

hermenéutica jurídica que con todo respeto, no es cornpartída por este operador jurídico, por lo

menos por los siguientes raciocinios:

(1.) Si el funcionario de policía no puede practicar pruebas, ni adoptar decisiones (salvo la

entrega o secuestro. en el cual no haya oposición), está realizando realmente es un acto de

ejecución de una decisión judicial y no puede por manera alguna asumir atribuciones que no les

ha dado el ordenamiento jurídíco: en otras palabras, son simples ejecutores y como tales tiene el

deber legal acorde a lo reglado por el numeral 10 del artículo 201 de la Carta fundamental-de

prestar la colaboración para la efectividad de las providencias judiciales ( simples ejecutores).

Es de advertir, que cuando el órgano de consulta cita precedentes jurisprudencia les de la

Corte Suprema de Justicia del año 1995 expediente 215~,e incluso de sentencia de

constitucionalidad del 2002 (relativa al Decreto 2651 de 1991) podría ser que la función de los

inspectores si fuere jurisdiccional en el entendido de que los artículos 34, 338 Y 686 del otrora

~ódigo de Procedimiento Civil, facultaban al comisionado para resolver oposidones, desatar

recursos, horizontales, y concesión de verticales, cosa que no ocurre en la actualidad en donde el

Código General del Proceso, en sus' artículos 38 inciso 3, 309 numeral 7 y 596 numeral 2 ,

expresamente prohíben cualquier tipo d~ actuación de orden judicial e incluso la de practica de

pruebas, que si estaba permitido en el 338 del c.s,c, luego entonces; siguiendo las voces del

guardia constitucional (C-733) son simple ejecutores y por-consíqulente no realizan funciones

jurisdiccionales.

Significa lo anterior que no existe el conflicto aparente de las leyes 1801 y 1564, sino que. . , .

las dos normas en su artículo 38 numeral 3 y parágrafo 1 del artículo 206 lo que hacen es, ,

acompasarse.



.'" .

L

9

, (2.) Porque realmente no es cierto que el par9grafO 1° del artículo 206 de la ley 1801 de

2016 hubiese derogado tácitamente el inciso tercero del artículo 38 de la ley 1564 de 2012, pues

se olvida en tal concepto, que bajo la egida del .ínclso primero del artículo 13 de la ley 1564 la

única posibilidad de derogar cualquier norma del código general es mediante derogatoria expresa

de la ley

• "ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas
procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento,
y en ningÚn caso POdrán ser deroq,das, modificadas osustituidas por los
funcionarios o particulares, salvo autorizaciÓn expresa de la
lev.".(Negrill~s y subrayas fuera del texto original).

(1.) En este caso no existe ley alguna que autorice la derogatoria del artículo 38 de la ley

1564 de 2012, y el artículo 242 de la ley 1:801de 2016 no derogo EXPRESAMENTE,el

tantas veces memorado artículo 38 inciso tercero y artículo. 309 numeral 7°, en

concordancia con el artículo 596 numeral 2° ibídem.

(2.) Por consiguiente, no es posible desde ningún punto de vista hablar de derogatoria

tacita, por la potísima razón de que la misma está PROHIBIDA EXPRESAMENTE
por el precepto del inciso primero del artículo 13 del c.G.P.

(3.) En este punto vale la pena, aplicar el artículo 27 del Código Civil Patrio, en tanto

determina que no puede desatenderse el tenor literal de la ley cuando su sentido sea

claro.

(4.) En el concepto se indicó que no había lugar a pronunciarse en la hipótesis de que no

hubiese derogatoria tacita, y a fe que si había que pronunciarse; en efecto, la sala de

consulta le dio prelación al mandato del parágrafo 1° de la ley 1801 de 2016 bajo el

supuesto de que aplicaba los criterios de jerarquía, cronológico y de especialidad,

siendo estos dos últimos 'los que primaron, para arribar a la conclusión de la

derogatoria, mas sin embargo inobservó el verificar el análisis de constitucionalidad

del precepto normativo del parágrafo 1° de la ley 1801.

(5.) En efecto, el guardián de la constltución al pronunciarse sobre el artículo 201 de la

ca~a fundamental en la sentencia C 733 de 2000, señaló:

"De otro lado, el artículo 201 de la CP., aunque referido al Gobierno, incorpora otro
principio que se extiende a toda la administración pública: ''Prestar a 105 funcionarios
judiciales, con arreglo a las leyes, /05 auxilios necesarios para hacer efectivas sus
providencias'.
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Luego entonces, este es un mandato constitucional inexcusable, el cual prevalece sobre

normas de menor jerarquía (ley i801), por expreso mandato del artículo 40 de la carta

constitucional.

De allí que aún de ser aplicable la teoría del órgano de consulta, y dado que no sería

, posible la derogatoria tacita del artículo 38 inciso 3° de la ley 1564, tendríamos entonces que

concluir que el parágrafo 1° del articulo 206 de la ley 1801 de 2001; resulta inconstitucional a la

luz .de los artículos 201 numeral primero, 113 inciso 3°, y 13 Y4° de la carta fundamental, en

consonancia' con el artículo 38 inciso 3° de la ley. 1564 de 2012, y por consiguiente habría que, '

inaplicarlo.

(6.) En consecuencia, aun- en gracia de discusión adrnítíendo que la función de los

inspectores en los despachos comisorios, si es jurisdiccional, se debería inaplicar por
, .

inconstitucional, el precepto del parágrafo 1° del artículo 206 de la ley 1801, y con

ello tendríamos que concluir que si habría lugar a subcomisionar y/o delegar la
. ,

,diligencia a una autoridad de policía, bien por vía del artículo 40 del C.G.P (por tener

las mismas facultades del comitente) y/o de acuerdo al parágrafo del artículo 9 de la

Ley 489 de 1998 e incluso del inciso 2 del artículo 38 del e.G.p .

. (7.) Razones de íóqlca jurídica, nos inclinan a pensar que si el alcalde y el inspector son

autoridades de policía ( art 198 numerales 30 y 4° de la fey 1801 de 2016), no existe

motivo medianamente valido para sostener que el alcalde e incluso el 'corregidor si

pueden. ser comisionado, en tanto que el inspector no, y tanto más, si la primera

autoridad municipal tiene múltiples .obligaciones que por razones espacio- tiempo, no

. podrán atener con la diligencia debida las comisiones, lo que redundará en el

desquiciamiento de la pronta y cumplida administración de justicia y todo ello con el

prurito de señalar que a los inspectores les está vedado, el conocimiento de eso
, ,

despachos, y todo a partir de una concepción equivoca y restrictiva,

(v)Así las cosas, la Sala de consulta en el concepto ya aludido desconoció estos mandatos, '

legales y constitucionales y ello no le permitía a la primera autoridad municipal para despojarse o

repudiar la competencia para adelantar los despachos comlsorlos,

(vi)En adición, la primera autoridad municipal que previamente había reconocido la

competencia para conocer los despachos comisorios en el momento en que realizo la delegación,

al derogar ese acto de delegación, reasumió su competencia, y por ello no es de recibo que ,los
\ .

inspectores devuelvan ros mismos al comitente, pues a lo sumo, lo que pueden hacer no es otra

cosa que remitir la actuactórí a la autoridad que reasumió su competencia.
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(vii)EI alcalde municipal si está facultado para r~alizar las comisiones y no le es dable aducir

que existe la derogatoria del inciso 30 del artículo 38, Iy en caso de desacatar la orden judicial, le

puede hacer incurrir en .conducta típicamente relevante a nivel disciplinario y aun penal(

prevaricato por omisión, y/o fraude a resolución judicial).

(viii)El órgano de cierre de la jurisdicción Civil ordinaria en sede de tutela, también abordo

este prolegómeno, mediante sentencia de tutela ya citada del 19 de diciembre de 2017, y aclaró

la facultad de los inspectores de policía y aun de los alcaldes para realizar las diligencias de entrega

y secuestro de bienes, al no constituir éstas actos jurisdiccionales.

(ix)Si bien tal determinación tiene efecto ínter partes, la ratio decidendi, constituye

precedente que debe ser aplicado por la primera autoridad municipal.

(x)EI parágrafo 10 del artículo 206 de la ley 1801 no excluyo desde ningún punto de vista

a los Alcaldes de la posibilidad de realizar comisiones, por manera que independientemente de la

hermenéutica jurídica relativa a los inspectores, los ALCALDES tienen el deber legal y
constitucional de realizar esta clase de diligencias, conforme lo reglado en el inciso 3

del artículo 38 del C.G.P., norma de orden público y por consiguiente de obligatorio

cumplimiento (canon 13 ibídem), en consonancia con los artículos 113 inciso 3° y 201

numeral 10 de la constitución política.

Como lógica consecuencia, se dispondrá comisionar al Alcalde Municipal', para la práctica,

de la de la diligencia de SECUESTRO Ylo ENTREGA quien está obligado legalmente, sin

excepción alguna, a cumplir la comisión, pudiendo delegar y/o subcomisionar a los inspectores de

policía en caso de compartir los argumentos juridicos expuestos a la largo de esta providencia, o,

en su defecto, asumiendo directamente la comisión.

Se ha de oficiar así mismo al ministerio público y con el fin de que se sirva hacer

seguimiento a la presente comtsión y adelante las actuaciones que en derecho correspondan en

caso de que el comisionado se niegue a cumplir lo que por ley se le ha impuesto.

Al alcalde se le prevendrá de las consecuencias en que puede incurrir en caso de rehusar

o desacatar la competencia para cumplir la presente comisión

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Clrcuíto de Villavicencio:

+
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, RESUELVE:

PRIMERO: DEVOLVER el Despacho cornisorío No. 045 de 01 de junio del 2017 alleqado,

junto a sus anexos, al Alcalde Municipal de la ciudad, para la práctica la diligencia de entrega

en los términos que fue ordenada inicialmente. Líbrese despacho q,misorio con los insertos
del caso.

SEGUNDO: ACLARAR que la diligencia no tiene carácter jurisdiccional, y que en caso de

presentarse oposición deberá darse cumplimiento al mandato del artículo 309 del Código General

del Proceso, bien será remitiendo las diligencias al comitente tan pronto se presente la oposición

total, o continuando la diligencia en caso de oposición parcial, y remitiéndolas a este estrado

judicial con el fin de dar trámite a las oposiciones.

El comisionado queda facultado expresamente para subcomisionar ylo delegar para

el cumplimiento de la presente comisiÓn.

TERCERO. Por secretaria líbrese los oficios, con los insertos correspondientes dirigidos al

ALCALDE MUNCIIPAL y al Ministerio Público y para lo de su cargo.

Notifiquese y cúmplase,

'r-
JUZGADO se CML DEL ClRcurro DE VU..LAVlCENCIO...__.- •........, ,

~:.•.•..

ELANTEn:oR AUTO SE tJOTlFICA pon ANCT.!.C¡~~1
t -
EN ESTADO, HOY • 2 6 SEP 2018'

.~ -. ~.

"". IL secRETARIO W
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. ,ConscjoSu~X"riord('laJudicatura JUZGADO TERCERO CIVIL\!.) República de Colombia DEL CIRCUITO

Expediente NO500014189002 2018 00631 01

Villavicencio, veinticinco (25) de septiembre del 2018.

Entra el Despacho a resolver el conflicto de competencia negativo

suscitado entre el Juzgado Tercero Civil Municipal de Villavicencio-Meta y el

Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple del mismo'

municipio, respecto de la solicitud de matrimonio formulada por Iván Eduardo

Rincón Morales y Leidy Lizeth Herrera Díaz.

Enese sentido, los ciudadanos Rincón Morales y Herrera Díazmanifestaron

su intención de contraer matrimonio, pedimento que fue repartldo al Juzgado

Tercero Civil Municipal de Villavicencio, el cual rechazó la misma con sustento en

el parágrafo del artículo 17 del Código General del Proceso, motivo por el que

ordenó remitir dichas diligencias al Juzgado Segundo' de Pequeñas Causas y

Competencia Múltiple de Villavicencio, al estimar que era el t1amadoa conocer

de dicha petición.

Posteriormente, el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia

Múltiple de Vitlavicencio señaló que no le correspondía conocer el escrito elevado

por los solicitantes, toda vez que el lugar de notificaciones por ellos señalado no

se encontraba dentro de los asignados a éste con ocasión del Acuerdo No.

CSJMA17-827 de 13 de febrero del 2017, motivo por el que dispuso promover el

presente conflicto negativo de competencia.

Al .respecto, es menester indicar que el caso objeto de estudio está

relacionado con los eventos contemplados en los numerales 1, 2, Y 3, en

concordancia con el parágrafo del artículo 17 del Código General del Proceso,

puesto que en efecto se trata de un proceso contencioso de mínima cuantía.

Email: ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co
Carrera 29 N° 33 B - 79 Palacio de Justicia. Primer piso. Torre B.
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Sin perjuicio de lo anterior, es pertinente traer a colación que la Ley 270

de 1996 en el artículo 22, inciso 3°, establecló que de conformidad con las'

necesidades de cada ciudad y municipio, se crearían jueces de pequeñas causas

y, competencia múltiple para asuntos de la jurisdicción ordinaria, que se

localizarían en razón a la demanda de éste servicio; con ello se quiere decir que

la distribución geográfica a la'que allí se remonta, pretende garantizar el acceso

a la administración de justicia, especialmente para los sitios alejados de los

centros urbanos, esto es, las zonas populares; pero sin que ello implique alterar

las reglas generales de competencia previstas en la legislación ordinaria, ni dar

lugar a conflictos de competencia por éste motivo, pues la regulación no busca

introducir cambios respecto a las autoridades judícíales', sino que, por, el

contrario, tiene el propósito de acercar a la población más vulnerable, el servicio

de administración de justicia.

'Dicho esto, debe entenderse que si bien el parágrafo primero del artículo

. 4° de la Ley 1285 del 2009, por la cual se modificó la norma antes mencionada,

resalta que los jueces de pequeñas causas tendrán competencia a nivel local y

municipal, esto no es óbice para que de acuerdo a su génesis, como se subrayó

supra, se encuentre delimitado a espacios determinados conforme a la necesidad

de una población en específico.

Quiere decir todo lo anterior, que este Despacho considera cómo los

juzgados de pequeñas causas y competencia múltiple conocerán de los tipos de

, procesos' señalados en los primeros tres numerales del artículo 17 del Código

General del Proceso, cuando el demandado tenga su domldlío en el espacio

territorial en el cual tienen competencia, según los fines de su creación.

Así las cosas, acorde con la fecha de presentación de la demanda,

momento en que estaba vigente el Acuerdo CSJMA 16-721, el cual empezó a

regir a partir del 06 de septiembre de 2016; y que preceptúa en el parágrafo 3°

del artículo 4° [eJI Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias

Múltiples de Villavicencio, una vez establecido en la Comuna 5, tendrá

competencia exclusiva en esa jurisdicción territorial comunal (...);

1Corte Constitucional, Sentencia C-713/08.
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[Negrilla y subrayado fuera de texto). sumado a.que en dicha comuna no fue
. I

enlistado el sector denominado Remansos, de Rosa Blanca, resulta sencillo

concluir que el último juzgado que conoció de este asunto no es competente, al

no concurrir el factor territorial, fuero personal, en el caso concreto.

Así las cosas, las presentes diligencias deben volver al Juzgado Tercero

Civil Municipal de esta ciudad, comoquiera que fue a quien correspondiÓ por

reparto, aunado a que lo alegado por dicho Estrado para apartarse del asunto no

resultó válido, motivo por el que se dispone señalar que corresponde al Juzgado

Tercero Civil Municipal de Villavicencio conocer de la presente solicitud de

matrimonio formulada por Iván Eduardo Rincón Morales y Leidy Lizeth Herrera

Díaz.

Notifíquese y cúmplase,

YENNIS
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